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Los años noventa representaron para el mundo una época de grandes cambios, no sólo a nivel 
geopolítico sino también a nivel económico y social. Los modelos de desarrollo, que colocaban a 
la gran empresa y al sector industrial como las bases de la actividad económica de los países, 
parecían quedar obsoletos ante el surgimiento y sobresaliente desempeño de unas pequeñas 
firmas que trajeron consigo nuevos productos y nuevos procesos, los cuales terminarían por 
cambiar drásticamente los modos de producción de las economías y los estilos de vida de las 
sociedades; empresas, que fueron el resultado de la acción de unos individuos con capacidades 
excepcionales, quienes terminaron por convertirse en los héroes que salvaron a unas economías 
afectadas por el desempleo, la desaceleración industrial y la baja productividad; problemas 
heredados de la década anterior (Hébert & Link, 1989; Greene, Mole & Storey, 2004; Acs & 
Szerb, 2007; Huggins, Morgan & Williams, 2015). 
Estos individuos, los emprendedores, captaron la atención de los Gobiernos, que los 
percibieron, a ellos y a su actividad emprendedora, como los caminos para hacer frente a 
diversos retos en materia pública, tales como la reducción del desempleo y la pobreza, el logro 
de la cohesión social, la renovación económica, el desarrollo regional, el aumento de la 
productividad y la competitividad, entre otros. Esto generó la necesidad de crear medidas que 
buscaran no sólo alentar a más personas a convertirse en emprendedores sino establecer también 
unas condiciones propicias para la creación y consolidación de nuevas empresas en el mercado. 
De este modo, surge la política pública de emprendimiento (Stevenson & Lundström, 2007; 
Heinonen & Hytti, 2016). 
Conforme ha ido creciendo el interés de los Gobiernos por el emprendimiento, y su deseo por 
apoyar y fomentar la actividad emprendedora en sus sociedades a través de la acción pública, el 
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examen académico de la política pública de emprendimiento se ha ido consolidando como un 
importante campo de investigación, no sólo al interior de la ciencia política sino de todas las 
disciplinas sociales1 que se interesan por conocer más acerca de éste fenómeno y sus 
determinantes. Estos esfuerzos académicos van, desde aquellos que buscan caracterizar la 
política pública de emprendimiento por medio de ‘marcos’ que contienen, tanto los 
determinantes de la actividad emprendedora, como las medidas de política pública que se pueden 
tomar para elevar dicha actividad entre la población (Verheul, Wennekers, Audretsch & Thurik, 
2001; Stevenson &Lundström, 2005; Audretsch, Grilo & Thurik, 2007; Stevenson & Lundström, 
2007), pasando por aquellos que buscan analizar los efectos que ciertas políticas públicas 
(generadas en otras áreas) pueden llegar a tener sobre el emprendimiento (Saiz, 2001; Acs & 
Szerb, 2007; Hughes, 2008; Thurik, 2009), llegando finalmente al análisis de la política pública 
de emprendimiento, propiamente dicho. 
En relación a este último, pese a que no ha sido mucho lo que se ha escrito sobre la materia, 
existe un importante número de investigaciones que empleando las herramientas teóricas propias 
del análisis de política pública han logrado llenar este vacío de forma satisfactoria. Muchos de 
estos estudios utilizan como punto de partida alguna fase específica del ciclo de las políticas 
públicas.  
Es así como algunos académicos han analizado el proceso que llevó a la identificación del 
emprendimiento como un problema público, y la manera cómo éste fue incluido, tanto en la 
agenda pública como de gobierno, de las distintas naciones en el mundo. Ejemplo de ese tipo de 
análisis es el realizado por Tarapuez, Osorio y Botero (2013), en el período 2002- 2010, para 
Colombia. 
                                               
1 Que incluye economía, administración de empresas, psicología, sociología y derecho, entre otras (Audretsch, Grilo 
& Thurik, 2007; Minniti, 2008; Campbell & Mitchell, 2012). 
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También, se pueden encontrar trabajos que están interesados en la manera como la política 
pública de emprendimiento es formulada, buscando revelar los actores clave y las dinámicas que 
se gestan al interior de esta fase, considerada por Arshed, Carter y Mason (2014) como una ‘caja 
negra’. Mientras estos autores realizan su investigación para el Reino Unido, Grimm (2011) lo 
hace para Alemania, Bager, Klyver y Nielsen (2015) realizan su trabajo en Dinamarca, en tanto 
que Heinonen, Hytti y Cooney (2010) y Heinonen y Hytti (2016) conducen sus investigaciones 
en Irlanda y Finlandia, respectivamente. 
En cuanto a la implementación de la política de emprendimiento, una de las características 
más recurrentes de las investigaciones que centran su análisis en esta etapa es el uso del concepto 
de gobernanza, el cual se aplica desde las instituciones públicas y privadas que se involucran en 
la tarea de diseñar y ejecutar la política, hasta la manera como se organizan los diferentes niveles 
de gobierno para hacer efectivas las medidas formuladas en un programa o ley, dirigidas al 
emprendimiento. Dentro de la primera aplicación del término se encuentra el análisis realizado 
por Nielsen (2016) sobre las estructuras de ejecución danesas; mientras que en la segunda 
aplicación se encuentran los estudios de Hart (2003) y Hart (2008) acerca del surgimiento de las 
políticas regionales de promoción del emprendimiento en los Estados Unidos; Bailey, Bentley y 
Shutt (2010) y Huggins, Morgan y Williams (2015) sobre los efectos de las Regional 
Development Agencies (RDA) y las Local Enterprise Partnerships (LEP) en el Reino Unido; Yu, 
Stough y Nijkamp (2009) sobre el desarrollo de parques de innovación en China; Perdomo y 
Arias (2013) y Perdomo, Rosas y Murillo (2014) acerca del establecimiento y desarrollo de las 
incubadoras de empresas en Colombia. 
Por último, se encuentran los estudios que realizan una evaluación de la política pública de 
emprendimiento, encontrándose investigaciones como la de Schott y Wickstrom (2008), quienes 
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demuestran que el pobre desempeño de esta política en economías en desarrollo se debe a que 
están poco ajustadas a los contextos económicos y culturales de los lugares donde son 
implementadas; y Sheriff y Muffatto (2014), quienes investigan la evolución y naturaleza de las 
políticas públicas de emprendimiento de Kenia, Ruanda y Tanzania, evaluando las posibles 
causas por las cuales estas políticas se encuentran en un estado embrionario para estas naciones. 
Todas estas investigaciones, aunque demuestran un gran avance en el campo del análisis de la 
política pública de emprendimiento, representan, en palabras de Campbell y Mitchell (2012), tan 
sólo el comienzo de la aplicación de esta disciplina al tema del emprendimiento. 
Entender la manera como los Gobiernos pueden aprovechar el poder transformador que tiene 
el emprendimiento a través de sus políticas públicas es un tema de suma importancia que merece 
ser investigado más a fondo. Para el caso colombiano, esta investigación gana una relevancia 
especial dado que el emprendimiento ha sido considerado, tanto por expertos como por el 
Gobierno Nacional, como un instrumento clave en la construcción de la paz en el territorio 
durante la presente etapa de post-conflicto2. Por tanto, se hace necesario entender y comprender 
en qué consiste la política pública de emprendimiento en Colombia, pues en los pocos análisis 
que se han realizado de la misma3, ninguno establece con claridad qué es, qué medidas la 
componen y cómo ha sido su desarrollo a través del tiempo, lo que dificulta la elaboración de 
propuestas concretas que lleven a aprovechar todo el potencial que la actividad emprendedora 
puede brindarle al país. El presente trabajo constituye un aporte hacia esta dirección. 
La pregunta que guía la presente investigación es: “¿cómo cambió el referencial de la política 
pública de emprendimiento en Colombia durante el período 2006 – 2016?”. La hipótesis que se 
                                               
2 Ver COLOMBIA.INN (2014); DINERO (2015); Martínez (2016), Caracol Radio (2016) y DINERO (2017).  
3 En las tres investigaciones que se encontraron durante la exploración del estado del arte, que desarrollan un análisis 
de la política pública de emprendimiento colombiana propiamente hablando (Tarapuez, Osorio & Botero, 2013; 
Perdomo & Arias, 2013; Perdomo, Arias y Murillo, 2014), no se realiza una caracterización de esta política pública 
como la que aquí se describe. 
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busca demostrar es que a medida que el Gobierno Nacional fue adquiriendo un mayor 
conocimiento acerca de la actividad emprendedora y sus determinantes, las medidas que 
conforman la política pública de emprendimiento en el país pasaron de facilitar la creación y 
operación de las nuevas empresas, a fomentar y consolidar una verdadera cultura del 
emprendimiento en la sociedad colombiana, adoptando de este modo un enfoque mucho más 
holístico de la actividad emprendedora. Por ello, el objetivo general de este trabajo consiste en 
analizar la transformación del referencial de la política pública de emprendimiento en Colombia 
a la luz de las tipologías4 construidas por Stevenson y Lundström (2007); en otras palabras, en 
este trabajo se estudia no sólo la manera cómo el Gobierno Nacional ha entendido el concepto 
del emprendimiento y su papel en la economía, sino también las distintas medidas de política que 
se han formulado para su fomento y apoyo durante el período 2006 – 2016.  
Para este fin, se empleó el marco de análisis por el referencial propuesto por el profesor Pierre 
Muller (2010), el cual pertenece al enfoque cognitivo del análisis de las políticas públicas; 
enfoque que ha sido poco utilizado en las investigaciones sobre la política pública de 
emprendimiento5. Este análisis por el referencial fue complementado con las tipologías de la 
política pública de emprendimiento de Stevenson y Lundström (2007), las cuales permitieron dar 
cuenta de los diferentes problemas económicos y sociales que el Gobierno colombiano deseaba 
resolver con su política de emprendimiento, definiendo de este modo los tipos de medidas que 
conformarían la mencionada política en los diez años que abarca el estudio. 
                                               
4 Pese a que existe una diferencia metodológica importante respecto al uso de los términos “tipo” y “tipología” 
dentro de la investigación en Ciencias Sociales (George & Bennett, 2005), Stevenson y Lundström (2005) y 
Stevenson y Lundström (2007) no realizan esta distinción en sus investigaciones, por lo que emplean ambos 
términos como sinónimos. Dado que el presente trabajo toma como referencia las investigaciones de estos autores, 
el uso de los términos “tipo” y “tipología” tendrá, a lo largo del documento, un trato similar al que fue otorgado por 
Stevenson y Lundström. 
5 De los estudios reseñados para el estado del arte, sólo Hart (2003) y Hart (2008) analizan la política pública de 
emprendimiento desde el enfoque cognitivista (usando el Advocacy Coalition Framework de Sabatier). 
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En la realización de este trabajo se emplearon, como unidad de análisis, los documentos 
CONPES emitidos en los años 2006 – 2016 que sustentan la política pública de 
emprendimiento6; documentos considerados por la normatividad nacional como los máximos 
instrumentos de planificación del Estado colombiano7. Con estos documentos, se efectuó una 
revisión documental, identificando tanto las categorías de análisis del referencial de Muller 
(2010) como las características de las tipologías de Stevenson y Lundström (2007). Lo anterior 
fue relacionado en una matriz que se construyó con base en el trabajo realizado por Fontecha 
(2015) sobre la política pública de vivienda en Colombia. La presente investigación tiene un 
carácter exploratorio y cualitativo; limitando el análisis únicamente al contexto colombiano y al 
desarrollo de la política pública de emprendimiento bajo este contexto8. 
El documento está compuesto por tres capítulos, en los cuales se desarrollan los tres objetivos 
específicos propuestos para esta investigación: en el primero se presentan las definiciones, tanto 
de política pública como del análisis de política pública, que se tomarán para este trabajo. Se 
exponen, también, los diversos paradigmas sobre los que se desarrolla la investigación en las 
ciencias sociales, y se explica en qué consiste el enfoque cognitivo del análisis de las políticas 
públicas. Finalmente, se presenta el marco de análisis por el referencial del profesor Muller 
(2010), definiendo sus elementos principales. 
En el segundo capítulo se muestra una caracterización de la política pública de 
emprendimiento: qué es, de qué se compone, qué la diferencia de la política pública dirigida a las 
                                               
6 Según el MCIT (2017). 
7 Seguidos de los Planes Nacionales de Desarrollo, los cuales son formulados por los Gobiernos al inicio de sus 
mandatos.  
8 Aunque se reconoce que el contexto global (en todas sus posibles facetas: económico, social, cultural, ambiental, 
etc.) puede influir sobre el contexto colombiano, afectando no sólo el desarrollo de la actividad emprendedora en el 
país sino también la formulación e implementación de la política pública de emprendimiento en Colombia (como se 
desarrolla a lo largo del Capítulo 2), para el análisis cognitivo que este trabajo realiza de la política pública de 
emprendimiento colombiana, este contexto global no es tenido en cuenta puesto que sobrepasaría los alcances de 
esta investigación (Ver Capítulo 1, partición global-sectorial del referencial de política pública). 
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pymes, cuál ha sido su evolución en el mundo, etc. Se presentan, además, las definiciones que se 
han construido del término ‘emprendimiento’, y cómo éstas han influido en la formulación de la 
política pública. Por último, se exponen las tipologías de la política pública de emprendimiento 
de Stevenson y Lundström (2007), junto con todos sus componentes. 
En el tercer capítulo se presentan los resultados del análisis cognitivo de la política pública de 
emprendimiento colombiana en el período 2006 – 2016, mostrando el cambio que tuvo el 
referencial de esta política durante estos años, el cual pasó de ser una política dirigida a la 
creación de nuevas empresas, a convertirse en una política pública ‘holística’ que llevaría el 
emprendimiento más allá del ámbito empresarial. Estos resultados se complementan con una 
breve reseña histórica sobre los antecedentes y el contexto histórico que rodeó el diseño, 





El Enfoque Cognitivo del Análisis de las Políticas Públicas: Marco Conceptual 
En este capítulo se presentan las bases conceptuales que sirven como fundamento para el 
análisis del cambio en el referencial de la política pública de emprendimiento colombiana en el 
período 2006 – 2016. Estas bases serán expuestas en cuatro secciones, a saber: la primera 
sección aclara la ambigüedad semántica que existe del término ‘política’ y presenta la definición 
de ‘política pública’ que se usará en esta investigación, la cual le da un lugar preponderante a las 
ideas y al conocimiento; la segunda sección expone las diferentes perspectivas epistemológicas 
que existen en la investigación en ciencias sociales y muestra los diversos enfoques teóricos que 
se encuentran al interior de la disciplina del análisis de las políticas públicas; la tercera sección 
explica en qué consiste el enfoque cognitivo del análisis de las políticas públicas, sus 
proposiciones teóricas y sus representantes más destacados; finalmente, la cuarta sección 
profundiza sobre el marco de análisis por el referencial del profesor Pierre Muller (2010), 
desglosando el concepto del referencial, los cuatro niveles de percepción del mundo que este 
articula y su importancia en el proceso de construcción de las políticas públicas.  
El concepto del referencial será de gran utilidad en la presente investigación para comprender 
a detalle la visión de mundo que dio lugar a la política pública de emprendimiento en Colombia, 
de forma que pueda entenderse cómo los cambios en esta visión modificaron la manera en que la 
política pública de emprendimiento fue diseñada, formulada e implementada durante los años 
que componen el período de análisis. 
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Definición de Política Pública 
Aclarar y entender la ambigüedad semántica que existe alrededor de la palabra ‘política’9 es el 
punto de partida que emplean varios investigadores para definir el concepto de ‘política pública’, 
ya que esta última es la traducción al español de la palabra inglesa ‘policy’ que presenta uno de 
los tres significados que se asocian con este término. 
La ‘política’ puede ser entendida como el ámbito del gobierno de las sociedades humanas o la 
esfera política distinta de la sociedad civil (definición que es recogida en la expresión 
anglosajona ‘polity’). A su vez, la política puede interpretarse como la actividad de organización 
y lucha por el control del poder (siendo ‘politics’ su equivalente en inglés). Finalmente, y para 
fines de la presente investigación, la política puede enmarcar la designación de los propósitos y 
programas de las autoridades públicas (Roth, 2015). 
Sin embargo, a esta dificultad se suma un cruce conceptual, como lo presenta Ordóñez-
Matamoros (2013): en los años 50 y 60, las políticas públicas (‘policy’) se consideraban como 
una consecuencia directa de la actividad política (‘politics’), pues se pensaba que las primeras 
dependían de forma sustancial de la existencia de la segunda. No sería sino en los años 70, 
cuando comenzó un creciente interés por el estudio de la acción pública, que ambos conceptos 
serían separados, desarrollándose al interior de la ciencia política un campo de estudio que se 
centró en las políticas públicas y en el análisis sobre qué es lo que se hace con el poder una vez 
se obtiene.  
No obstante, pese a las diferencias conceptuales que existen entre ambos términos, estos no 
pueden ser separados, pues como lo anota Pierre Muller (2010), “cada vez más hacer política es 
hacer políticas públicas”10 (p.86). En efecto, como lo señalan Carlos Salazar y Jean-François 
                                               
9 Esta ambigüedad es común en las lenguas romances. 
10 Énfasis propio de la cita. 
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Jolly (Muller, 2010), es una tendencia cada vez más creciente entre los electores votar por un 
programa político (como intencionalidades de políticas públicas) que por el candidato mismo (o 
su imagen, posicionamiento, etc.), pues es allí donde se muestra el valor agregado que tiene un 
candidato para ofrecer frente a los demás, y es lo que finalmente le permitirá competir con éxito 
en la arena política. Por tanto, en el análisis de la acción pública (‘policy’), es imposible dejar de 
lado el estudio de la puja por el poder (‘politics’), pues la relación de ambos conceptos permite, 
en opinión de Muller (2010), “interpretar las transformaciones de las sociedades 
contemporáneas” (p. 88).  
Una vez aclarada la ambigüedad semántica de la ‘política’, se procede a exponer qué se 
entenderá por ‘política pública’ en el presente trabajo; concepto que ha sido definido por un 
sinnúmero de autores a través del tiempo11. 
Ordóñez-Matamoros (2013) agrupa estas múltiples definiciones bajo tres corrientes o 
tendencias: la primera, la tendencia pragmática (propia de la tradición norteamericana), la cual 
hace énfasis en una acción, realizada por uno o varios actores gubernamentales, que busca dar 
respuesta a un problema público. La segunda, la tendencia normativa y positiva (característica de 
la tradición europea), muestra la política pública como el resultado de una serie de 
procedimientos específicos, en la naturaleza coherente y consciente de la acción pública, o en el 
planteamiento de ciertos objetivos. Por último, la tercera tendencia se centra en los métodos 
utilizados para la formulación e implementación de las políticas públicas. 
Sin embargo, en opinión de este autor, son muy pocas las acepciones que consideran el 
importante papel que juegan las ideas y el conocimiento en la definición, implementación y 
cambio de las políticas públicas. Dado que el enfoque cognitivo (en donde se encuentra el 
                                               
11 Para ahondar más sobre estas definiciones, ver Boussaguet, Jacquot y Ravinet (2009), Ordóñez-Matamoros 
(2013), Roth (2007), Roth (2015). 
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análisis por el referencial propuesto por Pierre Muller) resalta este papel en el análisis de las 
políticas públicas (como se explicará más adelante), este trabajo tomará la siguiente definición 
ofrecida por Ordóñez-Matamoros (2013, p. 31): 
La política pública es el conjunto de acciones implementadas en el marco de planes y 
programas gubernamentales diseñados por ejercicios analíticos de algún grado de 
formalidad, en donde el Conocimiento, aunado a la voluntad política y los recursos 
disponibles, viabiliza el logro de objetivos sociales12. 
Respecto a esta definición, el autor señala: 
Se trata de una definición que retoma el papel del Conocimiento, implícito en la 
definición de Dror (1971), para quien la política pública es una selección consciente entre 
varias alternativas para conducir a la sociedad, una “supradisciplina orientada a la 
búsqueda del aprovechamiento de la elaboración de políticas” (Aguilar, 2009), o como un 
intento por definir y estructurar una base racional para la acción o la inacción, en donde 
“tener” una política pública es tener, además de los recursos necesarios y la voluntad 
alineada, razones o argumentos que soportan una forma de entender los problemas y sus 
soluciones. Se habla de viabilizar y no de garantizar, pues reconocemos el valor de la 
incertidumbre (Ordóñez-Matamoros, 2013, p.p. 31-32). 
Análisis de las Políticas Públicas: Perspectivas Epistemológicas y Enfoques Teóricos 
Thoenig (1981) define el análisis de políticas públicas como:  
Una disciplina de las ciencias sociales que utiliza múltiples métodos de investigación y 
de argumentación para producir y transformar la información pertinente de cierta política, 
información que puede ser empleada dentro de los contextos políticos a fin de resolver 
los problemas de la política-acción (Salazar, 2006, p. 44). 
Estos “múltiples métodos de investigación y argumentación” se hacen visibles en los 
diferentes marcos y teorías que han tomado las políticas públicas como su objeto de estudio, las 
cuales intentan explicar o interpretar el surgimiento, el cambio o el desarrollo de las mismas, en 
                                               
12 “En este, la noción de ‘social’ abarca un amplio espectro, el cual incluye asuntos económicos, como culturales, 
étnicos, políticos, ambientales, etc. Esta, para diferenciarlos de los objetivos tecnológicos” (Ordóñez-Matamoros, 
2013, p. 31). 
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un lugar y tiempo determinados. Sin embargo, estos marcos y teorías se encuentran encuadrados, 
a su vez, en una determinada visión del mundo, es decir en un paradigma. Para Guba (1990), 
citado por Roth (2015), la investigación en ciencias sociales se basa en cuatro paradigmas, a 
saber: el positivismo, el pospositivismo, la teoría crítica y el constructivismo (Tabla 1). Estos 
paradigmas se diferencian entre sí por tres elementos (Ordóñez-Matamoros, 2013, p. 39): 
 La ontología: por la manera cómo define la naturaleza de la realidad. 
 La epistemología: por el tipo de relaciones que establece entre el saber y el 
investigador. 
 Por la metodología utilizada: es decir, por la manera cómo se descubre el 
conocimiento. 
Tabla 1: Comparación entre paradigmas 
Paradigma Ontología Epistemología Metodología 
Positivismo 
La realidad existe y es 
regida por leyes de causas 
y efectos que se pueden 
conocer 
La investigación puede 
ser libre de valores 
(objetiva) 
Las hipótesis pueden ser 
comprobadas 
empíricamente con datos 
objetivos. 
Pospositivismo 
La realidad existe, pero 
no puede ser 
completamente entendida 
o explicada. Hay una 
multiplicidad de causas y 
efectos. 
La objetividad es un ideal 
que requiere la existencia 
de una comunidad 
científica crítica. 
Enfoques más cualitativos. 
Teoría crítica 
La realidad existe, pero 
no puede ser 
completamente entendida 
o explicada. Hay una 
multiplicidad de causas y 
efectos. 
La objetividad es 
imposible ya que la 
actividad investigativa 
siempre será orientada por 
valores. 
Eliminación de la falsa 
consciencia e 
investigación 
comprometida con las 
transformaciones sociales. 
Constructivismo 
La realidad es una 
construcción social. La 
realidad es relativa. 
La actividad investigativa 
es subjetiva y sus 
resultados proceden de la 
interacción entre saberes. 
Identificación, 
comparación y descripción 
de distintas construcciones 
existentes (hermenéutica y 
dialéctica, narraciones). 




Roth (2015) realiza una distinción entre marco, teoría y modelo. Un marco (o un enfoque o 
perspectiva), según Ostrom (1999), “organiza diagnósticos y prescribe interrogantes, […] intenta 
identificar elementos universales […] para clases similares de fenómenos” (Roth, 2015, p.80). 
En otras palabras, un marco busca estructurar las relaciones entre diferentes variables y debe 
permitirle al analista “atrapar” la política pública, de manera que éste pueda seleccionar las 
teorías, las variables, las hipótesis, los indicadores y las relaciones causales que requiera para 
ejercer su labor. 
Una teoría, para Balme y Brouard (2005), es “un conjunto de conceptos, de variables y de 
indicadores que establecen relaciones causales y propuestas interpretativas sobre el estado del 
mundo y sus transformaciones” (Roth, 2015, p.80), es decir, las teorías se desarrollan al interior 
de un marco. 
Por último, un modelo es, para Ostrom (1999) una “representación simplificada de un proceso 
(puede ser parte de una teoría) particular. El modelo precisa hipótesis en relación a un número 
limitado de parámetros y variables” (Roth, 2015, p.80).  
De este modo, Roth (2015) agrupa los diferentes marcos teóricos o enfoques que se han 
empleado en el análisis de las políticas públicas13 dentro de cinco grandes categorías, las cuales 
no están relacionadas necesariamente con una postura epistemológica específica. Dichas 
categorías, junto con los enfoques que contienen, son resumidas en la Tabla 2. 
  
                                               
13 Roth (2015) hace una diferenciación entre el análisis para las políticas públicas y el análisis de las políticas 
públicas. El primero se caracteriza por realizar una evaluación cuantitativa de los problemas públicos y de las 
soluciones que se le han dado a los mismos a través de la formulación e implementación de políticas públicas. Su 
objetivo es la generación de benchmarking o buenas prácticas que lleven al mejoramiento en la formulación de las 
políticas públicas al interior de los Gobiernos. El segundo tiene como objetivo el aporte al conocimiento científico, 




Tabla 2: Marcos y teorías para el análisis de las políticas públicas. 
Categoría Enfoques Postura epistemológica 
Ciclo de política pública Ciclo de política pública (Jones, 1970) Varios 
Enfoques tradicionales y 
racionalistas 
Enfoque neocorporativista 
Teorías de entramado o networks theory 





Neoinstitucionalismo de elección racional 
Neoinstitucionalismo histórico 
Neoinstitucionalismo sociológico 




Advocacy Coalition Framework (ACF) de 
Sabatier 
Marco de análisis por el referencial de 
Pierre Muller 
Constructivista 
Enfoques interpretativistas Marco de análisis narrativo de Emery Roe. Análisis deliberativo Constructivista 
Fuente: elaboración propia con base en Roth (2015, p.p. 83 – 115) 
 
Enfoque Cognitivo del Análisis de las Políticas Públicas 
Yves Surel (2009) define el enfoque cognitivo y normativo de las políticas públicas como 
“una expresión genérica empleada para clasificar y reunir los trabajos que hacen énfasis en la 
importancia de los elementos de conocimiento, las ideas, las representaciones, o las creencias 
sociales en la elaboración de las políticas públicas” (p.189).   
Este enfoque reúne una serie de investigaciones que se realizaron en la década 1980 – 1990, 
las cuales intentaron superar las limitaciones teóricas de los enfoques inspirados en el marxismo 
y en la sociología de las organizaciones. Algunos de sus representantes más destacados son 
Bruno Jobert y Pierre Muller (quienes desarrollaron la noción del referencial en su trabajo ‘El 
Estado en acción: la contribución de las políticas públicas’ de 1987), Peter A. Hall (quien acuñó 
la noción de ‘paradigma’ en 1993), Paul Sabatier (con su Marco de Coaliciones de Abogacía o 
‘Advocacy Coalition Framework’), Claudio M. Radaelli (realizando su aporte a través de los 
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relatos de políticas públicas o ‘policy narratives’) y Vivien A. Schmidt (quien hace énfasis en el 
análisis del discurso político o ‘policy discourse’).  
Pese a las profundas diferencias que existen entre cada uno de estos estudios, subyacen en 
ellos tres proposiciones comunes, los cuales son mencionados por Surel (2009): 
 Los discursos son considerados como: “signos pertinentes del contenido de las 
políticas públicas y como los vectores y los garantes de las alianzas, colusiones y 
conflictos que están en el centro de toda la acción pública” (p.191). Por tanto, no son 
considerados sólo como justificaciones a la acción o instrumentos retóricos que 
ocultan el conflicto de intereses que existe entre los diversos actores. 
 Los conocimientos, en especial aquellos que son de carácter científico: “nutren los 
variados diagnósticos sobre las políticas públicas cuando ellos son asociados a 
representaciones más o menos compartidas de la sociedad y del Estado” (p.191). 
 Estos trabajos asocian todo cambio significativo de la acción pública: “a una 
transformación de los elementos cognitivos y normativos característicos de una 
política, de un problema o de un sector de intervención pública dado” (p.191). Así, las 
ideas se convierten en el factor explicativo de las posturas de los diversos actores que 
forman parte de la política pública, y los cambios que se generan en la misma son el 
resultado de la confrontación entre las diversas ideas que existen en relación a la 
construcción del problema y sus posibles soluciones (Roth, 2015). 
Marco de Análisis por el Referencial de Pierre Muller 
Además de lo mencionado por Surel, el profesor Muller expresa que el enfoque cognitivo del 
análisis de las políticas públicas tiene como fundamento:  
El estudio de la acción pública como un proceso de marcos de interpretación del mundo a 
partir de los cuales, tanto los actores públicos (gobierno, administraciones…) como los 
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actores privados (grupos de intereses…) van a desarrollar sus estrategias para definir el 
contenido de las políticas públicas14 (Muller, 2010, p.14). 
Por tanto, dentro de este enfoque, las políticas públicas son consideradas no sólo como 
espacios donde se enfrentan los actores en función de sus intereses, sino que son además:  
El lugar donde una sociedad dada construye su relación con el mundo […].Cada política 
pasa por la definición de objetivos […] que, a su turno, van a ser definidos a partir de una 
representación del problema, de sus consecuencias y de las soluciones posibles para 
resolverlo. La definición de una política pública descansa en una representación, una 
imagen de la realidad sobre la cual se quiere intervenir y que constituye el referencial de 
esta política. (Muller, 2009, p. p. 383 – 384).  
El referencial (concepto fundamental dentro de la teoría de Muller) corresponde entonces  a 
una visión que se tiene del lugar y el papel del campo de acción considerado en la sociedad. Para 
citar un ejemplo, las propuestas que se realicen en el campo de la política industrial van a 
depender del lugar que se le brinde a la industria en la economía y en la sociedad, es decir, si esta 
es vista como un medio de lucha contra el desempleo o como una herramienta para lograr una 
mayor competitividad en el exterior. En el primer caso, se buscará salvar el máximo número de 
empleos posible, mientras que en el segundo, se incitará a las reestructuraciones, pese al costo 
social que dicha decisión pueda acarrear15. Por ello, Muller (2010) señala que el referencial: 
“está compuesto por un conjunto de prescripciones que le dan sentido a un programa político, al 
definir criterios de elección y modos de designación de los objetivos” (p. 95).  
                                               
14 Esto, debido a que para Jobert y Muller (1987): “El estado en acción es ‘un Estado cuyo funcionamiento se 
estructura alrededor de la conducción de las políticas públicas’” (Jolly, 2010, p. 233).   
15 Para el caso de la política pública de emprendimiento aplicaría el mismo principio: si el emprendimiento es visto 
como un mecanismo para la lucha contra el desempleo, las medidas que se formulen para el fomento del mismo 
estarán encaminadas a la creación de empresas, sin distinción del sector donde estas nuevas empresas vayan a 
desempeñar su razón social (promoción del autoempleo). Por otra parte, si el emprendimiento es visto como un 
vehículo para lograr aumentos en la competitividad nacional, las medidas de política se enfocarán al apoyo de 
nuevas empresas en el sector de las altas tecnologías, acompañadas de otras medidas que busquen introducir la 
cátedra del emprendimiento en el sistema educativo y la promoción del mismo en los medios de comunicación. 
Véase Greene, Mole y Storey (2004), Stevenson y Lundström (2007) y Shane (2009).  
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El referencial busca entender la realidad y simplificarla (proceso cognitivo), para luego actuar 
sobre la misma, con la intención de cambiarla o modificarla (proceso prescriptivo); por lo que su 
elaboración implica un doble mecanismo: “una operación de decodificación de lo real, con el fin 
de disminuir el carácter opaco del mundo y una operación de recodificación de lo real para 
definir un programa de acción política” (Muller, 2010, p.95. Cursivas propias de la cita). Este 
concepto articula cuatro niveles de percepción del mundo, que si bien son diferentes, guardan 
una estrecha relación entre ellos: valores, normas, algoritmos e imágenes (Muller, 2009) (Figura 
1): 
 Los valores son las representaciones fundamentales sobre lo que está bien y lo que 
está mal, lo deseable o lo que debe ser descartado. Define un marco global de la 
acción pública. Ej.: el debate entre equidad versus igualdad o entre crecimiento 
económico y conservación del ecosistema. 
 Las normas definen entre lo real percibido y lo real deseado. Definen unos principios 
de acción más que unos valores. Ej.: "la agricultura debe modernizarse"; “las empresas 
nacionales deben estar expuestas a la competencia”. 
 Los algoritmos son unas relaciones causales que expresan una teoría de la acción. 
Pueden expresarse bajo la forma de "si… entonces". Ej.: “si el Gobierno no le pone 
tanto cuidado a la moneda, entonces las empresas ganarán competitividad”; "si 
transfiero las políticas de lucha contra la exclusión social del Estado hacia las 
entidades locales, entonces las políticas públicas serán más eficaces porque están más 
cercanas a los interesados". 
 Las imágenes son unos vectores implícitos de valores, de normas y aún de algoritmos. 
Dan significación de manera inmediata, sin necesidad de un largo discurso. Desde este  
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Figura 1. Niveles de percepción del mundo articulados por el referencial 
 
Fuente: elaboración propia 
 
punto de vista, constituyen un elemento central del referencial. Ej.: "El joven 
agricultor dinámico y moderno"; "Airbus supera a Boeing"; "las tropas 
estadounidenses tumban la estatua del dictador". 
Si se desea ver el papel y el lugar que desempeña un sector16 en una sociedad y tiempo 
determinados, el referencial puede descomponerse, a su vez, en dos elementos: el referencial 
global y el referencial sectorial. Las relaciones entre ambas particiones definen lo que se 
denomina la relación global-sectorial. El referencial global es definido por Muller (2009)17 del 
siguiente modo: 
                                               
16 Para una amplia discusión sobre el significado de este término dentro del análisis de las políticas públicas 
(especialmente al interior del enfoque cognitivo), ver Boussaguet, Jacquot y Ravinet (2009).  
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Es una representación general alrededor de la cual van a ordenarse y jerarquizarse las 
diferentes representaciones sectoriales. Está conformado por un conjunto de valores 
fundamentales que constituyen las creencias básicas de una sociedad, así como por una 
serie de normas que permiten elegir entre varias conductas. Por ello, define la 
representación que una sociedad se hace de su relación con el mundo en un momento 
dado. Al contrario de lo que una definición superficial podría hacer pensar, el referencial 
global no constituye una representación perfectamente coherente del mundo, pero 
delimita el campo de percepción de la realidad en el seno del cual van a organizarse los 
conflictos sociales (Muller, 2009, p.p. 385 – 386). 
En tanto que el referencial sectorial corresponde a: 
Una representación de un sector, de una disciplina, de un campo de acción o de una 
profesión. Su primer efecto es delimitar las fronteras del sector, su configuración y su 
lugar en la sociedad, en la medida en que estos elementos son objeto de conflictos 
permanentes en relación con las controversias sobre el control de la agenda política. Lo 
mismo que en el caso del referencial global, el referencial de un sector es un constructo 
social cuya coherencia nunca es perfecta. En el seno de un sector dado siempre coexisten 
varias concepciones de la naturaleza y el papel del sector, siendo una de estas 
generalmente la dominante, a menudo porque es ella la que está en conformidad con la 
jerarquía global de las normas existentes en el referencial global. Entonces, esta 
representación es la que se impone como imagen de referencia para la política pública 
correspondiente, en la medida en que ella genera elementos de articulación entre lo global 
y lo sectorial. (Muller, 2009, p. 386). 
De esta forma, el concepto de referencial no sólo encierra las “ideas” sino también los 
intereses y la visión del mundo que tiene un grupo frente a los demás en el seno de un sistema de 
acción pública; es por ello que el referencial de una política está ligado, la mayor parte del 
tiempo, a un fuerte componente de identidad, ya que fundamenta la visión que un grupo se da 
con respecto a su lugar y su papel en la sociedad (Muller, 2009). 
Dado que en el presente trabajo se analizará el cambio del referencial de la política pública de 
emprendimiento en Colombia en el período 2006 – 2016 a partir de los instrumentos de 
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planificación que la sustentan, se descarta el uso de la descomposición global-sectorial del 
referencial para su estudio18. En su lugar se emplearán, como categorías de análisis, los cuatro 
niveles de percepción del mundo que articuló el referencial de la política pública de 
emprendimiento en Colombia durante el período mencionado.  
 
  
                                               
18 Por cuanto el presente trabajo no se interesa por conocer el cambio del referencial de la política pública de 
emprendimiento a la luz de un sector específico de la sociedad. Esta decisión también se debe a que es 
prácticamente imposible identificar, en estos documentos, los posibles referenciales sectoriales que conforman la 
política pública de emprendimiento en Colombia. Para una crítica sobre la dificultad, en ocasiones, de identificar un 




Política Pública de Emprendimiento: Panorama General 
En el capítulo anterior se presentaron los fundamentos teóricos que sustentan el análisis 
cognitivo de la política pública de emprendimiento colombiana en el período 2006 – 2016, 
haciendo especial énfasis en el concepto del referencial, los cuatro niveles de percepción del 
mundo que este articula y su importancia en el proceso de construcción de las políticas públicas. 
Este concepto es fundamental para comprender las ideas y los conocimientos que no sólo dieron 
origen a la política pública de emprendimiento en Colombia sino que propiciaron su cambio a lo 
largo del tiempo. 
Pero, ¿qué es la ‘política pública de emprendimiento’? ¿Qué tipo de medidas la componen? 
¿Cómo saber si se está frente a una política de emprendimiento o si se tiene una política de 
apoyo a las pequeñas y medianas empresas (pyme)? Estas preguntas son las que se buscan 
resolver en el presente capítulo, exponiendo los conceptos que servirán para caracterizar la 
política pública de emprendimiento colombiana.  
Este capítulo se compone de ocho secciones: en la primera sección, se tratan las diversas 
definiciones que se han construido, tanto del emprendimiento como del emprendedor, al interior 
de la academia. Estas definiciones son relevantes para entender el papel que los Gobiernos 
asumen en el fomento de la actividad emprendedora. 
La segunda sección expone las diversas justificaciones que existen para la intervención 
pública en el emprendimiento, que se componen principalmente de fallas de mercado que 
impiden el buen desarrollo de la actividad emprendedora en la economía; en la tercera sección se 
presenta la evolución histórica de la política pública de emprendimiento en el mundo, explicando 
cómo se pasó de una política de apoyo a las grandes empresas (en la segunda posguerra) a una 
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política de fomento de la cultura del emprendimiento (en el nuevo milenio); la cuarta sección 
discute las diferencias que subyacen entre la política pública de emprendimiento con la política 
pública de soporte a las pymes, presentando los alcances y los objetivos que los Gobiernos 
pretenden lograr con cada una de ellas; en la quinta sección se realiza un examen de dos de los 
marcos que se han creado para definir la política pública de emprendimiento: el Marco Ecléctico 
y el marco construido por Stevenson y Lundström (2005), explicando las razones por las cuales 
se toma éste último, y no el primero, para la presente investigación; la sexta sección discute los 
problemas que han existido para definir la política pública de emprendimiento, presentando la 
acepción creada por Stevenson y Lundström (2007). 
Finalmente, en las dos últimas secciones se profundiza sobre el marco de medidas de la 
política pública de emprendimiento (séptima sección), de las cuales se desprenden las cuatro 
tipologías construidas por Stevenson y Lundström (2007) (octava sección) que servirán para 
complementar el análisis del cambio del referencial de la política pública de emprendimiento 
colombiana en el período 2006 – 2016. 
 Definición de Emprendimiento y Emprendedor19  
En palabras de Stevenson y Lundström (2007), “el emprendimiento es un concepto 
multidimensional mal definido, en un campo multidisciplinario de investigación académica que 
sufre de una diversidad de significados” (p. 96). Huggins, Morgan y Williams (2015) agregan 
que la definición de este término depende en gran medida del tipo de investigación que se esté 
                                               
19 Es importante señalar que en este trabajo se hablará del emprendimiento de mercado y no del emprendimiento 
político, el cual es estudiado en la ciencia política. Campbell y Mitchell (2012), quienes hacen esta diferenciación,  
definen el emprendimiento como: “la introducción deliberada de novedad, innovación o arbitraje [dentro de un 
proceso]” (p.186). Mientras el “emprendedor político” realiza esta introducción en los procesos políticos, el 
“emprendedor de mercado” lo hace en los procesos de producción e intercambio (de bienes y servicios). Aquí se 
referirá todo el tiempo sobre éste último. 
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llevando a cabo, e históricamente se ha utilizado para definir tipos de individuos, tipos de 
decisiones o formas de comportamiento, entre otros.  
En la Tabla 3 se presentan las diversas definiciones que pueden encontrarse en la literatura 
sobre este controvertido término, empleando para ello tres categorías que ayudarán a facilitar su 
exposición, a saber: definiciones que ven el emprendimiento desde el individuo, definiciones que 
toman el emprendimiento como un proceso u organización y definiciones que asumen el 
emprendimiento como una dinámica económica o como fenómeno social, es decir, el 
emprendimiento como sistema. Este último tipo de definiciones, en opinión de Stevenson y 
Lundström (2007) y Sheriff y Muffatto (2014), son importantes para el desarrollo de la política 
pública de emprendimiento, puesto que incluyen al Gobierno como un actor relevante dentro del 
sistema. Serán entonces estas definiciones las que se tomarán en consideración para la 
realización de la presente investigación. 
Similar a lo que sucede con el concepto del ‘emprendimiento’, el actor que se involucra en 
esta acción o proceso, el ‘emprendedor’, recibe también muchas definiciones, las cuales 
dependen a su vez de la perspectiva con que se le vea20. La acepción que terminaría inspirando 
muchas de las medidas en materia de política pública de emprendimiento que se conocen en la 
actualidad es la propuesta por Joseph A. Schumpeter, dado que este autor resalta la importancia 
que tiene el emprendedor en el logro del crecimiento y el desarrollo económicos (Baumol, 1990; 
Minniti 2008). Para una ampliación sobre esta y otras definiciones, ver Anexo A. 
 
  
                                               
20 La cual puede ser estática (en un período determinado) o dinámica (a través de varios períodos). Para una mayor 
discusión sobre estas visiones del emprendedor y sus implicaciones dentro de la teoría económica, ver Hébert y Link 
(1989). Las definiciones presentadas en el Anexo A corresponden a la visión dinámica del emprendedor. 
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Tabla 3: Definiciones del emprendimiento 
Desde el 
individuo 
- “En la literatura de administración de empresas, el emprendimiento es 
definido como algo que los emprendedores ‘hacen’ o se define en relación 
a ciertos aspectos del comportamiento de un individuo” (Stevenson & 
Lundström, 2007, p. 96). 
- La Comisión Europea: “la actitud y el proceso necesarios para crear y 
desarrollar una actividad económica dentro de una organización nueva o 
existente”. 
- Reynolds (1999)21: “cualquier intento de un nuevo negocio o creación de 
una nueva empresa, incluyendo autoempleo, una nueva organización de 
negocios, o la expansión de un negocio existente, por un individuo, un 
equipo de individuos o un negocio establecido”.  
- Ley 1014 de 2006 (Ley de fomento de la cultura del emprendimiento): 
“una manera de pensar y actuar orientada hacia la creación de riqueza. Es 
una forma de pensar, razonar y actuar centrada en las oportunidades, 
planteada con visión global y llevada a cabo mediante un liderazgo 
equilibrado y la gestión de un riesgo calculado, su resultado es la creación 
de valor que beneficia a la empresa, la economía y la sociedad”. 
Como proceso u 
organización 
- Gartnet y Carter (2003): “rol que asumen los individuos para la creación de 
organizaciones” y lo definen como un proceso de organización. 
- Koppl y Minniti (2003): “proceso dinámico de cambio en el cual los 
individuos, que tienen un grado inusual de ciertas características 
personales o psicológicas, desarrollan actividades innovadoras”. 
- Shane y Eckhardt (2003): “proceso secuencial de descubrimiento, 






- Morris (1996): “relación entre los emprendedores y su entorno, y el papel 
que desempeña el Gobierno en la creación de las estructuras económicas, 
políticas, jurídicas, financieras y sociales que caracterizan a una sociedad 
(y el entorno para los emprendedores)”. 
- Lowrey (2003): “sistema económico que consiste en empresarios, arreglos 
legales e institucionales, y Gobiernos. Afirma que los Gobiernos son 
importantes porque tienen la capacidad de fomentar el crecimiento y el 
desarrollo económico mediante el ajuste de las instituciones económicas 
que trabajan para proteger a los emprendedores individuales y estimular 
sus motivos para lograrlo”. 
- Stevenson y Lundström (2007): adoptan una definición en la cual el 
emprendimiento es interpretado como un fenómeno social que involucra 
distintas instituciones, organizaciones e individuos que, juntos, forman un 
sistema que apoya el surgimiento de emprendedores y la actividad 
empresarial. Agregan que en su definición tienen en cuenta las capacidades 
intrínsecas de la persona para iniciar una empresa y que la condición de 
que dicha persona sea dueña de la empresa es considerada necesaria. 
Fuente: Elaboración propia con base en Stevenson y Lundström (2007, p.p. 96 -97). 
                                               
21 Uno de los académicos que ayudó en la creación de la Global Entrepreneurship Monitor, por lo que esta 
definición es la misma que se maneja en esta importante encuesta sobre la materia (Varela et al., 2017). Sobre esta 




Justificaciones de la Intervención Pública en el Emprendimiento 
¿Por qué es necesario que el Gobierno intervenga en la economía para apoyar el 
emprendimiento? La principal razón consiste en la corrección de ciertas fallas del mercado que 
afectan la creación y el desempeño de las nuevas firmas, principalmente de aquellas que se 
desarrollan en el sector de alta tecnología. 
Según Audretsch (2002), citado por Campbell y Mitchell (2012), estas fallas provienen de tres 
fuentes: externalidades de red (network externalities), externalidades del conocimiento 
(knowledge externalities) y externalidades de aprendizaje (learning externalities). Las primeras 
resultan de la cercanía geográfica entre los emprendedores y/o firmas, cuyas actividades son 
complementarias y pueden conducir a la generación de clústeres o redes; las segundas se 
producen por la transmisión del conocimiento22, el cual es generado por firmas que 
potencialmente salen del mercado y es aprovechado por firmas establecidas que toman ese 
conocimiento y eventualmente lo explotan para su beneficio; las terceras se generan por el 
‘efecto demostración’, es decir, que las personas observan el comportamiento del emprendedor y 
desean seguirlo, pues ven la actividad emprendedora como una alternativa de carrera profesional.  
Huggins et al. (2015) comentan que las externalidades de red son las que más benefician a los 
sistemas de innovación, pues la cercanía geográfica de las universidades, los centros de I & D, 
las firmas del sector de alta tecnología y los emprendedores permite el flujo del  conocimiento; 
factor clave para la generación de procesos de innovación. Este conocimiento comercializable, 
que se diferencia del nuevo conocimiento, no podría ser obtenido por los emprendedores o las 
                                               
22 El cual, según Audretsch, es un bien público y por tanto presenta las características de este tipo de bienes: sin 
“rivalidad” (el consumo individual de este bien no obstaculiza su consumo por parte de otros individuos) y sin 
“exclusión” (su acceso no es restringido a nadie) (Cuevas, 2007). 
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firmas de otro modo23 (ya que su acceso y asimilación suele requerir de esfuerzos complejos que 
van más allá de sus capacidades); de ahí que sea relevante la intervención de los Gobiernos para 
la regulación de estas externalidades, pues las economías exitosas suelen estar asociadas con 
sistemas eficientes de innovación que surgen como consecuencia de altos niveles de 
emprendimiento.  
Un informe realizado por la OCDE (2003) hace mención a las externalidades de conocimiento 
y enfatiza particularmente las externalidades de aprendizaje, relacionando su efecto con una 
‘dependencia de la trayectoria’ (path dependency) en el sentido de que, “si los potenciales 
emprendedores son propensos a imitar a los emprendedores actuales, entonces, manteniéndose 
todo lo demás constante, los sitios con bajos niveles de emprendimiento serán más propensos a 
experimentar bajas tasas de emprendimiento en el futuro” (Stevenson & Lundström, 2007, p. 
102), por lo que, para modificar esta dependencia, se requiere de la intervención en política 
pública. La validez de este argumento es respaldado por Frisch y Mueller (2005), citado por 
Stevenson y Lundström (2007, p.102), quienes encuentran en su investigación que esta 
dependencia es una realidad, sobre todo a nivel regional.  
Además de estas externalidades positivas, existen también otras fallas del mercado que 
afectan negativamente a los emprendedores y a las nuevas firmas en general24, puesto que 
afectan su posibilidad para acceder a la información, las habilidades, el financiamiento y la 
asistencia técnica requeridos para mejorar su unidad productiva y elevar sus probabilidades de 
crecimiento y supervivencia. Estas fallas son (Stevenson & Lundström, 2007): a) asimetrías de la 
                                               
23 Audretsch se refiere a los emprendedores como “filtros de conocimiento”, es decir, son aquellos que diferencian el 
conocimiento comercializable (o conocimiento económico) del nuevo conocimiento. De ahí su importancia en los 
procesos de innovación (entendida como la introducción de un nuevo bien o servicio a la economía) (Huggins et al., 
2015). 
24 Es decir, tanto a aquellos que se desempeñan en el sector de alta tecnología como a los denominados “negocios 




información; b) estructuras de mercado no competitivo; c) economías de escala en la provisión 
de bienes y servicios (como, por ejemplo, deficiencias en la oferta de deuda y de capital a las 
nuevas y pequeñas empresas); d) inadecuada asignación de recursos (asistenciales, financieros, 
etc.) a las nuevas empresas y a los emprendedores. 
 No obstante, en los últimos años, a medida que los Gobiernos han sido más conscientes del 
amplio abanico de factores que influencian (y son influenciados por) el emprendimiento, sus 
medidas han tomado menos énfasis en la corrección de las mencionadas fallas de mercado, 
desviando su atención de la empresa y dirigiéndola hacia el individuo. Esto ha llevado a la 
creación de políticas que se enfocan en el mejoramiento del nivel educativo de las personas y en 
la reivindicación de los derechos de la mujer, de los discapacitados y de las personas 
pertenecientes a grupos poblacionales minoritarios, entre otros (Stevenson & Lundström, 2007; 
Acs & Szerb, 2007; Huggins et al., 2015). 
En adición a las razones señaladas, Bennet (2006), citado por Heinonen y Hytti (2016, p. 
151), agrega que uno de los argumentos que existen para justificar la intervención estatal en el 
apoyo al emprendimiento es el papel visionario que puede ejercer el Gobierno en el desarrollo de 
la economía. Sin embargo, Stevenson y Lundström (2007), en una crítica al citado informe de la 
OCDE, advierten que una excesiva regulación o legislación sobre las nuevas firmas también se 
puede convertir en una falla de gobierno, la cual afectaría a los emprendedores tanto como las 
fallas del mercado. 
Evolución de la Política Pública de Emprendimiento en el Mundo 
Después de la Segunda Guerra Mundial, las grandes empresas establecidas (organizadas, por 
lo general, alrededor de oligopolios) fueron el centro de la política de desarrollo económico de 
los países alrededor del mundo, pues se consideraba que éstas eran la fuente del crecimiento 
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económico: al tener un mayor poder de mercado y una mayor demanda por producto, estas 
empresas generarían un mayor número de puestos de trabajo, lo que llevaría a un aumento en los 
ingresos de los trabajadores, incrementando así su consumo y repitiendo el círculo virtuoso una y 
otra vez; dándose de esta forma lo que se conoce en la teoría económica como el “efecto 
derrame” o la “teoría del goteo”25. Esto llevó a que los Gobiernos enfocaran sus esfuerzos al 
favorecimiento de estas empresas (mediante incentivos fiscales, legislaciones especiales en 
materia laboral y regulaciones de corte proteccionista), de manera que fueran más eficientes y 
más productivas mediante una reducción de sus costos o de su competencia (Saiz, 2001; 
Stevenson & Lundström, 2007; Acs & Szerb, 2007). 
Dentro de este modelo, las pequeñas empresas eran consideradas como secundarias dentro de 
la política industrial, tanto así que en los años sesentas los Gobiernos incentivaron las fusiones y 
las adquisiciones de estas empresas por parte de las grandes firmas establecidas, de modo que 
estas últimas fueran más competitivas a nivel internacional a través de las economías de escala. 
Todas estas medidas provocarían una pérdida de productividad de las pequeñas firmas, 
llevándolas a concentrarse en aquellos sectores económicos que eran percibidos como menos 
relevantes para el crecimiento (como el sector servicios26) (Greene, Mole & Storey, 2004).  
Por lo anterior, la tasa de creación de nuevas empresas se vio mermada, ya que los 
emprendedores no encontraron incentivos para ejercer su actividad al interior de las economías. 
                                               
25 En inglés, éste término se denomina “Trickledown effect”. Esta teoría señala que el favorecimiento de los 
quintiles con mayores ingresos de la población (en este caso, de las empresas con mayor poder de mercado) 
conducirá a un mayor nivel de inversión (generando más puestos de trabajo), llevando así a una mejora en los 
niveles de ingreso de los quintiles inferiores. Esto, en últimas, generará una reducción en las desigualdades de 
ingreso, elevando así el bienestar social. Aunque este efecto ha sido usado con frecuencia como argumento para 
apoyar ciertos tipos de medidas económicas que favorecen a los actores con mayores ingresos, no existen estudios 
empíricos que comprueben su existencia (Campo Sáenz, Martín Morillo & Martín Rodríguez, s.f.; Arango Marín, 
2008). 
26 Dentro de este modelo, el sector de las manufacturas era visto como el más importante para generar el 
mencionado “efecto derrame”. El sector servicios comenzaría a ganar relevancia en la economía a medida que las 




De hecho, los Gobiernos consideraban que la estimulación de la actividad emprendedora era, en 
el mejor de los casos, “un subproducto de las políticas industriales” (Stevenson & Lundström, 
2007, p. 95). Esto haría que los países, en opinión de Reynolds et al. (1999) citado por Stevenson 
y Lundström (2007, p. 95), perdieran la oportunidad de generar innovación27 y de renovar sus 
economías, lo que condujo finalmente a una pérdida de competitividad global. 
Pero no sólo esto. Los Gobiernos comenzaron a tomar consciencia de la importancia de las 
pequeñas firmas sobre la dinámica económica hacia comienzos de la década de los setenta, 
cuando su rápida desaparición en ciertas industrias estaba conduciendo a la creación de 
monopolios, indeseables para conseguir el crecimiento económico que se esperaba de la 
actividad empresarial (Greene et al., 2004). 
Todo lo anterior llevaría al estancamiento industrial que se dio en la mayor parte de las 
economías desarrolladas durante finales de los años setenta y en toda la década de los ochenta. 
Este estancamiento se tradujo en una recesión económica que degeneró en un alarmante 
incremento de las tasas de desempleo, lo que provocaría multitudinarias protestas en las cuales 
los ciudadanos exigían de los Gobiernos medidas efectivas que les ayudasen a salir de esta 
precaria situación. La respuesta, aparentemente, sería encontrada por los formuladores de política 
en el informe realizado por David Birch en 1979 titulado ‘The Job Generation Process’, en el 
cual se reveló que las pequeñas firmas habían creado dos terceras partes de los nuevos empleos 
en todos los sectores de la economía norteamericana, durante el período de 1969 a 1976. Este 
informe, que contradecía la creencia popular de que las grandes empresas manufactureras eran 
                                               
27 No queriendo decir esto que las grandes empresas no generaran innovación. La innovación practicada por las 
grandes firmas establecidas consistió en la realización de pequeñas mejoras a los procesos o productos ya existentes 
(innovación incremental), lo que les permitió mantener su posición dominante en el mercado durante décadas. La 
innovación de la que aquí se habla es la radical, la cual es definida por Schumpeter (Baumol, 1990) y es la que, en 




las generadoras de empleo, llevó a que los Gobiernos enfocaran sus energías y esfuerzos al 
mejoramiento de las condiciones de operación de las pequeñas firmas (para prolongar su 
existencia en el mercado) y a alentar a las personas (particularmente a los desempleados) a crear 
sus propios negocios. Estos serían los comienzos de lo que se conoce como la “política pública 
pyme” (SME Policy). (Greene et al., 2004; Stevenson & Lundström, 2007, Acs & Szerb, 2007; 
Hart, 2007; Hughes; 2008; Bager et al., 2015). 
En opinión de Acs y Szerb (2007), la política pyme fue impulsada para promover la 
democracia y no la eficiencia económica; ya que, siguiendo a John Hancock28: “cuántas más 
personas sean dueñas de sus propias empresas, más seguro será nuestro país, porque las personas 
que tienen una participación en su país y en su comunidad son sus mejores ciudadanos”29, por lo 
que esta política: “se centraba menos en el crecimiento de la productividad y más en el 
pluralismo político” (p.111). Es por esto que los objetivos de esta política no eran el 
fortalecimiento del emprendimiento como tal, ni tampoco el apoyo a las actividades de 
innovación; se trataba de apoyar la creación de la mayor cantidad de empresas posible, pues de 
este modo se reduciría el desempleo rápidamente (Greene et al., 2004; Hughes, 2008; Shane, 
2009). 
Esta tendencia cambiaría sustancialmente a mediados de la década de los noventa, cuando la 
mayor parte de las economías europeas entraron en una nueva recesión económica30, que fue 
agravada en algunos países (como el Reino Unido) por las altas tasas de desempleo y 
desaceleración industrial que se generaron como consecuencia de la política pyme que se había 
                                               
28 Uno de los hombres que firmaría la Declaración de Independencia de los Estados Unidos. 
29 The more people who own little businesses of their own, the safer our country well be, for the people who have a 
stake in their country and their community are its best citizens. 
30 Esta recesión también afectaría a los países sudamericanos, como Argentina (Baruj, 2008) y Colombia (Tarapuez, 
et al., 2013), los cuales optarían por implementar las mismas políticas pyme que fueron adoptadas por los países 
desarrollados en la década de los ochenta. No obstante, estas naciones también pasarían por el mismo cambio de 
política que tuvieron los países desarrollados durante la primera década del siglo XXI, llegando a implementar 
medidas que podrían considerarse como parte de la política pública de emprendimiento. 
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impulsado en la década anterior, ya que muchas de las nuevas empresas que se crearon fueron 
liquidadas pocos años más tarde (Greene et al., 2004; Shane, 2009; Huggins et al., 2015). Al 
mismo tiempo, la economía de los Estados Unidos experimentaría un crecimiento sin 
precedentes como consecuencia del éxito del que gozaron varias de sus empresas debido a las 
innovaciones radicales31 que éstas introdujeron en el mercado, las cuales provinieron 
principalmente del sector de las Tecnologías de la Información. Esto produjo cambios 
importantes en la estructura legal32 y económica del país norteamericano, que se vieron 
reflejados en altas tasas de crecimiento de la productividad y en mejores condiciones de vida 
(Acs & Szerb, 2007)33.   
Lo anterior produjo un sinnúmero de investigaciones académicas que demostraban el fuerte 
vínculo que existía entre las nuevas empresas con la innovación, la creación de puestos de 
trabajo y el crecimiento económico, lo que llevó a los formuladores de política a centrar su 
atención en el emprendimiento y en los futuros emprendedores, cambiando de este modo el 
enfoque de la política, que pasó de la empresa al individuo (Stevenson & Lundström, 2007; Acs 
& Szerb, 2007; Hughes, 2008; Grimm, 2011). A partir de este momento, se comenzaría a hablar 
de la política pública de emprendimiento, la cual empezó a consolidarse en los países 
desarrollados (y en algunos países en desarrollo, como Colombia) durante lo corrido del siglo 
XXI.  
Audretsch (2002), citado por Campbell y Mitchell (2012), señala que a medida que los 
formuladores de política se han familiarizado más con la innovación y el emprendimiento (como 
                                               
31 Entre estas innovaciones radicales se cuentan el aire acondicionado, el computador personal, los programas 
informáticos (software) y el internet (Acs & Audretsch, 1989, citados por Acs & Szerb, 2007).  
32 Pues se crearon medidas que buscaron apoyar a estas nuevas empresas de tecnología, como reducciones en los 
impuestos, facilidades para el proceso de patentes, inversiones en I & D en universidades públicas y centros de 
investigación, etc. (Acs & Szerb, 2007; Yu, Stough & Nijkamp, 2009). 
33 Por ésta razón, los académicos de la época hablaron del surgimiento de una “Nueva Economía”, cuyo principal 
motor sería el sector de las Tecnologías de la Información (Varian, 2001). 
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motores del crecimiento económico), la naturaleza de la política pública ha cambiado de dos 
maneras. En primer lugar, la política se ha alejado de la regulación de los mercados, el control de 
los monopolios (leyes antimonopolio) y la propiedad pública para permitir, cada vez más, la 
creación y comercialización del conocimiento. En segundo lugar, la localización de la política se 
está desplazando del nivel nacional (por una parte) y del nivel de empresa (por otra parte) hacia 
los niveles local, estatal y regional. Esto último se debe a que el emprendimiento tiene una 
marcada dimensión sub-nacional, donde el espacio, el lugar y los recursos locales juegan un 
papel determinante en su gestación y desempeño posteriores (Minniti, 2008; Huggins et al., 
2015; Heinonen & Hytti, 2016). 
Debido a la fuerte influencia que ejerce el entorno sobre el emprendimiento, la ejecución de 
esta política también ha requerido la intervención de varias entidades del Gobierno, tanto a nivel 
nacional como a nivel local. Las agencias o ministerios involucrados en los temas concernientes 
a la economía, el comercio, el mercado laboral, la innovación, la educación e incluso la 
inmigración y el medio ambiente, han jugado un papel esencial en la construcción e 
implementación de la política pública de emprendimiento, creando un ambiente propicio para los 
emprendedores y sus nuevas empresas (Grimm, 2011; Huggins et al., 2015; Heinonen & Hytti, 
2016). 
Además de los cambios mencionados por Audretsch, también se ha presentado en los últimos 
años un tercer cambio en la política que tiene que ver con su orientación, pues se ha pasado de 
apoyar a la mayor cantidad de empresas (nuevas y pequeñas) que sea posible, a apoyar 
únicamente a las empresas con perspectiva de crecimiento34 pues se ha reconocido que son estas 
últimas las que generan la innovación, el empleo y el crecimiento que se necesitan para alcanzar 
el desarrollo económico (Greene et al., 2004; Bager et al., 2015).   
                                               
34 Denominadas también como “empresas gacelas” (Shane, 2009; Perdomo, Rosas & Murillo, 2014). 
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Para Audretsch y Thurik (2001b), citados por Stevenson y Lundström (2007, p.96), el interés 
de los Gobiernos por la política pública de emprendimiento es el resultado del cambio de una 
‘economía dirigida’ (‘managed economy’) a una ‘economía emprendedora’ (‘entrepreneurial 
economy’), que se caracteriza por la transición de una economía industrial a una economía 
basada en el conocimiento; de una industria dirigida por el sector manufacturero a una industria 
basada en el sector servicios; de las grandes firmas a las pequeñas firmas (dándose una reducción 
en el tamaño de la firma35 y de la planta); y de las pequeñas firmas a las nuevas firmas (Acs & 
Szerb, 2007).  
Diferencias Entre la Política Pyme y la Política Pública de Emprendimiento 
Aunque la política pública de emprendimiento en el mundo lleva consolidándose por algo más 
de una década, en algunos países (en su mayoría los que se encuentran en vía de desarrollo36) no 
es aún clara la distinción que existe entre esta política y la política pyme. Esto sucede porque la 
relación entre ambas políticas es muy estrecha y en ocasiones es difícil distinguir la línea que 
separa una política de la otra (Minniti, 2008). 
 Un buen ejemplo de lo anterior se encuentra en el Reino Unido, donde la política pyme y la 
política pública de emprendimiento son agrupadas bajo el término ‘política empresarial’ 
(Enterprise Policy), lo que no permite hacer una diferenciación de las mismas desde el principio 
(Arshed, et al., 2014). Hughes (2008) en su análisis del desempeño de la política empresarial 
británica antes de la crisis económica del 2008, presenta la visión que tiene el Gobierno británico 
en relación a los lazos que unen a la empresa con la innovación y la productividad. Dentro de 
                                               
35 El tamaño de la firma hace alusión al número de empleados con que ésta cuenta. El tamaño de la planta se refiere 
al tamaño de la infraestructura física donde se desarrolla la actividad comercial de la empresa. 
36 Como sucede en Ruanda, Kenia y Tanzania, países analizados por Sheriff y Muffatto (2014), los cuales, pese a 
que sus Gobiernos han implementado medidas propias de una política pública de emprendimiento, no se establece 
en sus documentos públicos la diferenciación entre esta política y la política pyme, concibiendo así ambas políticas 
como una sola. 
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esta visión, la creación de empresa se facilita a través de una mezcla de factores, a saber: “la 
cultura del emprendimiento, la base de conocimiento y habilidades [(que posea el 
emprendedor)], la oportunidad de innovar, el acceso a la financiación y el marco regulatorio” 
(Hughes, 2008, p. 135). Las empresas que resultan de esta combinación se convierten, junto con 
las habilidades, la inversión, la competencia y la actividad innovadora en general, en los 
conductores que llevan a un incremento de la productividad de la economía, lo que genera un 
número de beneficios mayores a la sociedad. Esta visión, en opinión del autor, “es útil, ya que 
indica la gama de áreas en las que la política de apoyo a las empresas y la política de innovación 
podrían operar en relación con el sector de las pequeñas y medianas empresas”37 (Hughes, 2008, 
p. 135). El gráfico que presenta esta visión de una manera clara es presentado en el Anexo B. 
Como se verá a continuación, la política empresarial británica es entonces una política 
mixta38, pues combina elementos de la política pyme (busca aumentar la productividad, es 
dirigida a las pequeñas y medianas empresas, procura facilitar el acceso a la financiación y la 
creación de un marco regulatorio favorable para las mismas, etc.) con elementos propios de la 
política pública de emprendimiento (el fomento a la cultura del emprendimiento, un ambiente 
favorable que brinde oportunidades para la innovación, la formación de habilidades y 
competencias en los individuos, etc.).  
En este orden de ideas, varios autores proponen la importancia de establecer una clara 
diferenciación entre ambas políticas a través de una enumeración de sus características más 
representativas; no sólo para facilitar su diseño, sino también su análisis. 
Huggins et al. (2015), siguiendo a Stevenson y Lundström (2005), construyen una tabla 
(Anexo C) que muestra las disparidades que existen de la política pyme con la política pública de 
                                               
37 Énfasis agregado por la autora. 
38 Para usar el término de Thurik (2009) en referencia a las economías mixtas de los países en desarrollo (como se 
verá más adelante). 
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emprendimiento (en sus metas, sus objetivos, su enfoque, sus resultados, etc.). De esta 
comparación, los autores destacan tres diferencias significativas: la primera consiste en el 
cambio de enfoque, pasando de las empresas a los individuos; la segunda tiene que ver con el 
énfasis que se da en el apoyo antes de la puesta en marcha de la empresa contra el apoyo que se 
brinda luego de que la empresa está en funcionamiento (es decir, desarrollo emprendedor contra 
desarrollo empresarial) y, la tercera se relaciona con la inclusión de una amplia gama de 
entidades (públicas y privadas) que con sus actividades afectan (positiva o negativamente) el 
desempeño del emprendimiento. 
Respecto a la primera diferencia, Stevenson y Lundström (2007) explican que el objetivo 
principal de la política pyme consiste en mejorar las condiciones de juego de las pequeñas 
empresas a través de medidas que les ayuden a superar sus desventajas en el mercado, las cuales 
resultan de su tamaño y escasez de recursos; de esta forma se consigue elevar la competitividad 
de estas firmas. De ahí que la población objeto de la política sean las empresas establecidas. En 
cambio, el objetivo específico de la política pública de emprendimiento consiste en incrementar 
los niveles de actividad emprendedora entre la población y promover un ambiente favorable para 
el surgimiento de nuevas firmas. Dado que son las “personas” las que crean empresas y se 
convierten en (o son) emprendedores, el enfoque de la política debe alejarse de la firma y pasar 
al individuo. Esta, en opinión de los autores, es la diferencia más importante entre ambas 
políticas. 
En relación a la segunda diferencia, Stevenson y Lundström (2007) resaltan el espacio 
temporal en el que tiene lugar la política pública de emprendimiento, pues la actividad 
emprendedora comienza mucho antes de la creación de una empresa. Para ilustrar este punto, 
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resulta conveniente emplear las categorías que ha acuñado la encuesta Global Entrepreneurship 
Monitor (GEM)39 para describir el proceso emprendedor. 
Esta encuesta, que busca analizar la tendencia de la población adulta (de 18 a 64 años) a 
participar en actividades de emprendimiento e identificar los factores que estimulan o dificultan 
la realización de dicha actividad dentro de un país, emplea seis categorías que sirven para 
distinguir las diferentes etapas del proceso emprendedor (Tabla 4). Para esta investigación, un 
emprendedor se convierte en empresario cuando su unidad productiva sobrepasa los 42 meses de 
existencia en el mercado, es decir, cuando pasa de ser un ‘nuevo emprendedor’ a ser un 
‘emprendedor establecido’. En esta última etapa, el emprendedor busca la sostenibilidad y 
crecimiento de su empresa; áreas que competen a la política pública pyme. 
Es por ello que la política de emprendimiento se ocupa no sólo de la creación de consciencia 
sobre la importancia del emprendimiento dentro de la población (fase de sensibilización), sino 
que además brinda herramientas de apoyo durante las fases de gestación y puesta en marcha de la 
unidad productiva. La política pública pyme, en cambio, asume que las empresas que necesitan 
asistencia ya existen y están establecidas en el mercado, de manera que han formado la 
capacidad suficiente para absorber los beneficios de cualquier tipo de ayuda que se les vaya a 
brindar. La Figura 2 muestra el alcance que tienen ambas políticas dentro de las etapas del  
  
                                               
39 El proyecto GEM surgió en el año 1999 como una iniciativa de la Babson College y la London Business School, 
con el fin de comprender la relación que existe entre el emprendimiento y el desarrollo económico de una nación. La 
importancia de la encuesta GEM, para la medición de la actividad emprendedora de un país, radica en su 
metodología centrada en el individuo, lo que la separa de otras encuestas empleadas frecuentemente en la materia 
(como la Doing Business del Banco Mundial o el Reporte Mundial de Competitividad del Foro Económico Mundial) 
(Escandón-Barbosa et al., 2015, p. 7). Esta encuesta se realiza en Colombia desde el año 2006, mediante el esfuerzo 
conjunto de varias universidades del país, de las cuales se destacan la universidad Icesi, la Universidad del Norte y 
la Universidad Javeriana. Desde entonces, sus resultados han sido de gran ayuda para la formulación, evaluación y 
seguimiento de la política pública de emprendimiento colombiana. 
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hacia la creación 
de empresa 
Porcentaje de la población adulta entre 18 y 64 años que afirma: 
que crear una empresa es una elección deseable de carrera 
profesional, que los emprendedores exitosos gozan de un alto nivel 
de estatus y respeto, y que los medios de comunicación difunden a 
menudo noticias sobre los nuevos emprendedores exitosos. 
Emprendedor 
potencial 
Porcentaje de la población adulta entre 18 y 64 años que afirma: 
que en los próximos 6 meses habrá buenas oportunidades para 
crear empresa en el área donde viven, que tienen los 
conocimientos, habilidades y experiencia necesarios para crear 
empresa, y que el temor al fracaso no los detendría al momento de 
crear una empresa. 
Emprendedor 
intencional 
Porcentaje de la población adulta entre 18 y 64 años que tiene la 
intención de iniciar una nueva actividad emprendedora, solo o con 
otras personas, en los próximos tres años. 
Fase naciente Emprendedor naciente 
Porcentaje de la población adulta entre 18 y 64 años que ha 
realizado alguna actividad específica en la creación de una nueva 
empresa, pero sólo ha pagado salarios o cualquier tipo de 
remuneración (en dinero o en especie) a empleados y/o 
propietarios por menos de tres meses. 




Porcentaje de la población adulta entre 18 y 64 años que ha estado 
al frente de su iniciativa empresarial y ha pagado salarios o 
cualquier tipo de remuneración (en dinero o en especie) a 
empleados y/o propietarios por más de tres meses, pero por menos 





Porcentaje de la población adulta entre 18 y 64 años que ha estado 
al frente de su iniciativa empresarial y ha pagado salarios o 
cualquier tipo de remuneración (en dinero o en especie) a 
empleados y/o propietarios por más de 42 meses (3,5 años). 





Figura 2. Alcance de la política pública pyme y la política pública de emprendimiento dentro del 
ciclo emprendedor y empresarial. 
 
Fuente: Adaptado de Stevenson y Lundström (2007, p. 106).  
 
proceso emprendedor y empresarial. Sobre esto, los autores señalan que: “el rol y el tipo 
apropiado de intervención en política pública dependerá de cuáles fallas de mercado, culturales o 
sistémicas el Gobierno pretende atacar y en qué fase del proceso emprendedor o empresarial 
éstas se encuentren” (Stevenson y Lundström, 2007, p. 105). 
Este carácter sistémico de la política pública de emprendimiento es la razón por la que es 
necesaria la participación de un amplio conjunto de instituciones para su implementación, pues 
son estas instituciones las que moldean ese entorno que influye directamente sobre el 
comportamiento de los emprendedores. Para Huggins et al. (2015), la inclusión de todos estos 
actores es un elemento crucial en la formulación de políticas públicas modernas, puesto que “los 
intentos por fomentar una cultura del emprendimiento pretenden abarcar a la comunidad 
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educativa, a los medios de comunicación y a la población en general, además de las instituciones 
financieras, de regulación y de apoyo a las empresas” (p. 477). En esta dirección, Grimm (2011) 
agrega que la promoción del emprendimiento “tiene como resultado la descentralización y 
localización de los procesos de toma de decisiones en la formulación de la política pública” (p. 
1533).  
Examen Académico de la Política Pública de Emprendimiento: Marco Ecléctico Contra 
Stevenson y Lundström (2007) 
A medida que el emprendimiento ha generado un impacto mayor en la transformación de las 
economías y las sociedades en el mundo, los Gobiernos se han interesado por conocer más 
acerca de este fenómeno, de manera que puedan formular políticas públicas que conduzcan a 
impulsar una mayor actividad emprendedora en sus naciones. Este creciente interés ha llevado a 
que varios académicos (de diferentes ramas del conocimiento) enfoquen sus esfuerzos a indagar 
sobre la política pública de emprendimiento. 
Audretsch y Thurik (2001), citados en Stevenson y Lundström (2005, p. 8), explican que la 
necesidad de formular políticas públicas que tengan como objetivo incentivar el emprendimiento 
surge como respuesta a la reestructuración industrial por la que pasaron la mayor parte de 
economías desarrolladas (y algunas en desarrollo40) durante las décadas de los años ochenta y 
noventa, lo que llevó a una serie de cambios en los ámbitos político y social de estos países – la 
transición de una ‘economía dirigida’ a una ‘economía emprendedora’. Estos dos modelos 
económicos son explicados por Audretsch y Thurik (2001) del siguiente modo: 
                                               
40 Como se mencionó en una sección anterior, la recesión económica mundial que se dio en la década de los noventa 
llevó a países como Argentina (Baruj, 2004) y Colombia (Tarapuez et al., 2013) a transformar rápidamente la 
composición de su industria (de grandes empresas a pymes, y de éstas a las micro y nuevas empresas) en sus 
economías. Esta reestructuración industrial, sin embargo, no se ha dado completamente en la mayoría de economías 
en desarrollo, como encontrarían Thurik (2009) y Sheriff y Muffatto (2014) en sus respectivos trabajos. 
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El modelo de la economía dirigida es la respuesta política, económica y social a una 
economía guiada por las fuerzas de la producción a gran escala, reflejando la 
predominancia del capital y de la (mayormente no calificada) mano de obra como 
factores de producción que sirven, a su vez, como fuentes de la ventaja competitiva. Por 
el contrario, la economía emprendedora es la respuesta política, económica y social a una 
economía cada vez más dirigida por el conocimiento como factor de producción, pero 
también por un factor diferente, y a la vez complementario, que ha sido pasado por alto: 
el capital de emprendimiento, o la capacidad para comenzar y generar una actividad 
emprendedora. (Thurik, 2009, p. 1. Énfasis propio de la cita). 
Con estos modelos en mente, se han desarrollado una serie de marcos teóricos y conceptuales 
que buscan explicar y enumerar los diversos factores que determinan el surgimiento y desarrollo 
de la actividad emprendedora; y con base en estos marcos se han generado diversas propuestas 
sobre lo que debería ser41 la política pública de emprendimiento. Uno de estos marcos es el 
elaborado por Verheul, Wennekers, Audretsch y Thurik (2001), y desarrollado posteriormente en 
Audretsch, Grilo y Thurik (2007), denominado ‘Marco Ecléctico’. Este Marco integra aspectos 
tales como la cultura, la elección profesional, los recursos disponibles y el alcance de las 
oportunidades que existen para los emprendedores en una economía; para ello, hace la 
separación entre el lado de la oferta y el lado de la demanda del emprendimiento, resaltando una 
serie de políticas públicas que pueden ser utilizadas por los Gobiernos para intervenir el lado que 
deseen, con el fin de fomentar la actividad emprendedora.  
Según el ‘Marco Ecléctico’, el lado de la demanda crea oportunidades para los emprendedores 
a través de la demanda del mercado por bienes y servicios; y es influenciada, a su vez, por 
factores tales como el desarrollo tecnológico, la diferenciación de la demanda del consumidor, la 
                                               
41 “Se han producido muchas prescripciones de política pública que enumeran lo que debería hacerse  para producir 
mayores niveles de actividad emprendedora, pero existe un conocimiento muy limitado acerca de cómo la política 
pública de emprendimiento es construida – cómo luce realmente, cuáles políticas públicas caracterizan su 
composición y cómo los formuladores de política deciden sobre la manera en la que mezclan estas políticas 
públicas.” (Stevenson & Lundström, 2005, p. 7. Énfasis propio de la cita). 
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estructura industrial y el grado de desarrollo de la economía. La oferta, por su parte, es 
influenciada por factores tales como la composición demográfica y la densidad de la población, 
los recursos y las habilidades que poseen los individuos, y las actitudes que estos tienen respecto 
a la actividad emprendedora. Verheul et al. (2001) sugieren cinco tipos de política pública que, 
en su opinión, sirven para ajustar la oferta o la demanda, de manera que se logren elevar (o 
reducir, según sea el caso42) los niveles de actividad emprendedora. Estos tipos son: 1. 
Intervenciones que generan impacto sobre el lado de la demanda del emprendimiento (es decir, 
medidas que buscan afectar el tipo, número y acceso de las oportunidades para los 
emprendedores); 2. Intervenciones que generan impacto sobre la oferta de emprendedores 
potenciales (política de inmigración, política de desarrollo regional); 3. Intervenciones que 
afectan la disponibilidad de los recursos y el conocimiento para los emprendedores potenciales 
(asesoría y acompañamiento, apoyo financiero directo, capital de riesgo y educación en el 
emprendimiento); 4. Intervenciones que moldean los valores emprendedores en la sociedad (a 
través de la educación y los medios de comunicación); y 5. Intervenciones que modifican la 
estructura de pagos43 del emprendimiento a través de medidas que afectan el proceso de toma de 
decisión de los individuos y de sus elecciones profesionales (por ejemplo la regulación tributaria, 
                                               
42 Stevenson y Lundström (2007, p. 100) citan el trabajo de Carree et al. (2002), quienes introdujeron el concepto de 
la ‘tasa de equilibrio de la actividad emprendedora’. Estos autores encontraron en su investigación una relación en 
forma de U entre la tasa de propietarios de empresas y el nivel de desarrollo económico de una nación (medido a 
través del PIB per cápita): los países con un PIB per cápita bajo mostraban un alto número de propietarios, dándose 
la relación contraria en los países con un PIB per cápita alto. Pasado el punto de los USD $18.000 per cápita, la 
relación se invertía, mostrando incrementos en el PIB per cápita que podían ser relacionados con una alta tasa de 
propietarios. Estos autores concluyen que existe una tasa de equilibrio de la actividad emprendedora y que, para 
ambos casos, existe una penalización: bajas o altas tasas de actividad emprendedora conducirán a bajas tasas de 
crecimiento económico. Por eso, los autores llaman a los Gobiernos a que intervengan en la economía con diferentes 
políticas públicas, de manera que se ‘ajuste’ el nivel de actividad emprendedora y se llegue al equilibrio. No 
obstante, Carree et al. (2002) señalan que las medidas que tomen los Gobiernos dependerán en gran medida del 
grado de desarrollo económico del que goce el país en cuestión. 
43 Es decir, los riesgos asociados a la actividad emprendedora, y las recompensas que la economía y la sociedad le 
brindan al individuo que decide comenzar dicha actividad. Para un análisis más profundo sobre la manera como la 
estructura de pagos de una economía puede llegar a afectar los niveles de actividad emprendedora en una sociedad, 
ver Baumol (1990).  
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la seguridad social, la legislación en el mercado laboral, ley de quiebras, etc.) (Stevenson & 
Lundström, 2005; Stevenson & Lundström, 2007). 
Stevenson y Lundström (2005, p. 12), pese a que reconocen la robustez presentada por el 
‘Marco Ecléctico’, encuentran un vacío en su aplicación práctica para estudiar la política pública 
de emprendimiento: en su construcción, nunca se tuvo en cuenta “lo que los Gobiernos estaban 
haciendo realmente para estimular el emprendimiento o la medida en que lo estaban haciendo”, y 
agregan que aunque Audretsch et al. (2002) sí aplicó este Marco para describir las iniciativas que 
se estaban tomando en materia de política pública de emprendimiento en cinco países, el lector 
“tiene que discernir por su cuenta cómo se desarrolló este Marco en los diferentes contextos 
nacionales”44.  
Una dificultad adicional se presenta cuando se intenta aplicar este Marco a las economías en 
desarrollo (como es el caso de la economía colombiana). Thurik (2009, p. 2), en su disertación 
teórica, estima que los modelos de la ‘economía dirigida’ y la ‘economía emprendedora’ pueden 
ser aplicados para entender los efectos de la reestructuración industrial tanto en economías 
desarrolladas como en desarrollo, sin embargo, reconoce que estos modelos “han sido creados 
para entender mejor el papel del emprendimiento, sus determinantes, sus consecuencias y sus 
requerimientos en política pública en el marco de los países desarrollados”; además, en las 
conclusiones de su investigación, el autor se refiere a estos últimos como ‘economías 
emprendedoras desarrolladas’, en tanto que denomina a las economías en desarrollo como 
                                               
44 Otro ejemplo de la aplicación práctica del Marco Ecléctico puede verse en el trabajo de Mirzanti, Simatupang y 
Larso (2015), quienes lo usan para explorar las medidas que el Gobierno indonesio ha tomado para impulsar el 
emprendimiento en dicho país. Y aunque representa una aplicación de este Marco en un país en vía de desarrollo, la 
autora notó la misma dificultad que aquí exponen Stevenson y Lundström (2005) en las conclusiones de esta 
investigación: no queda claro cómo el contexto pudo afectar la elección de las medidas que impulsan el 
emprendimiento y si estas medidas efectivamente pueden ser catalogadas como parte de una política de 
emprendimiento o si son medidas que corresponderían a una política industrial o una política dirigida a las pymes. 




‘economías mixtas’, pues poseen elementos que corresponden a los dos modelos (grandes 
industrias con importantes procesos de innovación internos o políticas dirigidas a las pyme que 
incentivan la formación de clústeres y de sistemas de innovación, entre otros). Esto último es 
particularmente grave si se tiene en cuenta la aseveración realizada por Acs y Szerb (2007, p. 
112), quienes señalan que en estos modelos, la política pública de emprendimiento como tal, no 
existe, sino lo que existe es “una política pública en una economía emprendedora”45. En este 
orden de ideas, bajo el ‘Marco Ecléctico’, no sería posible hablar de la existencia de una política 
pública de emprendimiento en Colombia, sino que, en palabras de Thurik (2009), se tendría que 
hablar de una política pública mixta que debe buscar la transición de la economía colombiana, 
pasando de ser ‘dirigida’ a ser ‘emprendedora’. Lo anterior no resulta ser útil para los propósitos 
de este trabajo. 
Es por ello que para la realización de esta investigación se decidió tomar, como marco de 
análisis, la caracterización de la política pública de emprendimiento presentada por Stevenson y 
Lundström (2005), la cual es resumida y actualizada en Stevenson y Lundström (2007). Esta 
caracterización es producto de la exploración que estos autores hacen de las medidas diseñadas, 
formuladas e implementadas por los Gobiernos del nivel nacional, que buscaron estimular la 
actividad emprendedora en trece países46, todos con economías desarrolladas47. Aunque estos 
rasgos le hacen similar en su construcción al ‘Marco Ecléctico’, Stevenson y Lundström (2005), 
a diferencia de Thurik (2009) y Acs y Szerb (2007), no rechazan la existencia de una política 
                                               
45 De ahí que en el Marco Ecléctico no se proponga una definición de la política pública de emprendimiento que 
permita saber qué es, de qué se compone y en qué se diferencia de otro tipo de políticas (como la industrial o la 
dirigida a las pyme). 
46 Australia, Canadá, Dinamarca, España, Estados Unidos, Finlandia, Irlanda, Islandia, Noruega, Países Bajos, Reino 
Unido, Suecia y Taiwán. 
47 Los autores explican que la elección de estos países se hizo siguiendo unos criterios de homogeneidad en la 
muestra. En otras palabras, Stevenson y Lundström (2005) intentaron seleccionar países que fueran representativos 
de diferentes partes del mundo (Norteamérica, Europa y Asia) y que compartiesen algunas características en común, 
entre ellas, el grado de desarrollo de sus economías; no queriendo decir con esto que este tipo de análisis no se 
pueda efectuar en países con economías en desarrollo. 
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pública de emprendimiento en países con economías en desarrollo. Prueba de ello es la revisión y 
consideración que estos autores hacen del trabajo de Kantis (2002)48, como uno de los pocos 
estudios que ayudan a comprender mejor lo que los Gobiernos del mundo hacen respecto al 
emprendimiento. Así mismo, las preguntas que dieron paso a la definición49, el marco de 
medidas y las tipologías de la política pública de emprendimiento que construyen estos autores a 
lo largo de su obra50, resultan ser muy útiles para efectos de la presente investigación, a saber: 
“¿es la política pública de emprendimiento una política pública en sí?; ¿cómo luce?; ¿en qué 
consiste?; ¿cuáles son los indicadores apropiados para medir el desempeño de la implementación 
de la política pública?; y ¿cómo la configuración de la política pública de emprendimiento refleja 
las circunstancias económicas, políticas, sociales y culturales idiosincráticas de un país o una 
región?” (Stevenson & Lundström, 2005, p.p. 7 - 8).  
Todo lo anterior, sumado a una exitosa aplicación práctica de los resultados de Stevenson y 
Lundström (2007) para la comprensión de la política pública de emprendimiento en tres naciones 
africanas (Kenia, Ruanda y Tanzania) (Sheriff y Muffatto, 2014), hacen de este estudio el más 
adecuado para complementar el análisis por el referencial que esta investigación realiza de la 
política pública de emprendimiento en Colombia, facilitando el seguimiento de los cambios que 
                                               
48 Quien hace un análisis de los comportamientos, las actividades y las barreras que enfrentan los emprendedores 
nacientes en cuatro países de Asia Oriental (Corea del Sur, Japón, Singapur y Taiwán) y en cinco países de América 
Latina (Argentina, Brasil, Costa Rica, México y Perú); formulando recomendaciones de política pública en base a 
los resultados (Stevenson & Lundström, 2005). 
49 La definición de Stevenson y Lundström (2007) es, hasta la fecha, la más completa y clara que existe sobre la 
política pública de emprendimiento. Existen algunas definiciones previas, como las de Hart (2003), citado por 
Stevenson y Lundström (2007); y Audretsch (2002), citado por Campbell y Mitchell (2012). No obstante, estos 
esfuerzos son imprecisos por cuanto no delimitan claramente el rango de acción de la política pública de 
emprendimiento. Por supuesto, la definición propuesta por Stevenson y Lundström no está exenta de críticas por 
parte de otros académicos, como Heinonen y Hytti (2016), quienes la consideran incompleta dado que no incluye los 
procesos de búsqueda e identificación de oportunidades, cuestiones que también debería tratar la política pública en 
su opinión. Sin embargo, pese a esta crítica, Heinonen y Hytti no proponen una definición nueva. 
50 Titulada ‘Entrepreneurship Policy: Theory and Practice’, la cual cuenta con 525 citaciones en Google 
Académico, siendo más citada que otras obras que son empleadas con frecuencia en el examen académico de la 
política pública de emprendimiento (Minniti, 2008), como ‘Handbook of Research on Entrepreneurship Policy’  
(181 citaciones) y ‘The Emergence of Entrepreneurship Policy’ (58 citaciones). 
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presentó esta política pública en el período 2006 – 2016. Las herramientas analíticas construidas 
por Stevenson y Lundström (2007) (definición, marco de medidas y tipologías de la política de 
emprendimiento) son explicadas con detalle a continuación. 
Política Pública de Emprendimiento: Definición 
Varios investigadores (Stevenson & Lundström, 2007; Sheriff & Muffatto, 2014; Mirzanti, 
Simatupang & Larso, 2015; Bager et al., 2015) han señalado el gran desacuerdo que existe con 
relación a cómo se define la política pública de emprendimiento, pues nadie sabe a ciencia cierta 
qué es o qué es lo que debería contener.  
Stevenson y Lundström (2007) señalan que mucho de lo que se ha escrito sobre lo que debería 
ser esta política proviene, ya sea de marcos teóricos o conceptuales sobre los determinantes del 
emprendimiento (como el creado por Verheul et al. (2001)) o de estudios empíricos que analizan 
las necesidades y los retos a los que se enfrentan los emprendedores cuando intentan crear una 
nueva empresa (como la encuesta GEM o investigaciones como la de Hughes (2008)). Por tanto, 
se deja a discreción de los formuladores de política el tomar de estas investigaciones los factores 
que consideren relevantes y con ellos, formular una política pública que satisfaga dichas 
necesidades o resuelva los retos enunciados.  
Esto último también suele ser un problema, pues como lo señalan Sheriff y Muffatto (2014), 
los factores que contribuyen a fomentar el emprendimiento en una nación no han sido 
completamente identificados por la academia y por los formuladores; por tanto, citando a 
Michael y Pearce (2009):  
La base teórica para orientar la política pública de emprendimiento está aún en desarrollo 
y parece haber una carencia de marcos conceptuales que justifiquen por qué y cómo los 
Gobiernos deben apoyar el emprendimiento, ya que las metas de la política a veces son 
inconsistentes y confusas, lo que ha llevado a que los esfuerzos de los Gobiernos sean 
vistos como ineficaces (Sheriff & Muffatto, 2014, p. 1450016-6). 
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Y agregan que la naturaleza sistémica del emprendimiento hace que la formulación de la 
política pública sea todo un reto, pues citando a Yusuf (2010), ésta abarca: “una vasta área de 
intervención que va desde los sectores políticos y económicos hasta los sectores sociales51” 
(Sheriff & Muffato, 2014, p. 1450016-6).  
Con el fin de minimizar ésta gran incertidumbre sobre lo que es o debería ser  la política 
pública de emprendimiento, Stevenson y Lundström (2007) proponen la siguiente definición: 
[Es la] política pública dirigida a las fases de gestación (pre-start), puesta en marcha 
(start-up), y desarrollo inicial (post start-up) del proceso emprendedor, diseñada y 
ejecutada para abordar las áreas de motivación, oportunidades y competencias, con el 
objetivo principal de alentar a un mayor número de personas de la población a considerar 
el emprendimiento como una opción [de carrera profesional], moverse dentro de la etapa 
naciente de la toma de medidas [necesarias] para iniciar un negocio y proceder a la 
entrada [al mercado] y etapas tempranas de [formación de] una empresa”52 (Stevenson & 
Lundstöm, 2007, p. 103). 
Para la construcción de esta definición, los autores emplean tres categorías, las cuales se 
constituyen en los fundamentos para el desarrollo de la política pública de emprendimiento en sí: 
motivación, oportunidades y competencias. La motivación hace referencia a aquellas razones que 
llevan a un individuo a convertirse en emprendedor. Shapero y Sokol (1982), citados por 
Stevenson y Lundström (2007, p. 104), concluyen que las circunstancias familiares, sociales, 
económicas y culturales ejercen una fuerte influencia sobre la decisión del individuo de 
convertirse en un emprendedor. 
La oportunidad se constituye como una de esas poderosas razones que tiene un emprendedor 
para que decida crear su propia empresa. Definida por la Real Academia Española (2014) como 
                                               
51 Incluyendo áreas como la regulación mercantil, el comercio, el mercado de trabajo, el desarrollo regional, las 
políticas sociales e incluso políticas de género (Stevenson & Lundström, 2005). 
52 Policy aimed at the pre-start, the start-up and early post-start-up phases of the entrepreneurial process, designed 
and delivered to address the areas of motivation, opportunity and skills, with the primary objective of encouraging 
more people in the population to consider entrepreneurship as an option, move into the nascent stage of taking 
actions to start a business and proceed into the entry and early stages of the business.  
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“momento o circunstancia oportunos o convenientes para algo”, el emprendedor está llamado a 
aprovechar estas circunstancias oportunas que encuentra en el mercado (creación de un nuevo 
bien o servicio, atender una demanda que ha sido descuidada por otras empresas, etc.), y una 
forma de hacerlo es mediante la creación de una unidad productiva. Sin embargo, ésta no 
siempre es la única motivación que existe para crear empresa: también se encuentran el 
autoempleo (el individuo se ve forzado a hacerlo por la necesidad económica que padece) o la 
necesidad intrínseca de trabajar por su cuenta (individuos con altos niveles de independencia). 
Stevenson y Lundström (2007) agregan que la facilidad con la que un emprendedor sea capaz de 
conseguir esto: “es fuertemente influenciada por el grado de acceso que éstos tengan a apoyo y 
recursos” (p. 104).  
Las competencias, entonces, se refieren a esas cualidades que tiene el emprendedor para 
conseguir que su negocio crezca y se mantenga en el mercado, como por ejemplo: habilidades 
técnicas y administrativas, experiencia en la realización de algún oficio o producto, 
conocimientos sobre el mercado, etc. 
La combinación de estas tres categorías determina el nivel de actividad emprendedora. 
Stevenson y Lundström (2005) presentan las variables que sirven para medir el nivel de 
motivación, oportunidades y competencias que existen en una economía y en una sociedad. Estas 
variables se muestran a detalle en la figura del Anexo D y dan cuenta de todos los aspectos que 
debería tocar una política pública de emprendimiento: 
 Motivación: Experiencia laboral, modelos a seguir e insatisfacción. 
 Oportunidad: Ganancias económicas, barreras de entrada, concentración y 
crecimiento. 
 Competencias: Experiencia laboral, educación y competencia. 
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Marco de Medidas de la Política Pública de Emprendimiento 
En la investigación realizada por Stevenson y Lundström (2005) sobre la naturaleza de las 
políticas públicas de emprendimiento en trece países, encontraron que los Gobiernos que están 
comprometidos con la formulación de este tipo de política pública expresan su objetivo general 
en una de las siguientes maneras (Stevenson & Lundström, 2007, p. 107): a) impulsar una 
cultura y un clima emprendedor más fuerte que lleve a una sociedad emprendedora; b) 
incrementar el nivel de actividad emprendedora en el país (o región); c) producir un incremento 
en el número de nuevos negocios, el número de firmas o el número de emprendedores. 
Así mismo, intentan abordar cuatro grandes desafíos de política: 1) influenciar una cultura del 
emprendimiento; 2) alentar a emprendedores nacientes (introduciendo a la gente al concepto de 
emprendimiento, inculcando el know-how y removiendo desincentivos para tomar el 
emprendimiento como carrera profesional); 3) convirtiendo a los emprendedores nacientes en 
emprendedores de facto (ayudándoles con acceso a las oportunidades y a los recursos necesarios 
para comenzar sus negocios); 4) apoyando los primeros tres o cuatro años de vulnerabilidad de la 
puesta en marcha (start-up) para asegurar una tasa de supervivencia positiva y un crecimiento 
estable. 
Para lograr esto, los Gobiernos emplean una serie de medidas, que Stevenson y Lundström 
(2007) reunieron en un marco, el cual está formado por seis componentes. Estos componentes 
tienen una relación directa con las tres categorías que determinan el nivel de actividad 
emprendedora (mencionados en la sección anterior). La Figura 3 muestra el marco de medidas de 
la política pública de emprendimiento y sus componentes. Las medidas de política que se 
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encuentran al interior de cada uno de los componentes del marco, y los objetivos que éstas 
pretenden alcanzar de forma particular, pueden consultarse en el Anexo E53. 
Tipologías de la Política Pública de Emprendimiento 
Dependiendo de la naturaleza de los problemas económicos y sociales que los Gobiernos 
deseen solucionar con sus políticas públicas de emprendimiento, los formuladores de política 
emplearán unas medidas más que otras. Dicho de otro modo, harán más énfasis en ciertos 
componentes del marco más que en los otros. Éste énfasis determinará el tipo de política pública 
de emprendimiento que el Gobierno esté poniendo en marcha. 
Stevenson y Lundström (2007) distinguen cuatro tipos de política de emprendimiento, con 
base en su enfoque54: a) un “complemento” o extensión de la política empresarial (SME Policy); 
b) un enfoque a ciertos grupos objetivo o “nichos” de población55; c) un enfoque de apoyo a la 
creación de nuevas empresas; d) un enfoque “holístico” de la política pública de 
emprendimiento. 
La Figura 4, muestra la relación que existe entre estas cuatro tipologías y la Tabla 5, resume 
las características más relevantes de cada una de ellas. Las particularidades que encontraron 
Stevenson y Lundström que distinguen a las naciones que deciden formular e implementar un 
determinado tipo de política pública de emprendimiento pueden encontrarse en el Anexo F. 
                                               
53 Verheul et al. (2001), Audretsch (2002) (citado por Campbell & Mitchell, 2012) y Minniti (2008) mencionan 
diferentes tipos de medidas de política pública que los Gobiernos deberían implementar para fomentar el 
emprendimiento y mejorar la actividad emprendedora en sus economías. Sin embargo, el Marco presentado por 
Stevenson y Lundström no sólo contiene las medidas propuestas por estos autores, sino que incluye además otro tipo 
de medidas que los mencionados investigadores (a excepción de Verheul et. al.) no tienen en cuenta, como aquellas 
dirigidas al fomento de la educación y la promoción del emprendimiento, esenciales para la construcción de una 
cultura del emprendimiento.  
54 Estas tipologías también han sido empleadas en los estudios de Sheriff y Muffatto (2014) y Mirzanti et al. (2015).  
55 Aunque es considerada como una tipología por cuenta propia, Stevenson y Lundström (2007, p.113) señalan que 
muy rara vez las políticas de población objetivo constituyen la política pública de emprendimiento de una nación, 
sin ser acompañadas por otro conjunto de medidas que usualmente pertenecen a las otras tipologías mencionadas 
(medidas que fortalezcan la cultura del emprendimiento, que remuevan las barreras para la creación de empresas o 
que promuevan la capacitación empresarial de los emprendedores). Es por ello que las políticas de población 




Figura 3. Marco de medidas de la política pública de emprendimiento 
 
Fuente: Elaboración propia, con base en Stevenson y Lundström (2007, p. 107).  
 
Figura 4. Tipologías de la política pública de emprendimiento 
 
Fuente: Adaptado de Stevenson y Lundström (2007, 110). 
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Análisis Cognitivo de la Política Pública de Emprendimiento en Colombia (2006 – 2016) A 
Partir de sus Instrumentos de Planificación 
En el primer capítulo de esta investigación se presentó el concepto de referencial de política 
pública, acuñado por el profesor Muller (2010), el cual articula dentro de sí cuatro niveles de 
percepción del mundo, a saber: valores, normas, algoritmos e imágenes. Para efectos de la 
presente investigación, estos niveles de percepción ayudan a dar cuenta de las ideas y los 
conocimientos que rodearon la formulación de la política pública de emprendimiento en 
Colombia; sirviendo, a su vez, como importantes elementos de análisis, útiles para estudiar los 
cambios sufridos por esta política en el período 2006 – 2016. 
Así mismo, en el segundo capítulo se realizó una caracterización de la política pública de 
emprendimiento, presentando la definición construida por Stevenson y Lundström (2007), en la 
cual se delimita su alcance (fases de gestación, puesta en marcha y desarrollo inicial del proceso 
emprendedor), su campo de acción (abordar las áreas de motivación, oportunidades y 
competencias) y su objetivo (alentar a un mayor número de personas a considerar el 
emprendimiento como una opción de carrera profesional y conducirlas finalmente a la creación 
de una unidad productiva). De igual manera, se expusieron el marco de medidas y las tipologías 
de la política pública de emprendimiento; éstas últimas compuestas por cuatro categorías, que 
son: políticas de extensión (E-extention policy), políticas de creación de nuevas firmas (new-firm 
creation policy), políticas de grupos objetivo ‘nicho’ (‘niche’ target group policies) y políticas 
de emprendimiento ‘holísticas’ (‘holistic’ E-Policy). Estas tipologías son útiles herramientas que 
permiten conocer a fondo los problemas públicos que el Gobierno colombiano intentó abordar 
con su política pública de emprendimiento, definiendo así las diversas líneas de acción que 
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terminarían por configurar esta política pública desde 2006 hasta 2016, brindando de este modo 
una visión más completa sobre su transformación en el tiempo. 
Tomando en cuenta estos elementos presentados en los capítulos anteriores (los niveles de 
percepción articulados por el referencial y las tipologías de política pública de emprendimiento), 
se realiza el análisis cognitivo de la política pública de emprendimiento colombiana a partir de 
los instrumentos de planificación que la fundamentan, observando las variaciones que presentó el 
referencial de esta política durante el período ya descrito. Los resultados de este análisis se 
exponen en el presente capítulo, el cual se compone de cuatro secciones. 
En palabras de Heinonen, Hytti y Cooney (2010), la política pública de emprendimiento: “no 
evoluciona en un vacío, sino en las “reglas de juego” que se desarrollan en la interacción de los 
factores económicos, políticos y sociales”56 (p. 1160). Reconociendo la importancia que tiene el 
contexto para la formulación y análisis de la política pública de emprendimiento (Stevenson & 
Lundström, 2007; Hughes, 2008; Minniti, 2008; Heinonen et al., 2010; Sheriff & Muffatto, 
2014; Heinonen & Hytti, 2016), en la primera sección se presenta una breve reseña histórica que 
busca resaltar los factores institucionales57 que rodearon el surgimiento y desarrollo de la política 
pública de emprendimiento en Colombia, así como de las políticas públicas que la precedieron 
(política industrial y política pyme). 
En la segunda sección, se realiza una breve descripción de los inicios de la planeación en 
Colombia, así como también se define qué es el Consejo Nacional de Política Económica y 
Social (CONPES), cuáles son sus funciones y qué actores componen este organismo, 
considerado por la normatividad nacional como la máxima autoridad en cuestión de planeación.  
                                               
56 Comillas propias de la cita. 
57 En el sentido del neo-institucionalismo de elección racional (Baumol, 1990; Minniti, 2008). 
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En la tercera sección, se expone paso a paso el análisis que se realizó de los seis Documentos 
CONPES que, de acuerdo con el MCIT (2017), sustentan la política pública de emprendimiento 
en el país58. Aquí, se presenta la matriz cruzada que se usó como herramienta para estudiar los 
mencionados documentos, y en la cual se relacionan los cuatro niveles de percepción del mundo 
articulados por el referencial de la política pública de emprendimiento colombiana, con las 
cuatro tipologías construidas por Stevenson y Lundström (2007).  
Por último, en la cuarta sección, se discuten los resultados del análisis del cambio en el 
referencial de la política pública de emprendimiento colombiana en los años 2006 – 2016, a la 
luz de las tipologías de Stevenson y Lundström (2007). Estos resultados muestran las variaciones 
que tuvo la concepción, por parte del Gobierno Nacional, del lugar y el papel que debía 
desempeñar el emprendimiento, tanto en la economía como en la sociedad, a través del período 
en estudio; y cómo estas variaciones influyeron sobre la elección que hicieron los Gobiernos de 
las medidas que irían conformando la política pública de emprendimiento en el tiempo. 
Política Pública de Emprendimiento en Colombia: Contexto59 
Colombia es un país ubicado en la parte noroccidental de América del Sur, limitando al este 
con Venezuela y Brasil, al sur con Perú y Ecuador y al noroeste con Panamá. Con 1’141.748 km2 
en superficie terrestre, es la cuarta nación en extensión territorial de Sudamérica y la tercera en 
población de América Latina, con 49 millones de habitantes. Pese a la difícil situación 
                                               
58 A saber: 3424 de 2006, 3439 de 2006, 3484 de 2007, 3527 de 2008, 3533 de 2008 y 3866 de 2016.  
59 Stevenson y Lundström (2007) expresan que, aunque la importancia del contexto en la formulación de la política 
pública de emprendimiento es indiscutible, las variables que pueden llegar a definir este ‘contexto’ tienen diversas 
naturalezas: económicas, sociales, culturales, estructurales y actitudinales. Pese a que estos autores proponen una 
serie de variables que buscan operacionalizar dicho ‘contexto’, con el fin de calcular el impacto que tiene aquél 
sobre la elección que hacen los Gobiernos de las medidas que configuran la política pública de emprendimiento, 
Stevenson y Lundström reconocen que los resultados obtenidos pueden ser contradictorios y nada concluyentes. Por 
esta razón, para la realización de esta sección, se toman como referencia los análisis de contexto realizados por 
Heinonen et al. (2010) para Finlandia e Irlanda, Sheriff y Muffatto (2014) para Kenia, Ruanda y Tanzania y por 
Heinonen y Hytti (2016) para Finlandia, en los cuales se le brinda una importancia mayor a las condiciones 
económicas y políticas que terminaron por definir el surgimiento y evolución de las políticas públicas de 
emprendimiento formuladas por los Gobiernos de estos países. 
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económica actual por la que están pasando los países de América Latina (debido a una caída 
generalizada en el precio de las materias primas desde 2014), la economía colombiana muestra 
un comportamiento estable, siendo calificada por la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE, 2017) como una de las economías más resilientes del 
continente60. Esto se debe, según los expertos del organismo internacional, a un buen manejo 
macroeconómico de la situación, tanto del Gobierno Nacional como del Banco de la República, a 
través de sus políticas fiscal y monetaria, respectivamente. Además, con la reciente firma del 
Acuerdo de Paz con la guerrilla de las FARC, los analistas de la OCDE auguran que el buen 
comportamiento de la economía colombiana continuará durante los próximos años, siendo 
visible con una mayor tasa de crecimiento económico.  
El comportamiento del fenómeno del emprendimiento en Colombia también ha mostrado una 
tendencia sobresaliente: según los resultados de la encuesta GEM 2016, el país ocupa el quinto 
lugar en el mundo con la mayor Tasa de Actividad Emprendedora Temprana (TEA)61; y el tercer 
lugar en América Latina y el Caribe, después de Ecuador y Belice (Varela et al., 2017, p. 35) 
(Figura 5). Estos resultados son significativos para una economía en la que el 94,7% de las 
empresas son micro, las cuales, junto con las pequeñas y medianas empresas, generan el 67% del 
empleo y aportan, en su conjunto, el 28% del PIB colombiano (DINERO, 2016). Más aún, 
cuando el 27,7% de estas microempresas tiene entre 1 y 5 años de existencia62 (Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística [DANE], 2017, p. 6). 
  
                                               
60 Pese a que la economía colombiana ha registrado una caída importante en el crecimiento de su PIB durante los 
últimos 3 años (4,4% en 2014, 3,1% en 2015 y 2% en 2016) (Banco de la República de Colombia [BRC], 2017), 
éste aún sigue figurando como uno de los más altos de la región latinoamericana (OCDE, 2017, p. 14). 
61 Medición realizada por la encuesta GEM, que se define como: “porcentaje de la población entre los 18 y 64 años 
de edad que es un emprendedor naciente o un nuevo emprendedor” (Varela et al., 2017, p.p. 33 – 34). Esta medición 
es útil para cuantificar el nivel de actividad emprendedora que se desarrolla en un país, de ahí su importancia para 
esta encuesta.  
62 Las unidades productivas de los nuevos emprendedores se encuentran dentro de este rango (Varela et al., 2017). 
57 
 
Figura 5: Evolución de la TEA para Colombia 2006 - 2016 
 
Fuente: Elaboración propia con datos tomados de Escandón-Barbosa et al. (2016) y Varela et al. (2017). 
 
Los orígenes de la acción pública del Estado Colombiano en materia de emprendimiento 
pueden rastrearse hasta el año 2002, cuando dos funcionarios del Gobierno Nacional (con amplia 
experiencia en el sector empresarial) elevaron el emprendimiento a condición de problema 
público (Tarapuez et. al., 2013), sensibilizando de este modo a los formuladores de política sobre 
la importancia de fomentar y apoyar la actividad emprendedora de la población colombiana. Sin 
embargo, los antecedentes de la política pública de emprendimiento se encuentran en la política 
pública pyme que se implementó durante la segunda mitad de la década de los años noventa, 
como respuesta a una severa crisis económica que afectaría el desempeño del sector empresarial. 
Esta política se apoyaría, a su vez, en las distintas medidas que habían sido ejecutadas por los 
Gobiernos anteriores, las cuales formaban parte de una política industrial dirigida a fortalecer 
este sector de la economía, y cuyos orígenes se remontan a 1945. A continuación, se muestra un 
2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016
TEA 22.5% 22.7% 24.5% 22.4% 20.6% 21.4% 20.1% 23.7% 18.6% 22.7% 27.4%
Emprendedor Naciente 10.9% 8.1% 13.8% 14.9% 8.7% 15.2% 13.6% 13.6% 12.4% 15.6% 16.3%










breve recuento de las circunstancias políticas, económicas y sociales que sirvieron de contexto a 
estas políticas públicas, las cuales condujeron finalmente a la formación de la política pública de 
fomento y apoyo a la actividad emprendedora que conocemos ahora. 
Intervención estatal en la economía y surgimiento de la política industrial  
Colombia, luego de obtener su independencia de la corona española de manera definitiva en 
1819, estuvo marcada por la inestabilidad política63 y por las guerras civiles64 durante todo el 
siglo XIX. Estos hechos no sólo afectarían los primeros ensayos industriales que se dieron por 
estos años, sino que limitarían además el apoyo que el Estado podía brindarle a estas nuevas 
empresas, lo que llevó (en la mayoría de los casos) a su prematura liquidación (Ocampo, 2010). 
El apoyo estatal a la industria no se daría de manera significativa sino hasta la segunda mitad del 
siglo siguiente, cuando la economía colombiana experimentó una fuerte desaceleración en los 
años 1930 – 1931 como consecuencia de la Gran Depresión, lo que obligó al Gobierno de Olaya 
Herrera a tomar medidas que condujeran a la reactivación de la economía, en general y de la 
industria, en particular65. Una de estas medidas fue la estrategia de sustitución de 
importaciones66, la cual generó un importante crecimiento del sector industrial (8,5% anual), 
incrementando así su participación en el PIB nacional (8,9% en 1929 a 16,5% en 1945) e 
impulsando no sólo la creación de puestos de trabajo sino la actividad económica de toda la 
nación (Kalmanovitz, 2010; Ocampo, 2010; Melo, 2014). 
                                               
63 Esta inestabilidad se hace visible con el número de Constituciones que fueron redactadas en este período: durante 
el siglo XIX, en Colombia existieron 9 Cartas Magnas, lo que la convierte en uno de los países más inestables de 
Latinoamérica (los países del Cono Sur, por ejemplo, sólo tuvieron una Constitución durante este mismo período) 
(Kalmanovitz, 2010). 
64 Durante este período tuvieron lugar nueve guerras civiles, siendo las más relevantes la Guerra de los Supremos 
(1839 – 1841) y la Guerra de los Mil Días (1899 – 1902), esta última con nefastas consecuencias económicas y 
sociales, entre las que se cuenta la pérdida de Panamá (Kalmanovitz, 2010). 
65 Las acciones emprendidas por el Gobierno Olaya sobre la economía son relevantes, puesto que constituyen la 
primera intervención del Estado colombiano sobre la economía (Kalmanovitz, 2010; Ocampo, 2010).  
66 Entendida como una política que “busca explícitamente aumentar la producción doméstica, reemplazando la 
oferta de bienes y servicios previamente importados” (Ocampo, 1996, párr. 40). 
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Por esto, no sorprende que los Gobiernos que ejercieron sus mandatos durante los treinta años 
que siguieron a la Segunda Guerra Mundial consideraran la industrialización como la única vía 
que conducía al desarrollo económico, por lo que la colocaron en el centro de sus políticas 
económicas (Ocampo, Bernal, Avella & Errázuriz, 1987)67. Durante el período 1945 – 1974, el 
Estado colombiano creó varias instituciones, y diseñó una serie de mecanismos de intervención, 
que terminarían por favorecer al sector industrial, asumiendo, en palabras de Kalmanovitz 
(2010), el rol de “productor68, inversionista directo69 y empresario” (p. 206) dentro de la 
economía colombiana. Entre las instituciones creadas en este período se destacan el 
Departamento Administrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación (Colciencias) y el Consejo 
Nacional de Ciencia y Tecnología (en 1968)70. 
Desindustrialización y transición a la política pyme 
No obstante, desde 1974 hasta el final del siglo XX, la economía colombiana presentó 
síntomas que daban cuenta de su progresiva desindustrialización71. Kalmanovitz (2010) resume 
en tres las causas que llevaron a la industria a perder su participación dentro del conjunto de la 
economía: “la “retirada” del Estado de la economía, la apertura comercial y el fin de la represión 
financiera72” (p. 208). Esta “retirada” del Estado sería parcialmente revertida por la 
Administración Betancur (1982 – 1986), en la cual se adoptaron medidas que buscaron 
revigorizar el sector industrial una vez más. Sin embargo, la política industrial ejecutada en estos 
                                               
67 Tendencia que también se daría en los Gobiernos de todo el mundo. Ver Evolución de la Política Pública de 
Emprendimiento en el Capítulo 2. 
68 Con la creación de Ecopetrol en 1951. 
69 A través de los recursos que entregaba a las empresas mediante los Fondos de Fomento del Banco de la República 
y del Instituto de Fomento Industrial (Ocampo et al., 1987; Kalmanovitz, 2010). 
70 Las cuales, para Vizcaíno y Rodríguez (2014), desempeñan una importante labor en las tareas de formulación, 
implementación y evaluación de la política pública de emprendimiento en el país. 
71 En el período 1929 – 1973, la industria creció en promedio 7,5% anual, mientras que para el período 1974 -1989, 
lo hizo al 3,4% anual, reduciéndose a 0,8% para el período 1990-2001 (Kalmanovitz, 2010, p. 209). 
72 Con éste término, el autor se refiere a las difíciles condiciones de operación que tuvo el sector financiero en el 
período 1945 – 1974. Para ahondar sobre este tema, ver Kalmanovitz (2010, p.p. 167 – 170). 
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años presentaría algunas características que la diferenciarían de aquella que fue ejecutada durante 
los treinta años que siguieron a la segunda posguerra. 
En efecto, las medidas adoptadas por el Gobierno Betancur (y por las administraciones 
siguientes hasta 1994), pasarían de proteger el sector industrial (en su conjunto) a impulsar la 
actividad al interior de las empresas, con el fin de aumentar su competitividad, su productividad 
y su capacidad para generar nuevos puestos de trabajo (en aras de profundizar el proceso de 
apertura comercial que se había iniciado en la economía desde finales de los años setenta) 
(Kalmanovitz, 2010; Perdomo & Arias, 2013; Quiroga, 2014). Es por esta razón que en el 
período 1984 – 1995 se observa la implementación de medidas dirigidas a fomentar la 
investigación y el desarrollo tecnológico al interior de las mipymes73, así como la creación y 
ampliación de la oferta de servicios de asesoría y capacitación empresarial (a través del Servicio 
Nacional de Aprendizaje [SENA]), y la reactivación del crédito dirigido a estos segmentos 
empresariales (Tarapuez et al., 2013; Quiroga, 2014; Vizcaíno & Rodríguez, 2014). De esta 
forma, se da en la década de los noventa la transición de la política industrial a la política pública 
pyme en el país; transición que se vería materializada con la promulgación de la Constitución de 
1991, en la cual se le otorga, a la libre competencia y a la empresa, el lugar preponderante que 
había ocupado la industria en las políticas de desarrollo económico por tanto tiempo (Tarapuez et 
al., 2013; Quiroga, 2014).  
Sin embargo, la política pyme colombiana se consolidaría en el período 1996 – 2002 como 
respuesta a una grave recesión económica74 que se dio en el país por estos años, debido a la 
combinación de factores tanto de índole político (la situación de orden público generada por los 
                                               
73 A través de la creación de incubadoras y parques tecnológicos, con la promulgación de la Ley 29 de 1990 
(Quiroga, 2014).  
74 En el año 1996, el crecimiento del PIB cae al 3,1% (luego de haber alcanzado 5,2% en 1995). Esta situación 
empeora para el año 1999, cuando el PIB registra una de sus peores caídas en la historia (-4,2%); peor, incluso, que 
aquella registrada en 1931, luego de la Gran Depresión (-2,8%) (Kalmanovitz, 2010).  
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crecientes actos delictivos de los grupos armados ilegales, principalmente las FARC) como 
económico75; que llevaría a muchas empresas al cese de actividades y en otros casos, al despido 
masivo de miles de trabajadores. Villegas (2003) señala que en los años 1998 – 2002 se 
presentaron “las mayores tasas de desempleo en la historia del país, acompañadas de una fuerte 
informalidad del empleo y un número creciente de subempleados”76 (Tarapuez et al., 2013, p. 
276). Por ello, en las Administraciones Samper y Pastrana se crearon una serie de medidas que, 
en palabras de Quiroga (2014) buscaron “fortalecer la industria nacional por medio de la 
consolidación de empresas más pequeñas, masificando la creación de empresas en Colombia y 
fortaleciendo a los pequeños empresarios en el crecimiento y consolidación de sus empresas” (p. 
29). De las acciones públicas que se llevaron a cabo en este período se destacan la promulgación 
de las leyes 344 de 199677 y 590 de 2000 (conocida también como la Ley MIPYME78) (ver 
Anexo G).  
Aquí cabe destacar la aprobación del documento ‘política para el fomento del espíritu 
empresarial y la creación de empresas’ por parte del Ministerio de Desarrollo Económico, 
durante la Administración Pastrana; documento que no llegaría a tener ninguna utilidad práctica, 
pero que, en opinión de Tarapuez et al. (2013) se convertiría en un insumo importante para la 
posterior formulación de la Política Nacional de Emprendimiento. Es por ésta razón que estos 
autores, al igual que Quiroga (2014), consideran que las medidas de política pyme 
                                               
75 Altas tasas de interés internas, fin del ciclo del auge de la construcción y bajas tasas de inversión extranjera en el 
año 1996 (Quiroga, 2014) y a una crisis económica internacional en el año 1999 (Kalmanovitz, 2010). 
76 En efecto, las tasas de desempleo en estos siete años llegaron a alcanzar, en promedio, un 15,4%, siendo las más 
altas registradas en los últimos 60 años (Kalmanovitz, 2010). Así mismo, la tasa de subempleo también mostró un 
alza considerable, pasando del 14,9% en diciembre de 1996 al 22,4% en diciembre de 1999, según cifras del DANE. 
77 La cual obligó al SENA a destinar el 20% de sus ingresos al desarrollo de programas de competitividad y 
desarrollo productivo. Estos ingresos conformarían, a futuro, el Fondo Emprender, que se convertiría en una fuente 
importante de capital de riesgo para los emprendedores en Colombia (Departamento Nacional de Planeación [DNP] 
et al., 2016). 
78 Que tiene por objeto: “inducir el establecimiento de mejores condiciones del entorno institucional para la creación 
y operación de micro, pequeñas y medianas empresas” (Ley 590, 2000). 
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implementadas en el período 1996 – 2002 ayudaron a formar las bases para la posterior 
conformación de la política pública de emprendimiento en Colombia79.  
Política pública de emprendimiento: génesis y consolidación 
La transición de la política pública pyme a la política pública de emprendimiento se dio de 
manera rápida en el país80, luego de que la economía mostrara una recuperación notable en el 
primer quinquenio del siglo XXI. Parte de esta recuperación se debió a la política militar81 
asumida durante el primer Gobierno Uribe, la cual contrarrestó las acciones delictivas que los 
grupos armados ilegales cometían contra la población civil (en especial, contra los empresarios), 
aumentando de este modo la percepción de seguridad entre la población colombiana 
(Kalmanovitz, 2010). Lo anterior, sumado a un acuerdo pactado con el Fondo Monetario 
Internacional en el año 200382, elevaría la confianza tanto de inversionistas extranjeros como de 
productores y consumidores nacionales, reactivando así la dinámica económica en el país (Banco 
de la República de Colombia [BRC], 2003; BRC, 2005; Tarapuez et al., 2013). 
Estas circunstancias favorables en todos los frentes (económico, político y social) pudieron 
haber generado los incentivos necesarios para que en la primera Administración Uribe se 
decidiera implementar medidas encaminadas a la construcción de la política pública de 
emprendimiento83, tal y como lo sugieren Tarapuez et al. (2013) en los resultados de su 
investigación. La necesidad de fomentar y fortalecer la cultura del emprendimiento en la 
                                               
79 Esta consideración demuestra, una vez más, la delgada línea que separa a estas dos políticas públicas (Stevenson 
& Lundström, 2007; Minniti, 2008; Huggins et al., 2015). 
80 A diferencia de la mayoría de países desarrollados, donde la política pyme tuvo una duración de aproximadamente 
veinte años (desde los años ochenta del siglo XX hasta los primeros años del siglo XXI), antes de darse la transición 
a la política pública de emprendimiento (Greene et al., 2004; Stevenson & Lundström, 2007, Acs & Szerb, 2007; 
Hart, 2007; Hughes; 2008; Bager et al., 2015). No obstante, esta rápida transición no es exclusiva de Colombia. 
También se presentaría en algunas economías en desarrollo como Argentina (Baruj, 2003), Kenia y Ruanda (Sheriff 
& Muffatto, 2014) e incluso en algunas desarrolladas como Finlandia (Heinonen & Hytti, 2016).  
81 La cual pudo fortalecerse mediante el acuerdo de colaboración militar pactado en el año 1999, entre Estados 
Unidos y Colombia, conocido como “Plan Colombia” (Kalmanovitz, 2010). 
82 El cual obligaría al Gobierno Nacional a mantener un equilibrio macroeconómico estable a través de acciones 
concretas en materia de política fiscal y monetaria (BRC, 2003; Kalmanovitz, 2010). 
83 Como también sucedería en Finlandia e Irlanda (ver Heinonen et al., 2010). 
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sociedad colombiana ya había surgido, desde mediados de los años setenta, en algunas 
instituciones académicas del país84 (entre estas el SENA), pero esta inquietud no había 
encontrado lugar en las agendas de los Gobiernos anteriores debido, en gran parte, a las difíciles 
circunstancias que los rodearon, lo que limitó sus opciones de política (Schott & Wickstrom, 
2008; Heinonen et al., 2010; Sheriff & Muffatto, 2014). Finalmente, el emprendimiento 
encontraría un lugar, tanto en la agenda pública como en la agenda de gobierno85, en el año 2002, 
con el nombramiento de Juan Luis Londoño como ministro de Protección Social y de Darío 
Montoya como Director General del SENA; funcionarios que contaban con una amplia 
formación académica y experiencia en temas empresariales, lo que les permitió, no sólo 
representar los intereses de los empresarios (y emprendedores) en la formulación de la política 
(Hart, 2003), sino también unificar las visiones de sus respectivas carteras con relación a los 
objetivos que debían alcanzarse en materia de emprendimiento en el país (Tarapuez et al., 2013). 
Así las cosas, en el período 2002 – 2009, se realizaron las acciones necesarias para dar 
surgimiento y consolidar, posteriormente, la política pública de emprendimiento en Colombia. 
Dentro de los cambios institucionales que tendrían lugar en estos años (y que terminarían por 
moldear la estructura de ejecución86 de la mencionada política) se destacan: la fusión87 de los 
Ministerios de Desarrollo Económico y de Comercio Exterior en el Ministerio de Comercio, 
                                               
84 De estas se destacan la Universidad Icesi, Universidad del Norte, Javeriana, EAN y Universidad del Valle, siendo 
ésta última la pionera en el tema, cuando el profesor Rodrigo Varela incorporó el tema de emprendimiento en el 
currículo de Ingeniería Industrial en el año 1975 (Tarapuez et al., 2013; Vizcaíno & Rodríguez, 2014).  
85 Tarapuez et al. (2013) realizan esta importante diferenciación. La agenda pública es entendida como: “todos los 
asuntos que los integrantes de una comunidad local, regional o nacional aprecian como dignos de la atención pública 
y como temas que se pueden incluir dentro de las obligaciones legítimas del Gobierno de turno”, en tanto que la 
agenda de Gobierno es definida como: “el conjunto de temas de interés, problemas o asuntos que los líderes del 
Gobierno han seleccionado y priorizado como los puntos sobre los cuales van a actuar durante su permanencia en el 
poder” (p. 276).  
86 Concepto empleado en la ciencia política para designar a la red de organizaciones, instituciones, unidades y otros 
actores que se involucran en la implementación de un programa político (Nielsen, 2016). 
87 Esta fusión permitiría, en opinión de Tarapuez, et al. (2013), crear: “una unidad de acción que permitió promover 
varias de las reformas necesarias para facilitar aspectos relacionados con la eficiencia en el proceso de creación de 
empresas y fortalecimiento de las ya existentes” (p. 278).  
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Industria y Turismo (MCIT)88, la creación de la Dirección de Desarrollo Empresarial en el 
Departamento Nacional de Planeación (DNP)89 y el establecimiento de los fondos Emprender del 
SENA (mediante la Ley 789 de 2002) y el Fondo Colombiano de Modernización y Desarrollo 
Tecnológico de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa (Fomipyme, a través de la Ley 905 de 
2004) (Tarapuez et al., 2013; Perdomo & Arias, 2013; Quiroga, 2014; Vizcaíno & Rodríguez, 
2014) (Ver Anexo G). 
En materia de política pública, en este período se expedirían una ley y un documento que 
establecerían las bases para las acciones públicas que se adelantarían en materia de 
emprendimiento en los años siguientes: la Ley 1014 de 2006 (conocida coloquialmente como la 
‘Ley del Emprendimiento’) (ver Anexo G) y la Política Nacional de Emprendimiento, en el año 
2009. Ésta última, expone los roles que debe asumir el Estado colombiano en el fomento del 
emprendimiento en el país (promotor de la alianza público-privada-académica; facilitador de las 
condiciones para el emprendimiento; y desarrollador de la dimensión local, regional, nacional e 
internacional del emprendimiento (MCIT, 2009, p.15)), así como los pilares y ejes que sostienen 
la política pública de emprendimiento en Colombia. 
De esta manera, desde el año 2010 hasta el presente, el Gobierno Nacional90 ha buscado 
fortalecer no sólo la institucionalidad que implementa la política pública de emprendimiento en 
el país, sino también las medidas que conforman dicha política. Este esfuerzo se ha visto 
impulsado, en los últimos tres años, por la necesidad de diversificar la oferta exportadora de la 
economía y de aumentar la capacidad de innovación y absorción tecnológica de las empresas en 
                                               
88 Este Ministerio crearía en el 2007 la Dirección de Emprendimiento, adscrita al Viceministerio de Desarrollo 
Empresarial, con el propósito de: “diseñar mecanismos que favorezcan las condiciones para el emprendimiento en el 
país y articule de igual forma todos los esfuerzos públicos y privados que aporten hacia dicho objetivo” (Quiroga, 
2014, p. 32). Esta dirección es la encargada de dar cumplimiento a la Ley 1014 de 2006. 
89 Actor relevante en la construcción de los documentos para el Consejo Nacional de Política Económica y Social 
(CONPES) relacionados con el tema del emprendimiento. 
90 Se refiere a las dos Administraciones Santos (2010 – 2014 y 2014 – 2018). 
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el país, luego de que la economía colombiana mostrara una enorme dependencia a la exportación 
de bienes primarios (en especial, al petróleo91) en el año 2014, cuando los precios de dichos 
bienes cayeron de manera drástica92 llevando a una desaceleración significativa en la actividad 
económica general93 (BRC, 2017).  
Dentro de las acciones públicas que se han gestado en materia de emprendimiento durante 
este último período se destacan la expedición de las leyes 1429 de 2010 (la cual establece varios 
beneficios para impulsar la formalidad empresarial), 1450 de 201194 (por medio de la cual se 
crearía INNpulsa Colombia, unidad adscrita al MCIT, y se modificaría la Ley MIPYME en 
algunos de sus artículos) y la 1530 de 2012 (creando el Fondo de Inversión para la Ciencia, 
Tecnología e Innovación) (ver Anexo G). Además de lo anterior, se destaca la expedición de la 
Política de Desarrollo Productivo (Documento CONPES 3866 de 201695), en la cual se establece 
el papel fundamental que jugarán el emprendimiento y la innovación dentro de las estrategias 
que buscan incrementar los niveles de productividad y competitividad nacionales durante los 
próximos diez años (2016 – 2025). De este modo, la mencionada política coloca a las empresas y 
sus necesidades como el centro de gravedad del desarrollo productivo (DNP, 2015; DNP, et al., 
2016).   
Este breve recuento histórico demuestra cómo las circunstancias políticas, económicas y 
sociales que se presentaron en Colombia ejercieron una influencia considerable sobre la visión 
                                               
91 Según estimaciones del Banco de la República (2016), los productos mineros representaron, para el 2013, el 72% 
de las exportaciones totales del país (de las cuales, el 55% era petróleo). Así mismo, se estima que los ingresos por 
concepto de la actividad petrolera representaron, en promedio, cerca del 16% de los ingresos del Gobierno Nacional 
en el período 2010-2013.  
92 A modo de ejemplo, los precios del barril de crudo cayeron en promedio un 60% entre junio de 2014 y enero del 
2015, lo que generó una reducción significativa de los ingresos nacionales por este concepto (BRC, 2017).  
93 El PIB pasó de crecer un 4,4% en 2014 a un 3,1% en 2015, llegando finalmente al 2% en el 2016. El pronóstico 
del banco central para el presente año se ubica entre 0,7% y 2,7%, siendo 2,0% la cifra más probable (BRC, 2017). 
94 Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2010 – 2014. 
95 Documento que forma parte de los instrumentos de planificación analizados en este trabajo y sobre el cual se 
regresará más adelante. 
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que tuvieron los distintos Gobiernos respecto al lugar y el papel que debían desempeñar la 
industria, la empresa y el emprendedor, en la economía y sociedad colombianas, en un momento 
determinado; lo que a su vez condujo a la formulación de sus respectivas políticas públicas 
(industrial, pyme y de emprendimiento) y a los cambios que se presentaron al interior de las 
mismas (Figura 6) (Muller, 2010). Esto pone de manifiesto, una vez más, la importancia que 
tiene el contexto para el análisis cognitivo de la política pública de emprendimiento que se 
realiza en esta investigación, para la cual se emplearon los documentos CONPES que 
fundamentan esta política pública; documentos que son considerados como los máximos 
instrumentos de planeación en Colombia. Es por ello, que en la siguiente sección se hablará de 
los comienzos de la planeación en el país, así como una breve caracterización del Consejo 
Nacional de Política Económica y Social, autoridad encargada de la revisión y aprobación de los 
mencionados documentos. 
La Planeación en Colombia 
Antecedentes históricos 
Los primeros esfuerzos de planeación en nuestro país se dieron como resultado de la Reforma 
Constitucional de 1936, en la cual se planteó por vez primera la intervención estatal en la 
economía, con el fin de racionalizar la producción, distribución y consumo de bienes y servicios, 
y proteger los derechos de los trabajadores. Para cumplir con este propósito, las distintas 
administraciones crearon un sinnúmero de organismos de asesoría y coordinación gubernamental 
en asuntos de política económica, que, en palabras de Ocampo et al. (1987), “carecieron del 
soporte institucional y de la infraestructura técnica indispensables para erigirse en verdaderas 
entidades de planeación” (párr. 133). Estos organismos fueron: el Consejo Nacional de 
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Figura 6: Antecedentes y evolución de la política pública de emprendimiento en Colombia 
 
Fuente: Elaboración propia 
Política industrial (1945 - 1991)
Características
- La industria era vista como la única vía que 
conducía al desarrollo económico, por tanto 
fue el centro de la política económica.
- Gran participación del Estado en la economía 
(mediante el otorgamiento de capital de riesgo 
a empresas e intervención en la asginación del 
crédito en mercado financiero)
- Política con corte proteccionista (aranceles y 
control de importaciones) que impulsó el 
desarrollo de la industria e incrementó su 
capacidad exportadora.
- Énfasis en la gran empresa.
Medidas de interés:
- Fundación del Insitituto de Fomento 
Industrial (1940).
- Creación de los Fondos de Fomento (Fondo 
de Inversiones Privadas en 1963 y Fondo 
Financiero Industrial en 1968).
- Creación del Departamento Administrativo 
de Ciencia, Tecnología e Innovación 
(Colciencias) en 1968.
- Creación del Fondo Nacional de Garantías en 
1982.
- Asesoría y capacitación empresarial, a través 
del SENA (1984 - 1991).
Política pyme (1991 - 2002)
Características:
- Constitución de 1991: la empresa y la libre 
competencia son las bases del nuevo modelo 
de desarrollo socioeconómico.
- La participación del Estado se reduce en la 
economía. El sector privado se convierte en 
actor clave.
- Se buscó el fortalecimiento de la industria 
nacional mediante la consolidación de las 
pequeñas empresas y la creación de nuevas 
empresas.
Medidas de interés:
- Ley 29 de 1990: promovió el establecimiento 
de incubadoras y parques tecnológicos.
- Ley 35 de 1993: acercamiento del Estado a 
las mipymes y regulación al sistema financiero 
para facilitar acceso al crédito.
- Ley 344 de 1996: obliga al SENA  destinar 
20% de sus ingresos a programas de desarrollo 
productivo.
- Ley 590 de 2000: Ley MIPYME.
- Creación del documento: "política para el 
fomento del espíritu empresarial y la creación 
de empresas" por parte del Ministerio de 
Desarrollo Económico.
Política de emprendimiento (2002 - 2016)
Características:
- Emprendimiento como factor clave en el logro 
del crecimiento económico, de aumentos en la 
competitividad y productividad, y en la generación 
de conocimiento e innovación.
- El Estado tiene un papel múltiple en el fomento 
del emprendimiento: "i) promotor de la alianza 
público-privada-académica, ii) facilitador de las 
condiciones para el emprendimiento y iii) 
desarrollador de la dimensión local, regional, 
nacional e internacional del emprendimiento" 
(MCIT, 2009, p. 35)
- El emprendimiento va más allá de la creación de 
empresas: es una cultura.
Medidas de interés:
- Creación del Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo (2002).
- Ley 789 de 2002: Crea el Fondo Emprender del 
SENA
- Ley 1014 de 2006: Ley de fomento de la cultura 
del emprendimiento.
- Formulación de la Política Nacional de 
Emprendimiento (2009)
- Ley 1450 de 2011: Creación de INNpulsa 
Colombia.
- Ley 1753 de 2015: Crea el Sistema Nacional de 




Economía, la Junta de Defensa Económica Nacional, el Comité de Expertos Financieros, el 
Comité de Desarrollo Económico y el Consejo Nacional de Planificación.  
No sería sino a comienzos de la década de 1950, con el informe presentado por la misión del 
Banco Mundial (la cual llegó al país un año antes) sobre el desarrollo de Colombia, que los 
mencionados Consejos  y Comités comenzaron a actuar con una mayor continuidad y respaldo 
técnico. Este informe serviría como insumo para la elaboración de otros dos documentos que 
ayudarían a poner en contexto la situación económica y social del país, así como su organización 
jurídica: las Bases para un Programa de Fomento para Colombia (publicado en 1950) y el 
Informe Final del Comité de Desarrollo Económico (publicado un año después). A estas 
investigaciones seguirían las presentadas por la Comisión Económica para América Latina y el 
Caribe (CEPAL) sobre el análisis de la economía colombiana en el período 1925 – 1953 y el 
Estudio sobre las Condiciones del Desarrollo Económico de Colombia en 1958, elaborado por la 
Misión de Economía y Humanismo liderada por el sacerdote Louis-Joseph Lebret. (Ocampo et. 
al., 1987; Arias, 2005; Sandilands, 2015). 
En opinión de Arias (2005), estos trabajos: “permitieron la formación de la simiente 
normativa de la planeación lo que permitió la instauración del sistema a partir de la Ley 19 de 
1958, que creó dos organismos complementarios así: el Consejo Nacional de Política Económica 
y Planeación y el Departamento Administrativo de Planeación [y Servicios Técnicos],  el 
primero con las funciones de formulación de políticas y el segundo de elaborar planes y 
programas” (p. 21) (sic). Durante la Administración Valencia (1962 – 1966) se consolida el 
sistema de planeación, no sólo mediante la creación de la Junta Monetaria en 1963, sino también 
a través la reorganización del Consejo y el Departamento, cambiando la composición y las 
funciones del primero. De esta forma, el Consejo pasa a denominarse Consejo Nacional de 
69 
 
Política Económica y Social (CONPES), teniendo como organismo técnico de apoyo al 
Departamento Nacional de Planeación (DNP)96, el cual ejerce a su vez las funciones de secretaría 
técnica del primero. (Ocampo et. al., 1987; Arias, 2005). Esta relación (y funciones) no ha 
cambiado de manera significativa desde entonces. 
Qué es el CONPES 
Es la máxima autoridad nacional de planeación y se desempeña como organismo asesor del 
Gobierno Nacional en todos los aspectos relacionados con el desarrollo económico y social del 
país. Una de sus funciones principales es la de coordinar y orientar a los organismos encargados 
de la dirección económica y social en el Gobierno Nacional, por medio de la discusión y 
aprobación de documentos sobre el desarrollo de políticas generales, los cuales son elaborados 
por el DNP y son presentados en sesión (la cual, según el Decreto 627 de 1974, es de carácter 
semanal97).  
Éste Consejo actúa bajo la dirección del Presidente de la República y lo componen, como 
miembros permanentes con derecho a voz y voto, el Vicepresidente de la República, todos los 
Ministros, el Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, el 
Director del Departamento Nacional de Planeación, y el Director del Departamento 
Administrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación – Colciencias.  
Análisis de los Documentos CONPES  
Para el presente trabajo se usaron como objetos de análisis los documentos CONPES que 
sustentan la política pública de emprendimiento en Colombia98, que fueron presentados en las 
                                               
96 Nombre otorgado al Departamento Administrativo de Planeación y Servicios Técnicos luego de su 
reestructuración en 1968. 
97 También el Consejo se reúne de manera extraordinaria, por petición del Presidente de la República. 
98 Estos documentos son citados por el MCIT (2017) como parte de la Política Nacional de Emprendimiento.  
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sesiones del Consejo realizadas en los años 2006 – 2016 (Tabla 6). Estos documentos, con sus 
anexos, son de carácter público y están disponibles para descarga en la página web del DNP.  
Con el fin de analizar el cambio en el referencial de la política pública de emprendimiento en 
Colombia en los años descritos, se construyó una matriz cruzada (Tabla 7) que relaciona los 
cuatro niveles de percepción articulados por el referencial de la política pública de 
emprendimiento (Muller, 2009; Muller, 2010), con las cuatro tipologías de política elaboradas 
por Stevenson y Lundström (2007). Dicha matriz se elaboró tomando como punto de partida las 
investigaciones de Fontecha (2015), en la cual se emplea el marco de análisis por el referencial 
para encontrar las continuidades y rupturas de la política pública de vivienda en Colombia en el 
período 2002 -2014, y se propone una matriz similar a la presentada en la Tabla 7; Sheriff y 
Muffatto (2014), la cual analiza el estado y la naturaleza de las políticas públicas de 
emprendimiento formuladas e implementadas en Ruanda, Tanzania y Kenia, empleando para ello 
las tipologías de Stevenson y Lundström (2007) y proponiendo un marco para la construcción de 
una política de emprendimiento ‘holística’ en dichos países; y Heinonen y Hytti (2016), quienes 
emplean el análisis de discurso99 para descubrir el papel y el lugar que se la dado, tanto al 
emprendimiento como al emprendedor, en la política pública de emprendimiento finlandesa, y 
cómo esta concepción ha influido sobre la elección de las medidas que conforman dicha política.  
  
                                               
99 Estos autores emplean el análisis de discurso para estudiar los documentos que contienen las metas, los alcances y 
las medidas de la política pública de emprendimiento en Finlandia. Para esto, los autores señalan la importancia que 
tiene el lenguaje en la construcción de realidades sociales. En su opinión, el lenguaje: “no sólo describe el mundo 
sino que le da significado, y a su vez construye, reproduce y transforma la realidad social que vivimos” (Heinonen & 
Hytti, 2016, p. 153). La función del lenguaje es presentado por estos autores de forma similar a como Muller (2009) 
presenta en su trabajo la función del referencial en la construcción de políticas públicas. 
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Tabla 6: Documentos CONPES que sustentan la Política Nacional de Emprendimiento 
Documento 
CONPES Título 
3424 de 2006 
(16 de mayo) 
La Banca de las Oportunidades. Una política para promover el acceso al 
crédito y a los demás servicios financieros buscando equidad social. 
3439 de 2006 
(14 de agosto) 
Institucionalidad y principios rectores de política para la competitividad y 
productividad. 
3484 de 2007 
(13 de agosto) 
Política nacional para la transformación productiva y la promoción de las 
micro, pequeñas y medianas empresas: un esfuerzo público-privado. 
3527 de 2008 
(23 de junio) Política Nacional de Competitividad y Productividad. 
3533 de 2008 
(14 de julio) 
Bases de un plan de acción para la adecuación del sistema de propiedad 
intelectual a la competitividad y productividad nacional. 2008 – 2010. 
3866 de 2016 
(8 de agosto) Política Nacional de Desarrollo Productivo. 
Fuente: Elaboración propia 
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De manera similar a Heinonen y Hytti (2016), en la presente investigación se hizo una 
revisión documental de los documentos CONPES, identificando los elementos del referencial 
(valores, normas, algoritmos e imágenes) y clasificándolos dentro de una de las cuatro tipologías 
de política pública de emprendimiento; esto último, de acuerdo con las características definidas 
por Stevenson y Lundström (2007) (las cuales son expuestas en la Tabla 5 y Anexo F, 
respectivamente). Los resultados de este ejercicio, para cada uno de los documentos CONPES 
mencionados en la Tabla 6, pueden encontrarse en los Anexos H al M. 
A efectos de ilustrar el proceso descrito, se usará como ejemplo el proceso seguido con el 
documento CONPES 3424 de 2006. En primer lugar, se encuentran los valores. En este 
documento, un valor que se expresa en reiteradas ocasiones es el logro de la ‘equidad social’, a 
través de la política Banca de las Oportunidades. Esta ‘equidad’ se refiere, entre otras cosas, a la 
necesidad de facilitar el acceso a la población no atendida por las entidades financieras a los 
servicios que estos últimos ofrecen. Dado que se identifica una población objetivo implícito en 
este valor, la ‘equidad social’ se ubica en la casilla de ‘políticas de grupos objetivo’, tercera 
tipología en la clasificación de Stevenson y Lundström (2007). 
Después siguen las normas. Una de las necesidades que se identifican en el texto es la de 
mejorar la regulación existente, de manera que los créditos del sistema financiero puedan ser 
cobrados de forma segura, predecible y transparente. De este modo, su cobertura puede ser 
ampliada y se puede generar una disminución en sus costos. Dado que esta norma pone de 
manifiesto que se debe cambiar la regulación, no sólo a favor de los emprendedores sino de 
todos los usuarios del sistema financiero (que también incluye a las pymes), de forma que estos 
no deban acudir al sector informal para obtener financiamiento, se ubica en la casilla ‘políticas 
de extensión’, primera tipología de Stevenson y Lundström (2007). 
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Luego siguen los algoritmos. El documento expresa que, para establecer unas relaciones 
respetuosas y responsables entre el sistema financiero y sus usuarios: “se buscará definir una 
estrategia en materia de educación financiera hacia la población no bancarizada, 
comprometiendo al sector financiero en dicho proceso” (DNP et. al., 2006a, p. 10). Se considera 
un algoritmo puesto que esta frase lleva implícita una causalidad: ‘si el sector financiero educa a 
sus usuarios, estos últimos establecerán relaciones respetuosas y responsables con el primero’. 
De igual modo, dado que esta frase encierra una necesidad de incluir al sector financiero en la 
ejecución de la política (un actor privado), realizando una labor diferente a la provisión de capital 
(impartir educación en temas financieros a los usuarios), se ubica en la casilla ‘política de 
emprendimiento ‘holística’’, cuarta tipología de Stevenson y Lundström (2007), puesto que se 
reconoce, de manera indirecta, que se necesita de otro tipo de actores para la ejecución de 
medidas que terminan mejorando el entorno de los emprendedores. 
Finalmente se encuentran las imágenes. En el CONPES 3424 de 2006 se encuentra que los 
emprendedores y los creadores de empresas: “contribuyen no sólo a generar empleo sino también 
a impulsar el crecimiento económico del país” (DNP et. al., 2006a, p. 7). Esta imagen se ubica en 
la casilla ‘política de creación de nuevas empresas’, segunda tipología de Stevenson y Lundström 
(2007), ya que expresa literalmente la visión que estos investigadores encontraron en los 
Gobiernos que impulsan este tipo de políticas de emprendimiento (Ver Anexo F).  
Es importante señalar que algunos de estos niveles de percepción encontrados en los 
documentos CONPES contenían elementos que pertenecían a más de una tipología de política 
pública de emprendimiento, lo cual no fue posible hacer visible en la matriz debido a la manera 
como esta fue estructurada. Para estos casos, los valores, normas, algoritmos o imágenes fueron 
ubicados en la tipología con la que tuviesen una mayor ‘afinidad’. No obstante, dicha 
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ambigüedad fue tenida en cuenta al momento de analizar los cambios en el referencial de la 
política pública de emprendimiento, cuyos resultados se presentan a continuación.  
Análisis Cognitivo de la Política Pública de Emprendimiento en Colombia (2006 – 2016) A 
Partir de sus Instrumentos de Planificación: Resultados. 
CONPES 3424 de 2006 
Los elementos que presentan los niveles de percepción articulados por el referencial en la 
política ‘Banca de las Oportunidades’, cuyo contenido es expuesto en este documento CONPES, 
corresponden a los de una política de grupos objetivo, que se encuentra (a su vez) dentro de una 
política de creación de nuevas empresas100, la cual conserva algunas características propias de 
una política de extensión (Tabla 8). En este orden de ideas, es posible afirmar que el referencial 
de la política pública de emprendimiento en Colombia, según lo visto en el CONPES 3424 de 
2006, presentó una evolución similar a la graficada en la Figura 4. 
En efecto, el objetivo de la política se hace claro en el documento, al señalar que esta busca: 
“crear las condiciones necesarias para facilitar el acceso al sistema financiero formal, mediante la 
provisión de crédito y otros servicios financieros, a las poblaciones que generalmente han sido 
excluidas de los mismos” (DNP et. al., 2006a, p. 8). Estos segmentos de población, identificados 
por la política, son: familias de menores ingresos, mipymes y emprendedores. 
 
  
                                               
100 Como se dijo en un pie de página anterior, Stevenson y Lundström (2007) expresan que los Gobiernos, con 
frecuencia, incluyen las políticas de grupos objetivo dentro de alguna de las otras tres tipologías de políticas de 
emprendimiento, ya que las primeras encierran un conjunto de medidas que sólo pueden ser efectivas si se 
acompañan de las medidas que componen a estas últimas. Por tanto, más que una tipología por sí misma, las 
políticas de grupos objetivo suelen ser un complemento de las políticas de extensión, políticas de creación de 
empresas o políticas de emprendimiento ‘holísticas’. Esto fue lo que se evidenció en el referencial de la política 
pública de emprendimiento colombiana durante los años 2006 – 2016, mostrado en los documentos CONPES, tal y 
como se verá a lo largo de este capítulo. 
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Tabla 8: Elementos destacables del referencial en CONPES 3424 de 2006 
Política de Extensión 
Normas Algoritmos 
 Las mipymes son consideradas dentro de 
los grupos objetivo de la política. 
 Se propone la necesidad de reformar el 
marco que regula el sistema crediticio 
(beneficiando tanto a emprendedores como 
a mipymes). 
Creación del “Fondo de las Oportunidades” para 
promover el acceso a los microcréditos. 
Política de creación de nuevas empresas 
Normas Algoritmos Imágenes 
Emprendimiento 
como forma de 
autoempleo 
Si se formalizan los canales de acceso al 
crédito, no sólo se reduce la informalidad 
empresarial, sino que además se 
aumentará la probabilidad de lograr un 
crecimiento económico alto. 
 El emprendimiento no sólo 
conduce a la creación de 
empresas, sino además contribuye 
a la reducción del desempleo y al 
logro del crecimiento económico. 
 Se reconocen las dificultades de 
financiación que tienen los 
emprendedores debido a los altos 
riesgos inherentes a su actividad. 
Política de grupos objetivo 
Valores Normas Algoritmos 
Fomentar la 
equidad social 
 El objetivo de la política es crear las 
condiciones necesarias para facilitar el 
acceso al sistema financiero formal a 
las familias de menores ingresos, 
mipymes y emprendedores. 
 Propone, tratar a fondo, el régimen de 
las tasas de interés y comisiones de 
administración de créditos, con el fin 
de facilitar el acceso al crédito a los 
grupos poblacionales ya mencionados. 
 Se relaciona a los emprendedores con 
población de escasos recursos 
(emprendimiento como forma de 
autoempleo). 
 Se insiste sobre la necesidad de 
trabajar sobre las tasas de interés 
y las comisiones, de manera que 
las entidades de financiamiento 
puedan cubrir los altos costos 
operativos del microcrédito. 
Política de emprendimiento holística 
Normas Algoritmos 
La necesidad de contar con el compromiso, no 
sólo de los Gobiernos regionales, sino también 
de actores de diversa naturaleza (banca, ONG, 
cooperativas, etc.) para la ejecución de la 
política. 
Crear una estrategia en materia de educación 
financiera que cuente con el compromiso del sector 
financiero  




Un importante elemento del referencial mostrado en esta política es la imagen que la 
Administración Uribe101 tiene del emprendimiento, el cual no sólo conduce a la creación de 
empresas, sino que además contribuye a la reducción del desempleo y al logro del crecimiento 
económico del país. Esta imagen, junto con la norma que relaciona a los emprendedores con la 
población de bajos ingresos, permite concluir que en el referencial de la política pública el 
emprendimiento es visto como una herramienta para combatir la pobreza. Aunque no se 
menciona de manera abierta en el texto, el referencial trae implícita una idea de promoción del 
emprendimiento como forma de autoempleo para la población de escasos recursos mediante la 
creación de nuevas empresas. No obstante, esta idea no significa que la política descarta el apoyo 
al emprendimiento que pueda surgir en segmentos de población distintos a la de escasos 
recursos, con un enfoque diferente al autoempleo (como es el caso de los proyectos productivos 
financiados por el Fondo Emprender del SENA, el cual es mencionado en el documento como 
uno de los canales de financiación abiertos por el Gobierno para facilitar la creación de 
empresas102). 
De igual modo, en el referencial se reconoce que los emprendedores afrontan mayores 
dificultades en la obtención de financiamiento que cualquiera de los otros grupos poblacionales 
considerados en la política, debido a los altos riesgos asociados a su actividad de desarrollo de 
nuevas empresas. No obstante, la política también enumera dos dificultades adicionales, 
aplicables no sólo a los emprendedores sino también a las mipymes: inexistencia de garantías 
sólidas que sean fácilmente ejecutables por las entidades financieras, y vacíos de información, 
tanto comercial como personal, del solicitante del crédito. Estas barreras profundizan no sólo la 
                                               
101 Pese a que este documento CONPES surgió en los últimos días del primer período presidencial de Álvaro Uribe, 
esta idea del emprendimiento se conservaría durante todo el segundo mandato, extendiéndose, incluso, hasta el 
primer mandato del Presidente Santos (ver DNP, 2010; Tarapuez et al, 2013).  
102 DNP et. al, 2006a, p. 7. 
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informalidad empresarial sino también la informalidad financiera, pues los empresarios se ven 
forzados a acudir al sector financiero informal para obtener los recursos necesarios para 
continuar con su operación.  
Banca de las Oportunidades propone remover estos obstáculos por medio de una reforma al 
marco regulatorio, que contempla no sólo un cambio en el esquema de garantías que existe en el 
sector financiero sino además la construcción de una base de datos que permita un mejor manejo 
de la información crediticia en las centrales de riesgo, y cambios en los regímenes de tasas de 
interés y comisiones de administración (las cuales cubrirían los altos costos operativos y 
administrativos asociados a los microcréditos, mejorando así su oferta). Esta última solución se 
repite en los algoritmos y normas del referencial, como una manera efectiva de combatir la 
informalidad financiera y ampliar el acceso al crédito formal. 
Así, los niveles de percepción articulados por el referencial en el documento CONPES 3424 
de 2006 presentan varias de las características enumeradas por Stevenson y Lundström que 
corresponden a una política de emprendimiento dirigida a la creación de nuevas empresas:  
 Se reconoce la existencia de un sector empresarial informal (aunque no se 
cuantifica su tamaño, ni tampoco se hace más mención de él, salvo en un solo 
párrafo del texto que lo relaciona con el sector financiero informal103). 
 Así mismo, se reconocen las dificultades que tienen, tanto emprendedores como 
microempresas, para la obtención de recursos crediticios.  
 El Gobierno percibe el emprendimiento y la creación de empresas como vehículos 
para la generación de empleo y crecimiento económico. 
                                               
103 DNP et. al, 2006a, p. 7. 
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No obstante, también presentan algunos elementos propios de una política de extensión como 
lo son la promoción del microcrédito, utilizando como estructura de ejecución todo el aparataje 
construido por el sistema financiero para apoyar a las mipymes, y la consideración de los 
empresarios (pequeños y medianos) dentro de la población objetivo de la política. 
Por último, aunque tiene una relevancia mucho menor dentro del referencial, estos niveles de 
percepción también contienen algunos elementos que corresponden a una política de 
emprendimiento ‘holística’, pues se expresa la necesidad de incluir, para la ejecución de la 
política, no sólo a los Gobiernos de los entes territoriales sino también a organismos 
multilaterales de cooperación, donantes internacionales, ONG, cooperativas, Cajas de 
Compensación Familiar y entidades bancarias. Esta necesidad, expresada tanto en normas como 
en algoritmos, resalta la aceptación, por parte del Gobierno Nacional, de incluir a actores de 
distintas naturalezas en la implementación de unas medidas que ayudarán a mejorar el acceso a 
la financiación de los emprendedores nacientes y nuevos emprendedores. Además, como ya se 
mencionó líneas arriba, la labor otorgada por la política a las entidades del sector financiero 
formal de brindar educación financiera a la población no bancarizada, también contribuye 
indirectamente a mejorar el entorno para el emprendimiento, toda vez que esta educación ayuda 
a que los futuros emprendedores conozcan los instrumentos financieros que se han abierto, tanto 
para la financiación de sus proyectos productivos como para el manejo de sus finanzas.  
CONPES 3439 de 2006 
Este documento CONPES, que establece la institucionalidad y los principios rectores sobre 
los cuales se formularía más adelante la Política Nacional de Productividad y Competitividad 
(contenida en el CONPES 3527 de 2008), no contiene ninguna directriz dirigida al 
emprendimiento. De hecho, las palabras “emprendimiento” y “emprendedor” no son 
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mencionadas a lo largo del documento; en su lugar, se habla de las mipymes. En efecto, uno de 
los principios de la política (norma en el referencial) expresa la obligación que tiene el Gobierno 
de priorizar el gasto mediante criterios de focalización, y uno de estos criterios esenciales es el 
énfasis en las mipymes. Por esta razón, se considera que el referencial de política pública de 
emprendimiento que se refleja en los principios rectores enunciados en este documento CONPES 
corresponde al de una política de extensión, con elementos de una política de grupos objetivo 
(Tabla 9). Estos últimos, sin embargo, presentan un interesante cambio respecto a los expuestos 
anteriormente en el CONPES 3424 de 2006.  
Mientras en la política Banca de las Oportunidades se hablaba sobre la importancia de generar 
crecimiento económico para combatir la pobreza (siendo el emprendimiento una herramienta 
para lograr este fin), el CONPES 3439 se refiere a la necesidad de impulsar una política de 
innovación que permita, no sólo la diversificación en los bienes de la canasta de exportación 
colombiana (tema que será reiterativo en los siguientes documentos CONPES), sino que 
promueva además la generación y difusión del conocimiento, tanto en la academia como en la 
empresa. Esta necesidad, que se hace visible en varios de los algoritmos e imágenes del 
referencial, demuestra el cambio que se presentó con relación a la población que sería objeto de 
algunas de las medidas de la política de emprendimiento en el futuro: pasarían de ser los grupos 
poblacionales con dificultades económicas o sociales para iniciar un proceso emprendedor, a ser 
los potenciales creadores de empresas de (o de productos basados en procesos de) innovación. 
En relación a los aspectos que hacen de este referencial uno propio de una política de 





Tabla 9: Elementos destacables del referencial en CONPES 3439 de 2006 
Política de Extensión 
Normas Algoritmos Imágenes 
 Un criterio de focalización 
del gasto público serán las 
mipymes. 
 Promover el desarrollo 




Si se quiere desarrollar al 
sector productivo 
(particularmente a las 
mipymes) se debe 
aumentar su acceso al 
crédito. 
Uno de los deberes del sistema 
financiero es dirigir una parte de sus 
recursos al financiamiento de las 
mipymes 
Política de grupos objetivo 
Normas Algoritmos Imágenes 
Para lograr una mayor 
bancarización es necesario 
ampliar la cobertura de los 
servicios del sector financiero a 
los grupos poblacionales que 
han sido excluidos de los 
mismos. 
Si se quiere que la 
innovación impulse la 
competitividad 
empresarial, se deben 
dedicar mayores esfuerzos 
al fortalecimiento del 
Sistema Nacional de 
Ciencia y Tecnología 
(SNCT). 
 Aumentos en la formación de 
capital humano llevarán a 
incrementos, tanto de la actividad 
innovadora como de la 
competitividad nacional. 
 Una mayor actividad innovadora 
llevará a una mayor diversificación 
de la canasta exportadora 
colombiana. 
Política de emprendimiento holística 
Imágenes 
“La competitividad es el resultado de la interacción de múltiples factores relacionados con las 
condiciones que enfrenta la actividad empresarial y que condicionan su desempeño, tales como 
infraestructura, recursos humanos, ciencia y tecnología, instituciones, entorno macroeconómico, y 
productividad” (DNP et al, 2006b, p. 1). 
Fuente: Elaboración propia 
 
 El establecimiento de las mipymes como el centro de la política (lo cual incluye a 
los nuevos emprendedores, ya que muchos de estos son propietarios de 
microempresas. De este modo, se excluye a los emprendedores nacientes). 
 El interés de la política por generar desarrollo económico en las regiones a través 
del acceso a los programas en materia de competitividad y productividad 
(enfocados a las mipymes y al fomento de las actividades de innovación). 
 El reconocimiento de las asimetrías de información y de la inexistencia de una 
regulación favorable a los acreedores, en materia de garantías de crédito, como 
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obstáculos importantes para la financiación de las mipymes, lo cual representa un 
impedimento para su desarrollo.  
Finalmente, un elemento que vale la pena destacar del referencial, (y que tiene relación con 
una política de emprendimiento ‘holística’), es el reconocimiento que se hace de los múltiples 
factores que afectan la actividad empresarial104, a saber: “infraestructura, recursos humanos, 
ciencia y tecnología, instituciones, entorno macroeconómico, y productividad” (DNP, et. al., 
2006b, p. 1). Respecto a las instituciones, es importante mencionar la imagen que tiene el 
Gobierno Nacional sobre la relación positiva que existe entre el buen funcionamiento de las 
instituciones públicas y privadas con el desarrollo económico y social (incluyendo las reglas de 
juego105). 
CONPES 3484 de 2007 
De manera similar a Banca de las Oportunidades, los niveles de percepción articulados por el 
referencial en la política nacional para la transformación productiva contienen elementos que 
corresponden a los de una política de creación de nuevas empresas, la cual es complementada 
con medidas que pertenecen, tanto a políticas de extensión, como a políticas de grupos objetivo. 
Estas últimas están dirigidas no sólo a los grupos sub-representados como propietarios de 
empresas (población afrocolombiana, palenquera y raizal, indígenas, mujeres, etc.) sino también 
a los posibles creadores de empresas de innovación (a través de medidas que buscan fortalecer 
los sistemas de innovación en el país). Sin embargo, a diferencia del CONPES 3424 de 2006, los 
niveles de percepción articulados por el referencial en la política nacional para la transformación 
                                               
104 Incluyendo la actividad de los nuevos emprendedores, como ya se mencionó líneas arriba. 
105 Entendidas como leyes y normas por el documento CONPES. Baumol (1990) demostraría que estas “reglas de 
juego”, junto con la cultura de una sociedad en un momento determinado, ejercen una influencia considerable sobre 
el surgimiento y el desempeño de la actividad emprendedora de los habitantes en una nación. Para ver cómo se ha 
analizado el emprendimiento y su política pública desde el neo-institucionalismo de elección racional, ver Baumol 
(1990); Minniti (2008); Campbell y Mitchell (2012). 
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productiva presentan elementos propios de una política de emprendimiento ‘holística’, exhibidos 
de formas más directas y contundentes que las menciones someras que se encontraron en los 
textos de las políticas analizadas hasta ahora (Tabla 10).   
En efecto, la política nacional para la transformación productiva presenta un diagnóstico más 
completo del entorno que incide sobre la operación de las microempresas y de las pymes en el 
país; más importante aún, expone las diferencias que subyacen en estos dos tipos de empresas, 
destacando sus respectivas necesidades, las cuales, como lo señala el texto, deben ser abordadas 
con medidas de política pública diferentes. De igual modo, el concepto de emprendimiento en 
este documento es tratado de una manera mucho más global, haciendo mención por primera vez 
a la Ley 1014 de 2006 (Ley de Fomento a la Cultura del Emprendimiento)106, recalcando la 
importancia de su promulgación y la necesidad de profundizar aún más las medidas tomadas en 
esta materia. En este orden de ideas, es posible afirmar que los niveles de percepción del mundo 
articulados por el referencial de la política pública de emprendimiento se hicieron mucho más 
robustos y completos de lo que se habían encontrado en los documentos CONPES anteriores, lo 
que demuestra una clara evolución tanto del referencial como de la política pública en sí.  
Quizá dos de los elementos más significativos mostrados por el referencial en la política para 
la transformación productiva son: la importancia que se le otorga a las oportunidades y el 
reconocimiento del proceso emprendedor (ver Tabla 4).  
 
  
                                               
106 La cual fue promulgada en enero de 2006, meses antes de la redacción de los documentos CONPES 3424 y 3527. 
La mención de esta ley en la política es una clara señal de que el emprendimiento es visto en la misma como una 
cultura que merece ser fomentada, brindando así una mayor importancia a la fase de sensibilización del proceso 
emprendedor. Dicho de otro modo, el emprendimiento es visto por el Gobierno de una manera más holística, yendo 




Tabla 10: Elementos destacables del referencial en CONPES 3484 de 2007 
Política de Extensión 
Normas Imágenes 
 El objetivo de la política es que las mipymes 
mejoren su productividad y competitividad, 
constituyéndose en fuentes de generación de 
ingresos y empleo. 
 Debido a las diferencias que existen entre las 
microempresas y las pymes, es necesario 
ajustar las medidas de política a cada una de 
sus necesidades particulares. 
 “Para lograr una mayor efectividad de los 
créditos productivos, es conveniente ofrecer 
servicios de acompañamiento técnico a las 
empresas”. 
 Las mipymes son actores estratégicos en el 
crecimiento de la economía y ayudan en la 
reducción de la pobreza. 
 Las pymes no conciben los mercados externos, 
ni el mercado de la contratación pública, como 
oportunidades de negocio. 
 El bajo acceso a financiamiento de las 
mipymes imposibilita su transformación 
productiva, afectando su productividad y 
competitividad. 
Política de creación de nuevas empresas 
Normas Algoritmos Imágenes 
Se pone en evidencia 
la necesidad de 
simplificar los trámites 
que se deben llevar a 
cabo para abrir una 
empresa, 
convirtiéndose en un 
objetivo de la política 
(tanto a nivel nacional 
como territorial) 
 Si se desea crear una estrategia 
de generación de 
emprendimientos efectiva, se 
deberán desarrollar 
instrumentos de financiación 
adecuados a las diversas fases 
del proceso de formación y 
consolidación de nuevas 
empresas. 
 Si se desean reducir los niveles 
de informalidad empresarial, es 
necesario simplificar trámites y 
brindar más información sobre 
los beneficios de operar en la 
formalidad. 
 Mención de la Ley 1014 de 2006, 
estableciendo la relación entre el 
fomento de la cultura del 
emprendimiento con la creación de 
empresas. 
 Las microempresas tienen un 
limitado acceso al mercado 
financiero formal, lo que explica 
que operen en la informalidad. 
 La creación de empresas como 
alternativa de generación de 
ingresos para la población menos 
favorecida. 
Política de grupos objetivo 
Normas Algoritmos 
 Una de las estrategias de la política tiene como 
objetivo brindar incentivos y crear condiciones 
para que las mipymes puedan desarrollar sus 
capacidades de innovación y desarrollo 
tecnológico. 
 Se pide que se garantice la inclusión de: “la 
población vulnerable, minorías étnicas y 
población en situación de desventaja” en la 
implementación de las medidas contempladas 
en este documento CONPES. 
 Se busca la promoción de la transferencia, no 
sólo de tecnología sino de conocimiento, a 
través de tres líneas de acción: apoyar a  las 
mipymes en sus actividades de “búsqueda, 
evaluación, negociación y apropiación de 
tecnología”; fortalecimiento del vínculo 
academia – empresa; y vinculación temporal 
de investigadores a las mipymes. 
Política de emprendimiento holística 
Normas Imágenes 
 Se propone la necesidad de crear sistemas de 
información que evidencien oportunidades de 
negocio para los emprendedores. 
 Las acciones emprendidas por el Gobierno 
Nacional, dirigidas a mejorar la confianza y 
reducir la incertidumbre macroeconómica, han 
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 Se hace énfasis en la necesidad de: “llevar a 
cabo un amplio ejercicio de coordinación que 
complemente esfuerzos entre las distintas áreas 
y niveles del Gobierno, los organismos de 
cooperación internacional y las organizaciones 
privadas que desarrollan programas de 
emprendimiento para definir derroteros de 
acción comunes hacia el logro [de los objetivos 
de la política]”.  
 Se propone: “reglamentar la Ley 1014 de 2006 
y definir una estrategia de fomento al 
emprendimiento”. 
mejorado el entorno de los negocios y facilitan 
la acción de las empresas. 
 El uso de las TIC puede reducir los costos de 
operación de las mipymes y facilitar su 
gestión, de ahí que el Gobierno Nacional haga 
esfuerzos por mejorar el acceso y la 
infraestructura de las TIC. 
 “La articulación productiva, la conformación 
de redes de colaboración y la promoción de la 
asociatividad empresarial, son mecanismos 
para mejorar la capacidad de las mipymes para 
operar en la formalidad”. 





El primer elemento (mencionado, tanto en normas como en imágenes, no sólo en relación a 
los emprendedores sino también a los empresarios mipymes) constituye un hecho relevante, toda 
vez que demuestra la admisión, por parte del Gobierno, del impacto que tiene el descubrimiento, 
evaluación y explotación de las oportunidades107 en el surgimiento y desarrollo del 
emprendimiento en particular, y de la actividad empresarial en general. Esta relación, vale 
señalar, no es nueva: ya había sido realizada en la definición que la Ley 1014 brinda del 
concepto de emprendimiento (expuesta en la Tabla 3). Sin embargo, en ninguno de los 
documentos CONPES analizados anteriormente se encontró que dicha relación fuese expuesta de 
manera explícita, como sí se encontró en este texto. 
El segundo elemento, encontrado al interior de un algoritmo del referencial, es tan importante 
como el primero, ya que delimita el alcance de la política pública de emprendimiento en relación 
a la política pyme que también se pretende impulsar con este documento. En otras palabras, el 
reconocimiento de que la creación de empresas lleva detrás un proceso de formación y 
consolidación que requiere de un apoyo gubernamental distinto al que se le brinda a las empresas 
ya establecidas, demuestra la clara diferenciación que el Gobierno tiene de ambas políticas 
públicas (emprendimiento y pyme); una diferenciación que, como se discutió en el capítulo dos, 
no todos los Gobiernos del mundo han realizado con éxito, especialmente los de países con 
economías en desarrollo.  
Estos elementos, relevantes para la generación y consolidación de una política pública de 
emprendimiento (Stevenson & Lundström, 2007; Huggins et al., 2015), permiten concluir que, a 
diferencia de Tarapuez et al., (2013) quienes establecen el año 2009 como la fecha en la cual se 
                                               
107 Para usar la definición acuñada por Shane y Venkataraman (2000), citados por Campbell y Mitchell (2012, p. 
185), acerca del campo de estudio del emprendimiento.  
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afianza la política pública de emprendimiento en Colombia108, el referencial, en el documento 
CONPES 3484, establece este hecho en una fecha anterior: 2007. Pese a que el referencial ya 
había mostrado elementos que dan cuenta de la existencia de esta política pública antes de 2007 
(como se ve en los documentos CONPES analizados anteriormente), lo cierto es que éste no 
había exhibido características tan determinantes de la política pública de emprendimiento como 
las que aquí se mencionan.  
De igual modo, los niveles articulados por el referencial en la política para la transformación 
productiva tuvieron en cuenta tres áreas que no fueron tratadas en los documentos CONPES 
3424 y 3439 de forma satisfactoria. Estos son: la urgencia de simplificar los trámites requeridos 
para la creación y operación de las empresas, la alta informalidad empresarial en el país y la 
necesidad de mejorar, tanto la oferta como la demanda, de los servicios de desarrollo 
empresarial. 
A diferencia del CONPES 3424, que menciona la informalidad empresarial sólo una vez en 
todo el texto (y es relacionada con la informalidad financiera), en la política para la 
transformación productiva se cuantifica el tamaño de este fenómeno para las microempresas en 
Colombia109: 53,5% de éstas no pagan impuestos, 42% no llevan registro contable y 45% no 
cuentan con registro mercantil110 (DNP et al., 2007, p. 4). Este hecho tiene una estrecha relación 
con los trámites que se requieren para abrir una nueva empresa o para operar en la formalidad (y 
los costos asociados a los mismos). De ahí que la política trate la simplificación de trámites 
                                               
108 Con la expedición de la Política Nacional de Emprendimiento, por parte del MCIT.  
109 Respecto a las pymes, el documento expresa que: “aunque no existen cifras oficiales sobre informalidad en las 
Pymes, se estima que un porcentaje importante de ellas lleva a cabo prácticas empresariales informales, debido a los 
altos costos de operar en la formalidad” (DNP et al., 2007, p. 5). 
110 Como se puede ver, la informalidad empresarial puede ser medida de muchas maneras. Sin embargo, la tenencia 
o no de registro mercantil es la que se emplea comúnmente para cuantificar este fenómeno en el país (Cámara de 
Comercio de Bogotá [CCB], 2010). Con relación a esto, el documento se refiere del siguiente modo: “aunque existe 
un debate respecto a la definición de informalidad y problemas en su medición, en el presente documento se 
entiende que una empresa opera en la informalidad cuando, desempeñando una actividad económica legal, no 
cumple con los requisitos exigidos por el Estado” (DNP et al., 2007, p.4).  
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como una estrategia transversal, que beneficie no sólo a los emprendedores sino también a las 
mipymes. Algunos avances en esta materia, citados por la política, son: ventanilla única de 
comercio exterior, formulario único de comercio exterior, formulario integrado para el pago de 
aportes a la seguridad social, inspección física en puertos, factura electrónica y reducción de 
procedimientos para la creación de empresa (DNP et al., 2007, p. 16).  
Los servicios no financieros de desarrollo empresarial, que buscan fortalecer las capacidades 
técnicas, tecnológicas y de gestión de las mipymes, también son materia de preocupación en la 
política, ya que los emprendedores y empresarios no hacen uso de los recursos que se ponen a su 
disposición (ya sea por el desconocimiento sobre su existencia o porque no cumplen los 
requisitos formales para acceder a ellos). Esto, en opinión del Gobierno, desincentiva el 
desarrollo de productos y servicios especializados para estos segmentos empresariales (DNP et 
al., 2007, p. 14). En la política se propone, entonces, mejorar la oferta y la demanda de estos 
servicios con medidas tales como subsidios (tanto para el acceso a los servicios como para la 
creación de nuevos productos), proporción de información (sobre los servicios y sus oferentes) e 
instrumentos de evaluación y seguimiento de los mismos.  
Estas áreas, junto con los siguientes elementos, convierten los niveles de percepción 
articulados por el referencial, desarrollados en el CONPES 3484, en propios de una política de 
emprendimiento dirigida a la creación de nuevas empresas:  
 La preservación de la imagen en el Gobierno Nacional del emprendimiento y las 
microempresas como fuentes generadoras de empleo y crecimiento económico en 




 La conservación de la imagen del emprendimiento como sinónimo de auto-
empleo para poblaciones vulnerables.  
 El reconocimiento del limitado acceso que tienen las microempresas a recursos de 
financiamiento formal. De nuevo, se plantean medidas que buscan no sólo 
facilitar el acceso de este segmento empresarial a los servicios del sector 
financiero sino crear además una cartera de servicios únicos que atiendan las 
diversas necesidades del emprendedor en las diferentes fases del proceso de 
creación de empresas (capital semilla, capital de riesgo y capital de arranque) 
(DNP et al., 2007, p. 23).  
Las características de política de extensión que se mantienen en el referencial son: el uso que 
se hace de la estructura de ejecución que existe para apoyar a las pymes en la aplicación de las 
medidas de apoyo a los emprendedores (tanto nacientes como nuevos), especialmente en los 
temas de acceso a la financiación y oferta de servicios de desarrollo empresarial; y la 
consideración de las pymes en algunas de las medidas de la política.  
Por último, es importante mencionar los elementos del referencial que son alusivos a una 
política de emprendimiento ‘holística’, los cuales presentan una mayor robustez respecto de los 
encontrados en los documentos CONPES anteriores:  
 La identificación de fallas de coordinación al interior de las diferentes áreas y 
niveles del Gobierno en la implementación y ejecución de medidas dirigidas al 
fomento y apoyo del emprendimiento. Aquí también se incluyen cámaras de 
comercio, organismos de cooperación internacional y organizaciones privadas que 
desarrollan programas de emprendimiento. 
89 
 
 El reconocimiento de la importancia y necesidad de impulsar medidas tendientes 
al fomento de la cultura del emprendimiento (reglamentación de la Ley 1014 de 
2006), con el fin de: “ampliar la base empresarial y generar cambios sustanciales 
en la estructura productiva nacional” (DNP et al., 2007, p. 23). La mencionada 
Ley contiene medidas dirigidas a fomentar el desarrollo de actividades de 
emprendimiento tanto en la educación superior como en la educación básica. 
 La existencia de reconocimientos y galardones que premian la innovación al 
interior de las empresas, como el Premio Colombiano a la Innovación 
Tecnológica Empresarial (Premio Innova), y la conciencia, por parte del Gobierno 
Nacional, del gran impacto que puede generar este tipo de iniciativas en el 
fomento de actividades de innovación y actualización tecnológica en las 
empresas.  
 La conciencia que tiene el Gobierno Nacional sobre la influencia que puede 
ejercer la acción pública en el mejoramiento del entorno de operación, tanto de las 
mipymes como de los emprendedores. 
 El impacto que genera sobre la actividad emprendedora la existencia de una 
infraestructura óptima, especialmente en el sector de las TIC.  
 La declaración que se hace sobre las potencialidades que las mipymes pueden 
alcanzar a través de mecanismos como la articulación productiva, la conformación 




CONPES 3527 de 2008 
Los niveles de percepción articulados por el referencial en el CONPES 3439 de 2006 
(principios rectores de la Política Nacional de Productividad y Competitividad) no tomaron en 
consideración el lugar y el papel que desempeñan los emprendedores potenciales, intencionales y 
nacientes dentro de la economía y sociedad colombianas, centrando su atención (de manera 
indirecta) sólo en los nuevos emprendedores (quienes realizan su actividad a través de las 
microempresas). En el CONPES 3527 de 2008 (que expone la Política Nacional de 
Productividad y Competitividad como tal), estos niveles de percepción muestran un cambio 
significativo, considerando no sólo el papel y el lugar de los emprendedores nacientes, sino 
también todos los factores que pueden llegar a afectar el nivel de actividad emprendedora en el 
país (fortalecimiento en la educación y cultura del emprendimiento111, coordinación 
interinstitucional, apertura de canales de financiación distintos al microcrédito, etc.); 
consideraciones, que ya habían sido hechas previamente en la política para la transformación 
productiva (CONPES 3484 de 2007). Lo anterior demuestra, una vez más, la importante 
transformación que experimentó el referencial de la política pública de emprendimiento en 
Colombia durante los años 2007 – 2008.  
Por lo tanto, se establece que el referencial de la política pública de emprendimiento en el 
CONPES 3527 de 2008 se mueve entre una política de creación de nuevas empresas y una 
política de emprendimiento ‘holística’, conservando medidas propias de una política de grupos 
objetivo. Aunque su participación es pequeña cuando se compara con el resto, el referencial aún 
mantiene elementos de una política de extensión (Tabla 11).   
  
                                               




Tabla 11: Elementos destacables del referencial en CONPES 3527 de 2008 
Política de Extensión 







 Facilitar el acceso a los 
servicios financieros a las 
mipymes (que incluye los 
microcréditos). 
 Impulsar reformas legales 
que permitan la creación 
de alternativas de 
financiación para las 
mipymes (como el 
factoring y los fondos de 
capitales de riesgo). 
 Fomentar el uso de las 
TIC en las mipymes. 
Se proponen acciones que 
van encaminadas a dar 
solución a las necesidades 
expuestas en las Normas 
(acceso a financiación, 
programas de capacitación 
y desarrollo empresarial, 
generación de esquemas de 
asociatividad, desarrollo del 
Mercado de Valores, entre 
otras).  
El papel del Estado en la 
mejora de la 
productividad es: 
“facilitar los esfuerzos 
productivos del sector 
privado” (este último, 
representado por el 
sector empresarial). 
Política de creación de nuevas empresas 









 El objetivo de largo plazo 
de la política de 
competitividad es la 
promoción de la 
competencia en el aparato 
productivo. 
 Con la política se busca 
que las mipymes y las 
nuevas empresas: “sean 
más productivas y puedan 
generar más empleos de 
mayor calidad”. 
 Se espera conseguir la 
simplificación de los 
trámites para la creación 
de empresas. 
Conseguir un aumento en el 
número de empresas que 
operan en la formalidad, a 
través de acciones en: 
proyectos de asistencia 
técnica a microempresas 
(realizados por Cámaras de 
Comercio, academia y 
Estado); mejoramiento en 
el clima de los negocios; 
simplificación de trámites 
de constitución y 
tributarios; mejoras en la 
reglamentación laboral y de 
liquidación de empresas, 
etc. 
Aumentos en la 
competitividad de las 
empresas llevarán a la 
generación de mejores 
oportunidades de 
empleo y a la reducción 
de los niveles de 
pobreza. 
Política de grupos objetivo 




y el Estado 
con las 
comunidades. 
“El objetivo de la política de 
competitividad es lograr la 
transformación productiva 
del país”.  
 Mejorar la innovación 
tecnológica en los 
sistemas de producción 
agropecuarios a través 
de la financiación de 
proyectos de innovación 
y desarrollo de líneas de 
El conocimiento como 
instrumento para 
conseguir el desarrollo 
socioeconómico.  
                                               
112 Término acuñado en 1999 por Juan Somavia (primer director general de la OIT), el cual se caracteriza por cuatro 
objetivos estratégicos: los derechos en el trabajo, las oportunidades de empleo, la protección social y el diálogo 
social. Para Somavia, estos cuatro objetivos cumplen, a su vez: “una función en el logro de metas más amplias como 
la inclusión social, la erradicación de la pobreza, el fortalecimiento de la democracia, el desarrollo integral y la 
realización personal” (Levaggi, 2004. Párr. 4). 
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crédito para este 
segmento empresarial. 
 Formalización laboral 
mediante la promoción 
de creación de empresas 
entre la población 
vulnerable.  
 Transformación 
productiva a través del 
fomento a actividades y 
proyectos de 
innovación, tanto en las 
empresas como en la 
academia, así como el 
fortalecimiento de los 
sistemas de innovación.  
Política de emprendimiento holística 
Normas Algoritmos Imágenes 
Se propone como 
objetivo de una de las 
estrategias de la política 
el fortalecimiento del 
vínculo entre las 
universidades, los 
Gobiernos regionales y 
el sector productivo 
(para el desarrollo de las 
regiones). 
Fomento al emprendimiento a través 
de las siguientes acciones: creación de 
fondos de capital semilla, 
reglamentación de la Ley 1014 de 
2006, formulación de las bases para la 
Política Nacional de Emprendimiento, 
promoción de concursos y premiación 
de planes de negocio, sensibilización 
de 1000 personas en temas 
relacionados con la actividad 
emprendedora, etc. 
“Colombia cuenta hoy con un 
Sistema Nacional de 
Competitividad consolidado, con 
una amplia participación de la 
academia, las empresas, los 
trabajadores, las regiones y las 
autoridades públicas”. 











Los elementos del referencial que se hacen presentes en la Política Nacional de 
Competitividad y Productividad, que pertenecen a una política de creación de nuevas empresas, 
son:  
 La presencia, una vez más, de la visión que tiene el Gobierno Nacional respecto al 
emprendimiento como herramienta para combatir el desempleo y la pobreza; y 
como vehículo para la generación de un mayor crecimiento económico. 
 La elaboración de una estrategia dedicada a motivar a la población vulnerable 
(mujeres, discapacitados, minorías étnicas, jóvenes) para considerar la creación de 
empresas como forma de auto-empleo. 
 La identificación que se hace de la informalidad empresarial y laboral como 
problemas públicos; y las medidas de política que se plantean para su reducción 
(simplificación de trámites para creación de empresa y para vinculación de 
personal, desarrollo de proyectos de asistencia técnica microempresarial que 
conduzcan a la formalización, creación de regímenes de simplificación tributaria 
para las mipymes, gradualidad en el pago de parafiscales, entre otras).  
 La insistencia que se hace en el documento sobre la necesidad de mejorar el clima 
de negocios para las mipymes y de comprometer a todas las entidades del 
Gobierno para el logro de éste propósito. 
 La norma en la cual se enuncia que el objetivo de largo plazo de una política de 
competitividad: “debe ser reducir la protección y promover la competencia en el 
aparato productivo” (DNP et al., 2008a, p. 6). 
 La importancia que se le brinda al tema de facilidades de financiación para las 
mipymes. En esta política, no sólo se trata el tema del acceso a las mipymes al 
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microcrédito en el sector financiero formal, sino que se habla de cambiar la 
regulación existente para crear alternativas de financiación que beneficien tanto a 
empresarios como a emprendedores (desarrollo del factoring, regulación en el 
mercado de valores, establecimiento de mejores estándares para la administración 
y gestión de carteras colectivas con el fin de facilitar el desarrollo de capitales de 
riesgo y fondos de capital privados, etc.).  
Similar al CONPES 3484, el elemento que se presenta dentro del referencial en el CONPES 
3527, que corresponde a una política de extensión, es el empleo que se realiza de la estructura de 
ejecución, dirigida inicialmente a las pymes, para la provisión no sólo de alternativas de 
financiación (mencionadas anteriormente) sino también de programas de capacitación y 
desarrollo empresarial a los emprendedores. Aquí también se incluyen programas de fomento a 
la innovación y la actualización tecnológica en equipos (que van dirigidos a todos los segmentos 
empresariales), y de aprovechamiento de las TIC al interior de los procesos productivos de las 
empresas (con el fin de aumentar su productividad y competitividad). 
Respecto a los elementos del referencial que pertenecen a una política de grupos objetivo, 
cabe destacar la imagen que presenta el Gobierno del conocimiento como instrumento para el 
logro del desarrollo. En este sentido, en el referencial se encuentran algoritmos y normas que 
establecen principios de acción encaminados a fomentar la generación de conocimiento e 
innovación113, no sólo en la población vulnerable identificada por la política (mencionada arriba) 
sino también en la industria, tanto urbana como rural (sector agropecuario). Así, la política 
propone medidas tales como el fortalecimiento de los sistemas de innovación (academia- 
                                               
113 La cual se relaciona con la ‘transformación productiva’ (definida en el CONPES 3527 como la producción de 
nuevos productos), objetivo final de la política de competitividad. Para ver la relación entre la innovación (como 
creación de nuevos productos) y el emprendimiento, ver Hébert y Link (1989), Baumol (1990), Campbell y Mitchell 
(2012) y Huggins et al. (2015). 
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Gobierno-empresa), desarrollo de clústeres y otras formas de aglomeración, fortalecimiento del 
sistema de propiedad intelectual, programas de investigación y formación de capital humano 
dirigidos a la generación y traducción del conocimiento en los procesos productivos, entre otros.  
Finalmente, los elementos contenidos en los niveles de percepción articulados por el 
referencial que corresponden a una política de emprendimiento ‘holística’ son:  
 El compromiso mostrado por el Gobierno Nacional frente al fomento de la cultura 
del emprendimiento, no sólo mediante la reglamentación de la Ley 1014 de 2006 
(que como ya se dijo, incluye al sector educativo en las labores de sensibilización 
y promoción de la actividad emprendedora114), sino también a través de la 
premiación de planes de negocios y de acciones de fomento del emprendimiento 
dirigidas a las regiones. 
 La redacción de las bases para la formulación de la Política Nacional de 
Emprendimiento; documento con el cual se busca exponer los objetivos, alcances 
y metas de la política pública de emprendimiento en Colombia. 
 La asignación del MCIT como ministerio responsable de la ejecución de las líneas 
de acción propuestas por la Política Nacional de Competitividad y Productividad 
dirigidas al emprendimiento, llegando en algunos casos a coordinar las acciones 
que otras instituciones del Gobierno tienen en la materia (tales como el SENA o 
Colciencias). 
 La creación y puesta en marcha de fondos de capital semilla de origen público. 
                                               




 Servicios de acompañamiento a las iniciativas empresariales (que incluyen 
asesoría en la formulación y desarrollo de planes de negocio e identificación de 
alternativas de financiación para estos planes). 
 El establecimiento de indicadores como: “sensibilización de 1000 personas para el 
fomento del emprendimiento”, con el fin de medir el desempeño de la política 
(DNP et al., 2008a, p. 24). 
CONPES 3533 de 2008 
Los sistemas de propiedad intelectual, junto con los sistemas de innovación, son elementos 
esenciales de las políticas de innovación, las cuales constituyen una pequeña parte de las 
políticas públicas de emprendimiento que se implementan alrededor del mundo (Yu, Stough y 
Nijkamp, 2009; Grimm, 2011). Estas políticas son catalogadas por Stevenson y Lundström 
(2007) como parte de las políticas de grupos objetivo, ya que en su mayoría apuntan a mejorar el 
entorno de los emprendedores cuyas ideas de negocio se desarrollan en los sectores de alta 
tecnología (que requieren insumos intangibles tan importantes como el conocimiento, el cual 
sólo puede ser adquirido a través de una estrecha relación con los centros de investigación y con 
la academia115).  
Sin embargo, los niveles de percepción articulados por el referencial de la política pública de 
emprendimiento, en las Bases de un plan de acción para la adecuación del Sistema de Propiedad 
Intelectual (SPI) (presentadas en el CONPES 3533), no consideran la relación mencionada en el 
párrafo anterior. De hecho, este documento presenta dos características que vale la pena resaltar 
para el presente análisis: una de ellas en lo que atañe al contenido del texto; la otra, en relación a 
una imagen que se presenta dentro del referencial. 
                                               
115 Hecho mencionado por Audretsch (2002), citado por Campbell y Mitchell (2012), y Huggins et al., (2015); 
autores discutidos en el Capítulo 2. 
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En efecto, cuando se revisa el contenido del CONPES 3533, se encuentra que en el texto sólo 
se hace uso del término “emprendimiento” para referirse a los emprendimientos culturales, los 
cuales presentan algunas características que los separan de los emprendimientos económicos116. 
A estos últimos se dirige, en gran medida, la política pública que se analiza en el presente 
trabajo, y sobre lo cual es consciente el Gobierno Nacional a través de la exposición de las 
Bases117. Es así como en este documento se hace mención del Programa de fomento a las 
Industrias Culturales y el Emprendimiento Cultural, mediante el cual se utiliza toda la estructura 
de ejecución que existe para el emprendimiento económico (MCIT, cámaras de comercio, 
SENA, universidades, incubadoras y sistemas privados de emprendimiento) en el apoyo de las 
ideas de negocio que surjan en el ámbito cultural. Llama la atención entonces que el referencial 
en las Bases de un plan de acción para la adecuación del SPI considere únicamente el 
emprendimiento cultural, dejando de lado el emprendimiento económico, pese a la importancia 
que se le brinda en este documento CONPES al sector empresarial como usuario del SPI. 
Sobre esto último, en el referencial se presenta la siguiente imagen, que enumera a la 
población que hace uso del SPI:  
Personas naturales (inventores aislados, autores, interpretes, artistas plásticos, 
programadores de sistemas, productores de cine y TV, periodistas, etc.), las empresas 
(PYMES, gran empresa nacional y multinacional), las instituciones académicas y centros 
de investigación tanto públicos como privados (Universidades, parques tecnológicos, 
incubadoras, centros de I & D, entidades gubernamentales, etc.). (DNP et al., 2008b, p. 
7). 
Pese a que las microempresas son tenidas en cuenta en el documento para el diagnóstico sobre 
la importancia que los empresarios le brindan a la propiedad intelectual, y del conocimiento que 
                                               
116 El mismo “emprendimiento de mercado” al cual hacen mención Campbell y Mitchell (2012) (Ver capítulo 2). 
Esta distinción, entre el emprendimiento cultural y el emprendimiento de mercado, es realizada por el CONPES 
3533 en el pie de página 11 (DNP et. al., 2008b, p. 13). 
117 DNP et. al., 2008b, p.p. 13 y 37. 
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tienen sobre las leyes y trámites que deben realizarse para su protección, este segmento 
empresarial no es considerado como usuario del SPI, así como tampoco lo son los 
emprendedores (quienes formarían parte de las ‘personas naturales’).  
Así las cosas, se concluye entonces que los elementos encontrados en los niveles de 
percepción, articulados por el referencial de la política pública de emprendimiento en el 
documento CONPES 3533, pueden ser catalogados como parte de una política de grupos 
objetivo, contenida a su vez en una política de extensión (Tabla 12). Si bien los emprendedores 
no son considerados en ningún momento dentro del documento, lo cierto es que las estrategias de 
política pública que se proponen en este CONPES afectan indirectamente a los emprendedores 
cuya actividad se vea influenciada por el funcionamiento del SPI (a través de las líneas de acción 
dirigidas a las pymes)118. De igual modo, dado a que el CONPES 3533 desarrolla un componente 
que forma parte de la política de innovación (el SPI), la cual comprende una de las tantas áreas 
que abarca la política pública de emprendimiento, no es posible establecer si los elementos aquí 
expuestos por los niveles de percepción del mundo constituyen un avance o un retroceso en el 
proceso de transformación del referencial de la política pública de emprendimiento en Colombia 
como tal. 
Dicho esto, es importante destacar las siguientes imágenes articuladas por el referencial:  
 El conocimiento comercializable119como uno de los grandes determinantes de la 
competitividad y productividad de un país, y como herramienta fundamental en la 
producción de bienes y servicios innovadores.  
                                               
118 Consideración que, al parecer, también fue hecha por el MCIT (2017) toda vez que este documento CONPES es 
considerado como uno de los instrumentos de planificación que sustentan la Política Nacional de Emprendimiento. 
Así mismo, el CONPES 3533 es mencionado en las líneas de acción propuestas por el CONPES 3866 para mejorar 
las actividades de transferencia de conocimiento y tecnología, tanto de las empresas establecidas como de las nuevas 
empresas (como se verá más adelante); hecho que puede reforzar la consideración que aquí se presenta. 
119 Ver justificaciones de la intervención pública en el emprendimiento (Capítulo 2). 
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Tabla 12: Elementos destacables del referencial en CONPES 3533 de 2008 
Política de Extensión 
Normas Imágenes 
A partir del 
fortalecimiento de 
los sistemas de 
innovación, ha 
surgido la necesidad 
de: “profundizar y 
establecer estrategias 
de investigación y la 
protección de la 
propiedad 
intelectual”.  
 Entre usuarios del SPI están las personas naturales, las empresas (pymes), 
instituciones académicas y los centros de investigación. 
 “Los pequeños y medianos empresarios desconocen la utilidad y las formas 
de protección de signos distintivos lo cual conduce en pérdidas de 
oportunidades y de mercados”. 
 La continua infracción de signos distintivos en Colombia impacta de manera 
negativa la productividad y la generación de empleo de las empresas. 
 “La mayoría de las mipymes no conocen la legislación sobre propiedad 
intelectual”, lo que lleva a desaprovechar los beneficios de este tipo de 
propiedad. 
 El MCIT y Colciencias como actores que conforman el SPI. 
Política de grupos objetivo 
Valores Normas Algoritmos Imágenes 
Protección y respeto 
por los Derechos de 
Propiedad Intelectual 
(DPI) 
 Las constantes 
infracciones a los 
DPI han 
evidenciado la falta 
de acciones 
dirigidas a la 
protección y al 
ejercicio pleno de 
las mismas. 
 Es necesario 
fomentar una 
cultura de respeto 
por las DPI. 
 Se deben simplificar 
los trámites 
requeridos para el 
registro de nuevas 
creaciones. 
 Se busca crear las 
condiciones para que el 
aparato productivo 
colombiano: 
“evolucione hacia una 
competencia basada en 
la creación, la 
adaptación tecnológica 
y la innovación” 
mediante 
capacitaciones a las 
empresas sobre activos 
intangibles, legislación 
nacional en protección 
de propiedad 
intelectual y beneficios 
que se derivan del 
ejercicio de los DPI. 
 Se proponen líneas de 




administra los DPI en 
el país. 
 “La producción de 
conocimiento, así 









sobre la productividad 
y competitividad de 
un país. 
 La relación 
universidad – 
empresa ejerce una 
influencia directa 
sobre la generación de 
conocimiento 
patentable.  
 La escasa actividad 









Fuente: Elaboración propia 
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 La importancia que tienen los sistemas de innovación en la generación de 
conocimiento comercializable. 
 La identificación que se hace de la baja actividad innovadora y del poco uso que 
hacen las empresas, tanto de la información sobre patentes como de los 
mecanismos de protección de los Derechos de Propiedad Intelectual, como causas 
que llevan a la pérdida de oportunidades en los mercados (ventajas competitivas, 
explotación de la información tecnológica de dominio público, obtención de 
regalías concernientes al uso de signos distintivos, etc.).  
 Los roles que se le asignan al MCIT y a Colciencias120 en el fortalecimiento del 
SPI: el primero, en la formulación, implementación y seguimiento de políticas 
relacionadas con la Propiedad Industrial, y en el fomento del uso de la 
información que existe en documentos relacionados con la Propiedad Intelectual; 
el segundo, en estimular a las empresas a la innovación y generación de 
conocimiento comercializable. 
CONPES 3866 de 2016 
La Política Nacional de Desarrollo Productivo (PDP) surge ocho años después de la Política 
Nacional de Competitividad y Productividad, bajo unas circunstancias (y un Gobierno) diferentes 
a las que rodearon a las políticas que hasta aquí se han analizado. A pesar de estos cambios, la 
PDP demuestra que el referencial de la política pública de emprendimiento en Colombia, antes 
que estancarse, continuó evolucionando, hasta llegar a conformar una política de 
emprendimiento ‘holística’, con elementos de una política de grupos objetivo; estos últimos 
dirigidos exclusivamente a los emprendedores cuya actividad se desarrolla en los sectores de alta 
                                               
120 Estos actores llaman la atención por el importante rol que desempeñan en la formulación e implementación de la 
política pública de emprendimiento en Colombia (Tarapuez et al., 2013; Perdomo & Arias, 2013; Quiroga, 2014; 
Vizcaíno & Rodríguez, 2014). 
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tecnología. Aunque en la PDP se reconoce que aún se deben mejorar algunos aspectos del 
emprendimiento en Colombia con medidas que corresponderían a una política de creación de 
nuevas empresas, como son los altos niveles de informalidad empresarial y la carga tributaria 
que afrontan los nuevos emprendedores al momento de crear sus unidades productoras, estos 
aspectos no ocupan un lugar preponderante en las líneas de acción que se proponen en el 
CONPES 3866 (Tabla 13).  
Los elementos contenidos en los niveles de percepción articulados por el referencial de la 
política pública de emprendimiento en el CONPES 3866, presentan una interesante ruptura 
cuando se les compara con los elementos que se encontraron en los documentos CONPES 
previamente analizados en este trabajo. Dicha ruptura se da, no sólo en la manera como el 
Gobierno Nacional concibe el emprendimiento, sino también en la forma como la política 
pública debe estructurarse para generar un mayor impacto en su desarrollo.  
El emprendimiento, entendido en las anteriores políticas como sinónimo de auto-empleo para 
ciertos grupos de población (mujeres, jóvenes, grupos étnicos minoritarios), que condujera a la 
reducción del desempleo y de los índices de pobreza en el país, es entendido ahora como uno de 
los determinantes de la productividad colombiana, que junto con la transferencia (y uso) de 
conocimiento y la generación de innovación, puede llegar a afectar la eficiencia de la unidad 
productora121. Así, el Gobierno Nacional cambia su imagen respecto al papel que desempeñan 
las nuevas firmas en la economía: pasan de ser vehículos para la mera generación de ingresos a 
ser actores relevantes en el logro de la diversificación122 y sofisticación123 del aparato productivo 
colombiano. 
                                               
121 Expresión que emplea la PDP para referirse a todos los segmentos empresariales, en lugar de usar el acrónimo 
‘mipymes’.  
122 “La diversificación mide la cantidad de actividades económicas y capacidades productivas con las que cuenta una 
economía” (DNP et al., 2016, p, 59). 
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Tabla 13: Elementos destacables del referencial en CONPES 3866 de 2016 
Política de Extensión 
Normas 
“La empresa debe estar en el centro de la política” 
Política de creación de nuevas empresas 
Imágenes 
 Existe un marco regulatorio desfavorable para la innovación y el emprendimiento (“no se 
evidencian avances en materia de tributaciones y legislaciones especiales que favorezcan el 
emprendimiento”). 
 “Algunas fallas de gobierno, como barreras regulatorias, han dificultado el surgimiento de 
instrumentos de financiación en masa (crowdfunding) y el capital de riesgo corporativo (corporate 
venturing)”. 
 Se relaciona el aumento de los niveles de productividad con la apertura de nuevas empresas que 
desarrollan procesos de innovación. 
 La PDP forma parte de la agenda integral de competitividad, la cual incluye temas de formalización 
(laboral y empresarial). 
Política de grupos objetivo 
Normas Algoritmos Imágenes 
 El primer 
objetivo 








y tecnología de 
las unidades 
productivas”. 
 Se busca: “preparar el aparato 
productivo para el 
aprovechamiento de la 
transferencia de conocimiento y 
tecnología” realizando acciones 
encaminadas a fortalecer los 
servicios de desarrollo 
empresarial, a promover el uso de 
tecnologías y la transferencia de 
conocimiento en el sector 
agropecuario, a la 
implementación de un sistema de 
información que reduzca las 
asimetrías que se presentan en 
este campo y a actualizar los 
lineamientos del CONPES 3533 a 
los de la PDP. 
 Para lograr aumentos en: “la 
actividad emprendedora y el 
emprendimiento en el aparato 
productivo”, se plantean acciones 
dirigidas a fortalecer la cultura 
del emprendimiento, fomentar 
modelos de capacitación 
empresarial (dirigidas a la 
creación de empresas que 
 El Gobierno justifica el bajo 
crecimiento de la productividad en el 
período 2000 – 2014 en la: 
“concentración de la producción de 
bienes de baja sofisticación”. Por 
ello es importante promover la 
transformación productiva, cuyo 
elemento central es la innovación. 
 La innovación es entendida como la 
creación de nuevos productos (que 
generen su propia demanda) o la 
generación de una variedad diferente 
de un producto ya existente124. 
 Las empresas innovadoras y 
potencialmente innovadoras perciben 
como un obstáculo para su actividad 
la escasa información sobre 
tecnología disponible, es por ello que 
no adaptan esta última a sus 
procesos. Esto revela fallas de 
coordinación entre los actores que 
poseen el conocimiento y aquellos 
que lo demandan. Esto último va en 
detrimento del desarrollo del 
mercado de servicios de desarrollo 
empresarial. 
                                                                                                                                                       
123 “La sofisticación captura el contenido tecnológico y de conocimiento utilizado para transformar un bien o un 
servicio en uno de mayor valor agregado” (DNP, et al., 2016, p, 59). 
124 Innovación en el sentido de Schumpeter (Ver Baumol, 1990). Para ver la importancia de este concepto sobre la 
definición del emprendedor, ver Anexo A. 
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incorporen procesos de 
innovación), cofinanciar 
proyectos de innovación que 
surjan dentro de las empresas e 
impulsar el funcionamiento de las 
instituciones que se dedican a la 
incubación y aceleración de 
empresas. 
 “Poseer una masa crítica de unidades 
productoras que realicen actividades 
de innovación es esencial para 
fomentar la productividad, la 
diversificación y la sofisticación de 
la economía. (…) Además de 
procesos de innovación en las 
empresas ya existentes, una 
economía más compleja e 
innovadora demanda la creación de 
empresas que generen mayor valor 
agregado”. 
Política de emprendimiento holística 







 El objetivo general 
de la PDP es: 
“desarrollar 
instrumentos que 
apunten a resolver 
fallas de mercado, 
de gobierno o de 
articulación a nivel 
de la unidad 
productora, de los 
factores de 








bienes y servicios 
más sofisticados”. 
 Se proponen acciones 
que buscan la 
promoción de nuevos 
instrumentos de 
financiamiento, y 
mejorar el acceso a 
estos, para la 
innovación y el 
emprendimiento. 
Algunas de estas 
acciones se encaminan: 
“al desarrollo de la 
industria de capital 
privado y de riesgo para 
financiar la creación, 
crecimiento y 
expansión de empresas 
innovadoras”, la 
modernización del 
Fondo Emprender y la 
generación de cambios 
en la regulación 
tributaria que 
contribuyan a fomentar 
el emprendimiento. 
 Con el fin de: “mejorar 
la gobernanza del 
Sistema Nacional de 
Competitividad, 
Ciencia, Tecnología e 
Innovación (SNCCTI)”, 
se le asigna al MCIT las 
funciones de: 
“formulación, 
 Se relacionan los 
incrementos en la 
productividad con la 
innovación y la promoción 
del emprendimiento; lo 
anterior, soportado por: 
“una estructura 
institucional que permita 
una adecuada colaboración 
público-privada”125. 
 “La generación de 
conocimiento liderado por 
las firmas facilita el 
surgimiento de 
emprendimientos de alto 
valor agregado que a 
través de nuevos procesos 
de producción dan lugar a 
bienes y servicios nuevos 
y de mayor calidad”. 
 El marco institucional que 
se requiere para ejecutar la 
PDP debe responder a dos 
desafíos: uno, la 
dimensión sistémica de la 
política y dos, la 
gobernabilidad (es decir, la 
articulación: “entre los 
distintos ministerios y 
agencias del Gobierno 
Nacional, entre el sector 
público y el privado, y 
entre el nivel nacional y 
las regiones”). 
                                               





e implementación de la 




 Se identifican varias 
debilidades en los factores 
que determinan la 
innovación y el 
emprendimiento. Entre 
ellas se destacan el bajo 
acceso a mecanismos de 
financiación, baja 
coordinación entre actores 
en los sistemas de 
innovación y baja cultura 
del emprendimiento. 
 Existe un: “bajo desarrollo 
de los servicios de apoyo y 
capacitación empresarial 
(…)”. Dicha capacitación 
sólo se concentra: “en la 
gestión y nacimiento de 
empresas, y no aborda 
suficientemente los 
procesos de consolidación 
y expansión”. 
 El bajo acceso a 
financiamiento: “es el 
mayor obstáculo en el 
ambiente de negocios”. 
Este obstáculo afecta: “a 
los nuevos 
emprendimientos y a los 
emprendimientos en 
sectores modernos”. 




Este cambio en la visión gubernamental acerca del emprendimiento y las nuevas firmas llevó 
también a una modificación en la forma como debe estructurarse la acción pública para impulsar 
la productividad nacional en general, y la actividad emprendedora en particular. En la PDP se 
cita el trabajo de Reina, Oviedo y Tamayo (2015), en el cual se advierte sobre la tendencia que 
tiene el Gobierno Nacional de dar soluciones verticales y discrecionales a problemas que tienen 
un carácter transversal y sistémico, como lo son algunas fallas de mercado (asimetrías de 
información y externalidades126); por esta razón, en el documento CONPES 3866 se propone la 
creación de un marco institucional que entienda y aborde la dimensión sistémica de la PDP, 
identificando los componentes, procesos, actores y relaciones que existen al interior de cada uno 
de los determinantes de la productividad y el fortalecimiento en la articulación entre los distintos 
ministerios y agencias del Gobierno Nacional, entre el sector público y el privado y entre el 
Gobierno Nacional y los diferentes Gobiernos regionales (DNP et al., 2016, p. 31).  
Sobre esto último, en la PDP se hace un llamado de atención especial respecto a la manera 
como la política pública de emprendimiento en Colombia está siendo diseñada, implementada, 
ejecutada y evaluada, ya que en estas labores “están involucradas simultáneamente distintas 
instituciones como el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (y sus entidades adscritas), el 
SENA y Colciencias”, lo cual “dificulta una focalización adecuada de las políticas y una 
especialización funcional de las diferentes entidades, y debilita el monitoreo de resultados por 
parte de las instancias encargadas de la formulación” (DNP et al., 2016, p. 66). Por ello, en la 
PDP se sugiere la asignación del MCIT como entidad encargada en las funciones de: 
“formulación, orientación, dirección, coordinación, ejecución e implementación de la política de 
Estado en materia de emprendimiento e innovación, incluyendo la transferencia de conocimiento 
                                               
126 Las cuales afectan directamente el nivel de actividad emprendedora en Colombia, como se discute en DNP et al. 
(2016, p. 47).  
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y tecnología para el mejoramiento de la productividad” (DNP et al., 2016, p. 99). De este modo, 
dentro del Sistema Nacional de Competitividad, Ciencia, Tecnología e Innovación (SNCCTI)127, 
el MCIT será el ministerio encargado de coordinar las acciones de los actores gubernamentales 
cuya acción influye directamente sobre el nivel de actividad emprendedora de los colombianos.  
Así, dada la naturaleza sistémica de la PDP, esta política tiene por objetivo general la 
corrección, no sólo de las fallas de mercado que existen en la economía colombiana, sino 
también de las fallas de gobierno o de articulación que están presentes: “a nivel de la unidad 
productora, de los factores de producción o del entorno competitivo, para aumentar la 
productividad y la diversificación del aparato productivo colombiano hacia bienes y servicios 
más sofisticados” (DNP et al., 2016, p. 68). Sin embargo, en el diagnóstico que en la PDP se 
realiza de los factores que determinan los niveles de innovación y emprendimiento en el país, 
también se identifican algunas fallas relacionadas con el sistema educativo, principalmente en lo 
que tiene que ver con la formación de habilidades para la creación de empresa y en el fomento de 
la cultura del emprendimiento128. Esto, sumado a las asimetrías de información identificadas por 
la PDP en el mercado financiero, las cuales afectan negativamente las posibilidades de los 
emprendedores para obtener recursos de financiamiento en las diferentes etapas del proceso 
emprendedor, constituyen las justificaciones de política de la PDP. 
Son estas las características que, en base a los hallazgos de la investigación de Stevenson y 
Lundström (2007), convierten a la PDP en una política pública de emprendimiento ‘holística’.  
 
 
                                               
127 Creado por la Ley 1753 de 2015, el cual busca integrar los sistemas de Competitividad e Innovación y de 
Ciencia, Tecnología e Innovación; con el fin de conseguir la unidad de acción en torno a los temas de productividad 
y competitividad en el país 
128 Para ver esto en detalle, ver DNP et al. (2016, p. 40, tabla 3). 
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Además de lo anterior, en el referencial se encuentran los siguientes elementos de interés: 
 Se hace uso de las categorías “emprendedores nacientes” y “nuevos 
emprendedores”, en lugar de incluirlos dentro de la amplia categoría de 
“emprendedores” o bajo el aún más amplio acrónimo de “mipymes”. De este 
modo, el referencial en el CONPES 3866 detalla puntualmente la población que 
será objeto de algunas de las medidas de la política pública de emprendimiento129.  
 Así mismo, en algoritmos e imágenes del referencial se pone en relieve la 
ausencia de programas (tanto de capacitación empresarial como de financiación) 
que se dirijan a la consolidación y expansión de las nuevas empresas. Este, para 
Stevenson y Lundström (2007), es un reconocimiento clave dentro de una política 
de emprendimiento ‘holística’. 
 De igual modo, el referencial, a través de algoritmos e imágenes, reconoce la 
labor realizada por las incubadoras y Centros de Desarrollo Empresarial en el 
país, además de identificar algunas dificultades relacionadas a ellas, como lo son 
la baja formación de habilidades empresariales en los nuevos emprendedores para 
conseguir el crecimiento y la consolidación de sus unidades productoras, y fallas 
de coordinación en los actores que conforman los sistemas de innovación 
colombianos.  
 La acción que se hace explícita, en uno de los algoritmos del referencial, de 
actualizar los lineamientos contemplados en el CONPES 3533 de 2008 para que 
se adecúen a los objetivos propuestos por la PDP en materia de transferencia de 
conocimiento y tecnología al interior de los sistemas de innovación (incluyendo 
                                               
129 Aunque no se haga mención de los emprendedores potenciales e intencionales de manera directa en el texto, estos 
son considerados por el referencial en la PDP, de manera indirecta, al mencionar las fallas que persisten en el 
sistema educativo nacional con respecto a las labores de sensibilización del emprendimiento en el país. 
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tanto a los emprendedores nacientes como a los nuevos emprendedores). De esta 
manera, el referencial en el documento CONPES 3866 conecta el SPI con las 
políticas dirigidas al apoyo y fomento del emprendimiento y la innovación en el 
país130. 
 Pese a que en la PDP se presenta la imagen que tiene el Gobierno Nacional de las 
fallas que afectan el fomento de la cultura del emprendimiento en el país, en la 
política también se destacan las labores que la Unidad de Gestión de Crecimiento 
Empresarial (INNpulsa Colombia), ha realizado en esta área, como son la 
creación del evento Héroes Fest131 y de la Agencia de noticias ColombiaINN132; 
además de las Alianzas Regionales por la Innovación, desarrolladas por 
Colciencias. 
 El llamado de atención que se hace desde el referencial (en varios de sus niveles 
de percepción) de crear una regulación que permita consolidar los instrumentos de 
financiación (tales como el crowdfunding y el corporate venturing, entre otros) 
para empresas con capacidad de innovación que se encuentren en etapas 
tempranas (semilla, puesta en marcha y expansión); además de fortalecer los 
instrumentos ya existentes (como la modernización del Fondo Emprender, el cual 
constituye el principal instrumento de financiamiento de capital semilla en el 
país)133.  
                                               
130 Conexión que no había sido establecida por el CONPES 3533, como se mencionó líneas arriba. 
131 “Diseñada para promover un entorno más emprendedor e innovador en Colombia con un método basado en 
ciencia cognitiva” (DNP et. al, 2016, p. 41, pie de página 28).   
132 “Estrategia para posicionar el tema de la innovación empresarial y el emprendimiento en las agendas nacional y 
regional, visibilizando casos de éxito de empresarios y emprendedores” (DNP et. al, 2016, p. 41, pie de página 28).   
133 Sobre esto, vale la pena destacar el gráfico que se presenta en DNP et. al. (2016, p. 48) sobre la estructura y el 




 El valor que se destaca en el referencial sobre las diferencias económicas y 
productivas que existen entre regiones, y por tanto, en los elementos que influyen 
sobre el entorno emprendedor de sus habitantes. Al respecto, la PDP señala la 
importancia de diseñar e implementar políticas ‘a la medida’ que apunten al 
fomento de la actividad emprendedora al interior de cada una de las regiones 
colombianas, con el fin de reducir las brechas de desarrollo que existen entre las 
mismas. Aquí también entran las consideraciones que se hacen en la política sobre 
la necesidad de impulsar el emprendimiento en el sector agropecuario en 
particular, y en las áreas rurales en general. 
 La inclusión de indicadores134 tales como: “empresas apoyadas en innovación 
empresarial y desarrollo tecnológico”; “porcentaje de avance en la consolidación 
de la estrategia de promoción de una mentalidad y cultura favorables a la 
innovación y al emprendimiento”; número de ruedas de negocios realizadas tanto 
para el sector industria como para el sector agropecuario, etc., para el seguimiento 
y evaluación de los resultados de la PDP135.  
  
                                               
134 Estos indicadores se encuentran en el Plan de Acción y Seguimiento (PAS) del CONPES 3866 (documento 
disponible en la página web del DNP). 
135 Indicadores de seguimiento y evaluación propios de una política pública de emprendimiento ‘holística’ 




En el mes de agosto del 2015, en el evento ‘Colombia Startup’ (que reunió a personas y 
entidades involucradas en el ecosistema del emprendimiento), Carlos Castañeda, director de 
Wayra136 para Colombia, expresó que: “la palabra que puede resumir la historia del 
emprendimiento en Colombia es: evolución” (DINERO, 2015, párr. 11). Esta misma expresión 
sintetiza los hallazgos presentados en el análisis cognitivo que este trabajo realizó de la política 
pública de emprendimiento colombiana, estudiando los cambios que tuvo el referencial de esta 
política a la luz de las tipologías construidas por Stevenson y Lundström (2007). 
Y es que, a medida que el Estado colombiano fue adquiriendo un mayor conocimiento acerca 
de los factores que influyen sobre la actividad emprendedora en el país, las medidas que 
conformaron la política pública dirigida al apoyo y fomento del emprendimiento se fueron 
haciendo cada vez más y más complejas, abarcando un gran número de áreas de política e 
involucrando la participación de un mayor número de actores, tanto públicos como privados, en 
las tareas de formulación y ejecución de las mismas. Lo anterior demuestra el enorme rol que 
desempeñan las ideas y el conocimiento en la definición, implementación y cambio de las 
políticas públicas. Esto fue lo que se buscó mostrar en el presente trabajo, el cual es compuesto 
por tres capítulos.  
En el primer capítulo, se expuso la definición de ‘política pública’ que se usó para esta 
investigación, en la cual Ordóñez-Matamoros (2013) le brinda un lugar preponderante al 
conocimiento, que junto a la voluntad política y los recursos disponibles, puede conseguir el 
logro de objetivos sociales. De igual modo, se presentaron las perspectivas epistemológicas que 
se pueden encontrar en la investigación en ciencias sociales, así como los marcos teóricos o 
                                               
136 Es una iniciativa de la compañía española Telefónica que se dedica a la aceleración de puestas en marcha (‘start-
ups’), la cual inició operaciones en el año 2011 en América Latina y España. Brinda los servicios de financiación y 
mentoría a las nuevas empresas que se crean en el sector de las telecomunicaciones.  
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enfoques que existen en la disciplina del análisis de las políticas públicas. Se procede luego a 
exponer el enfoque cognitivo y se explica el marco de análisis por el referencial creado por el 
profesor Muller (2010). Se concluye entonces que el concepto de referencial, el cual corresponde 
a la visión que se tiene del lugar y el papel del campo de acción considerado en la sociedad, y los 
cuatro niveles de percepción del mundo que éste articula (valores, normas, algoritmos e 
imágenes), se presentan como útiles herramientas para analizar los cambios que ha tenido la 
política pública de emprendimiento colombiana, en el período 2006 – 2016.  
En el segundo capítulo se presentaron las diferentes definiciones que existen del término 
‘emprendimiento’, tomando para este trabajo aquellas que ven el emprendimiento como una 
dinámica económica o un fenómeno social, ya que en opinión de Stevenson y Lundström (2007) 
y Sheriff y Muffatto (2014), estas son importantes para el desarrollo de la política pública pues 
consideran al Gobierno como un actor relevante en el fomento y apoyo de la actividad 
emprendedora. Así mismo, se expusieron las diversas justificaciones que existen para la 
intervención pública en el emprendimiento, la forma como ha evolucionado la política pública de 
emprendimiento en el mundo y sus diferencias respecto a la política empresarial (o política 
pyme).También, se explicaron brevemente dos de los marcos teóricos y conceptuales que se han 
construido para caracterizar la política pública de emprendimiento: el Marco Ecléctico y la 
investigación de Stevenson y Lundström (2007), usando esta última para la realización de este 
trabajo por cuanto puede ser aplicada a países con economías en desarrollo (como Colombia) y 
posee elementos que resultaron ser útiles para los propósitos del presente análisis. Por último, se 
presentó la definición, el marco de medidas y las tipologías de la política pública de 
emprendimiento construidos por Stevenson y Lundström (2007), concluyendo que las 
características agrupadas por estas últimas pueden complementar el análisis del referencial de la 
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política pública de emprendimiento en Colombia, puesto que permiten conocer los problemas 
públicos que el Gobierno colombiano intentó abordar con esta política pública, brindando una 
visión mucho más detallada acerca de su transformación en el tiempo. 
En el tercer capítulo se mostraron los antecedentes y el contexto histórico que rodearon el 
surgimiento, tanto de la política pública de emprendimiento, como de la política industrial y la 
política pública pyme en Colombia; demostrando cómo las circunstancias políticas, económicas 
y sociales ejercieron una influencia considerable sobre la visión que tuvieron las diferentes 
Administraciones respecto al lugar y el papel que debían desempeñar la industria, la empresa y el 
emprendedor, en la economía y sociedad colombianas, en un momento determinado. De igual 
modo, se hizo un breve recuento de los comienzos de la planeación en el país y se muestra una 
caracterización del Consejo Nacional de Política Económica y Social, destacando sus funciones 
y los actores que lo conforman. Posteriormente, se expuso paso a paso el análisis que se realizó a 
los documentos CONPES que sustentan la política pública de emprendimiento en Colombia, 
presentando la matriz que fue construida para tal propósito y que relaciona los cuatro niveles de 
percepción articulados por el referencial (Muller, 2009; Muller, 2010), con las cuatro tipologías 
elaboradas por Stevenson y Lundström (2007). Finalmente, se revelaron los resultados del 
análisis cognitivo de la política pública de emprendimiento en Colombia, en el período 2006-
2016, a partir de sus instrumentos de planificación. 
De este análisis se concluye que el referencial de la política pública de emprendimiento 
colombiana presentó una importante evolución en los últimos diez años, pasando de conformar 
una política enfocada en la creación de nuevas empresas (con énfasis en los grupos poblacionales 
con dificultades económicas o sociales para iniciar un proceso emprendedor) a conformar una 
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política de emprendimiento ‘holística’ (dirigida a los emprendedores con capacidad de crear, 
tanto empresas como productos, basados en procesos de innovación) (Figura 7). 
Esta transformación responde a los cambios en la visión que tuvieron los Gobiernos del 
período 2006 – 2016 respecto al papel y el lugar que debían tener, tanto la actividad 
emprendedora como el emprendedor, dentro de las estrategias orientadas a generar aumentos en 
la productividad y competitividad del país: el emprendimiento pasa de ser una herramienta para 
combatir la pobreza y crear nuevos puestos de trabajo, a ser uno de los determinantes de la 
productividad colombiana, que junto con la transferencia (y uso) de conocimiento y la 
generación de innovación, conduce a la sofisticación y la diversificación del aparato productivo 
colombiano. Este cambio de visión le permitió al Estado identificar los diferentes factores que 
ejercen influencia sobre la actividad emprendedora en Colombia, lo que le llevó, en últimas, a 
configurar una política pública más robusta, con medidas que le permitiesen abordar los diversos 
obstáculos que afronta el desarrollo del proceso emprendedor en el país137.  
La presente investigación se suma a la reducida lista de trabajos académicos realizados en 
Colombia que buscan indagar más acerca de la política pública de emprendimiento que se 
diseña, implementa, ejecuta y evalúa en el país. De igual modo, representa un primer paso en la 
aplicación del marco de análisis por el referencial en el examen académico de esta política 
pública. Por ello, se considera que este documento no está exento de errores y posibles 
omisiones, causados en parte por las limitaciones que tuvo esta investigación como consecuencia 
del objeto de análisis que fue seleccionado para la realización de este trabajo.  
 
  
                                               
137 Los cuales son enumerados y medidos por la encuesta GEM 2016 (Varela et al, 2017, p.p. 66 – 75). 
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Figura 7: Evolución del referencial de la política pública de emprendimiento en Colombia 2006 - 2016 a través de los documentos 
CONPES 
 




En efecto, como se dijo en una sección anterior, los documentos CONPES son elaborados por 
el DNP y son presentados en las sesiones de este Consejo, con el fin de ser discutidos y 
aprobados por sus miembros (los cuales representan a diferentes organismos del Estado 
colombiano). Esta configuración particular de los documentos CONPES no arroja luces sobre la 
manera como el emprendimiento fue concebido en los diferentes organismos que se involucraron 
en las tareas de formular, implementar y evaluar la política pública de emprendimiento a lo largo 
del período 2006 – 2016 (Tarapuez et al., 2013), así como tampoco se logran dilucidar ni los 
intereses ni los fines particulares que estos organismos (o sus representantes) pretendieron 
alcanzar con su acción pública sobre la actividad emprendedora en el país, lo que pudo tener un 
impacto sobre las distintas etapas de la política pública de emprendimiento (Arshed, et al., 2014; 
Nielsen, 2016). De igual modo, el haber seleccionado los documentos CONPES como objetos de 
análisis implicó dejar de lado otros instrumentos de planificación u otros documentos públicos 
que podrían dar cuenta de la política pública de emprendimiento que fue formulada, 
implementada y evaluada en los niveles de gobierno distintos al nivel nacional (y bajo otros 
contextos138) durante los diez años que abarcó esta investigación; esto hace que el panorama aquí 
presentado de la política pública de emprendimiento en Colombia resulte ser incompleto o ser 
una caracterización muy sencilla de la misma. Por último, cabe señalar que en los diagnósticos 
presentados en los documentos CONPES sobre el desempeño e importancia de la actividad 
emprendedora en el país, poco se tuvo en cuenta el contexto global139 y su influencia, tanto en el 
                                               
138 Ya que, como lo anotan Stevenson y Lundström (2001), cada región, departamento, ciudad o municipio presenta 
un contexto particular (que muchas veces difiere con el contexto nacional), lo que termina influyendo sobre la 
elección que hacen las Administraciones de estos niveles de gobierno de las medidas que conforman la política 
pública de emprendimiento, creando en ocasiones una política pública hecha a la medida de las necesidades de los 
emprendedores que habitan en estos territorios. De esto se hace mención, de forma somera, en el análisis que DNP 
(2015) hace sobre cada una de las regiones que componen el territorio colombiano. 
139 Salvo en el CONPES 3866 de 2016 (DNP et al., 2016), dentro del cual se realiza un extenso análisis del lugar y el 
papel que desempeña la economía colombiana dentro de la economía mundial, y cómo el emprendimiento (junto con 
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desarrollo del emprendimiento en Colombia como en la construcción de los lineamientos que 
terminarían por dar forma a la política pública de emprendimiento.  
Todas estas limitaciones pueden dar lugar a una interesante agenda de investigación futura 
sobre la política pública de emprendimiento colombiana y más concretamente, a la aplicación de 
las herramientas que proporciona el marco de análisis por el referencial en la exploración de la 
acción pública sobre la actividad emprendedora en Colombia.  
En este trabajo sólo se emplearon para el análisis los niveles de percepción del mundo que 
articuló el referencial de la política pública de emprendimiento colombiana durante el período 
2006 – 2016, descartando el uso de la descomposición global-sectorial del referencial debido a la 
dificultad de identificar en los documentos CONPES a todos los posibles sectores140 que 
convergieron en la formulación, implementación y evaluación de la política pública de 
emprendimiento; lo que, a su vez, no permitió conocer a detalle el papel y lugar que estos 
sectores le otorgan, tanto al emprendedor como a la actividad emprendedora, en las políticas 
nacionales de productividad y competitividad. Por ello, mediante la selección de otro objeto de 
análisis (distinto al que fue elegido para esta investigación), o realizando otro tipo de 
acercamiento al referencial de la política pública, futuras investigaciones podrían enfocar sus 
esfuerzos a analizar los diferentes referenciales sectoriales que se han construido en torno al 
emprendimiento en Colombia, así como estudiar la posible mediación entre dichos referenciales 
                                                                                                                                                       
la innovación y el uso del conocimiento) puede ayudar a insertar a la economía colombiana en mercados mundiales 
diferentes al de bienes primarios. 
140 Los cuales podrían ser conformados no sólo por los organismos estatales que forman parte de los CONPES en 
materia de emprendimiento, sino también por los actores que son dejados fuera del Consejo y que son claves en la 
formulación, implementación y evaluación de la política pública de emprendimiento, como lo son: universidades, 
cámaras de comercio, gremios de empresarios, entidades financieras, etc. 
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con el referencial global141 para la construcción de la política pública de emprendimiento en el 
país.  
Siguiendo con la línea propuesta por este trabajo, otros investigadores podrían ayudar a 
completar el panorama de la política pública de emprendimiento en Colombia, realizando una 
caracterización y un análisis de las políticas públicas de emprendimiento que están siendo 
formuladas, implementadas y evaluadas en los distintos departamentos y municipios del país; 
investigaciones que podrían emplear (en la medida de lo posible) el mismo tipo de análisis que 
fue utilizado para la realización de este documento. Esta línea de investigación sería muy útil 
para conocer las necesidades específicas que poseen los diferentes territorios en materia de 
emprendimiento, de forma que se puedan generar políticas públicas que aprovechen el enorme 
potencial de la actividad emprendedora en la construcción de la paz durante la etapa de post-
conflicto que se vive actualmente en el país.  
Por último, empleando otros enfoques o marcos teóricos del análisis de las políticas públicas, 
futuros analistas podrían estudiar cómo la agenda mundial o regional142, en materia de 
emprendimiento, pudo influir sobre el diseño y formulación de la política pública de 
emprendimiento en Colombia o hasta qué punto esta agenda explica los cambios que se 
generaron en esta política pública a lo largo del período 2006 – 2016143.  
                                               
141 Que, a su vez, puede ser construido de muchas maneras: el papel y lugar que el Gobierno Nacional le otorga al 
emprendimiento en sus políticas de productividad y competitividad, puede servir como referencial global frente a los 
referenciales sectoriales que construyen los Ministerios u otros organismos del Estado (como el SENA) frente al 
tema en cuestión (tal y como lo propone Fontecha (2015)). Así mismo, el referencial global puede hacer alusión a la 
manera como la sociedad colombiana percibe el emprendimiento y su importancia para alcanzar logros en el 
desarrollo económico del país (para lo que podrían servir encuestas como el GEM u otros trabajos similares). 
También, el referencial global puede entenderse cómo el lugar y el papel que le otorgan a la actividad emprendedora 
los diferentes Gobiernos del mundo dentro de sus políticas de desarrollo económico (para esto, sería útil tomar en 
cuenta las observaciones realizadas por Stevenson y Lundström (2001) y Stevenson y Lundström (2005) respecto a 
los análisis de la política pública de emprendimiento que involucran a más de una nación). 
142 Haciendo relación a América Latina. 
143 Un análisis similar es realizado por Grimm (2011) para Alemania, examinando el impacto que tuvieron los 
lineamientos de política económica trazados por la Comisión Europea en Lisboa (en el año 2000; donde el 




En base a la revisión documental que se efectuó de los documentos CONPES que soportaron 
la política pública de emprendimiento en Colombia en el período 2006 - 2016, se realizan las 
siguientes recomendaciones en materia de política pública: 
 Siguiendo los resultados arrojados por la investigación de Spila, Barrenechea, 
Ibarra y Txapartegi (2009), la academia debe integrar todas las ciencias del saber 
dentro de la cátedra del emprendimiento. Dicho de otra manera, que la formación 
en habilidades y destrezas que conduzcan a la iniciación de una actividad 
emprendedora no se quede solamente en las facultades de Ingeniería Industrial, 
Ciencias Económicas o Administración de Empresas, sino que integre todas las 
áreas del conocimiento, de manera que la educación en emprendimiento vaya más 
allá de la creación de empresas y propicie la generación de procesos de 
innovación (mediante la transmisión y uso de conocimientos entre facultades). 
 Aunque el enfoque actual de la política pública de emprendimiento esté centrada 
en la innovación, es importante no perder de vista las medidas dirigidas a la 
promover la formalización, tanto en el ámbito laboral como empresarial. Esto, 
dado que la informalidad en estos dos frentes también afecta de manera 
importante la competitividad y la productividad del país. 
  
                                                                                                                                                       
formulación y ejecución de políticas de desarrollo económico (con medidas enfocadas al aumento de la actividad 
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Anexo A: Definición del emprendedor según Cantillon, Schumpeter, Schultz y Kirzner. 
Richard 
Cantillon 
(1680 – 1734) 
 Reconocía a los emprendedores como una clase de agente económico, junto a 
los dueños de la tierra y los mercenarios. Los emprendedores eran aquellos 
que: “participaban en transacciones de mercado bajo su propio riesgo para 
conseguir una ganancia” (Hébert & Link, 1989, p. 42). 
 El emprendedor de Cantillon toma decisiones en un ambiente de incertidumbre 
(desconocimiento de los precios futuros de los bienes que se destinan a 
consumo final). Éstos compran a un precio cierto para vender luego a un 
precio incierto, siendo la diferencia su pérdida o su ganancia.  
 El emprendedor cumplía una función en la economía, no una profesión. 
Cualquier persona, con cualquier tipo de profesión, podía ser una 
emprendedora (incluso si se trataba de un ladrón o un limosnero). Para 
Cantillon, la posición social y la ocupación de la persona eran irrelevantes. 
 El emprendedor surge de la falta de previsión perfecta del futuro, característica 
de la condición humana: “la incertidumbre es una penetrante condición del 
diario vivir y aquellos que deben lidiar con ella en sus decisiones económicas 
son los emprendedores” (Hébert & Link, 1989, p. 43). 
Joseph A. 
Schumpeter 
(1883 – 1950) 
 El desarrollo es un proceso dinámico, una alteración del estatus-quo de la 
economía, y la persona llamada a hacer este rompimiento es el emprendedor. 
Por consiguiente, el emprendedor es la persona causa del desarrollo económico 
(el emprendedor es un mecanismo para el cambio económico). 
 Rechazaba la idea de la existencia de un emprendedor en una economía 
estática, en la que la combinación de los factores de producción se hace de 
manera mecánica y repetitiva: “Si decidimos llamar al administrador de un 
negocio “emprendedor”, escribe Schumpeter (1934, p.p. 45-46), entonces sería 
un emprendedor del tipo descrito por Walras, “sin ninguna función especial y 
sin ningún ingreso de tipo especial”” (Hébert & Link, 1989, p. 44). 
 El problema no está en cómo el capitalismo administra las estructuras 
existentes sino en cómo las crea y las destruye. De ahí surge el concepto de 
“destrucción creativa”, la cual es la esencia del crecimiento económico. Ésta 
ocurre en la industria y en el comercio, más no en el consumo. Se logra a 
través de nuevas combinaciones en los factores de producción (a esto se le 
denomina “empresa”), conseguidas sólo por un emprendedor (el único que 
puede hacer estas nuevas combinaciones). 
 Los emprendedores no constituyen una clase social diferente, pero son tenidos 




(1902 – 1998) 
Criticó el concepto que se tenía del emprendedor en cuatro fundamentos (Hébert 
& Link, 1989, p. 45):  
1. “el concepto usualmente se restringe a los hombres de negocio”; 
2. “no toma en cuenta las diferencias en las capacidades de asignación de 
recursos entre los emprendedores”; 
3. “la oferta de emprendedores no es tratada como un recurso escaso”; 
4. El concepto de emprendimiento se hace a un lado en aquellas 
investigaciones que se basan en modelos de equilibrio general (pues 




Realiza dos grandes contribuciones a la definición del emprendedor:  
 Lo redefinió como “[aquél que tiene] la habilidad para lidiar con el 
desequilibrio” (Hébert & Link, 1989, p. 45). 
 Mostró evidencia sobre los efectos que tiene la educación en la habilidad 




 Define como la esencia del emprendimiento el constante estado de alerta frente 
a las oportunidades144; 
 Atribuye su aproximación al emprendimiento a tres ideas importantes: 
1. La visión de Mises de que el mercado es un proceso emprendedor, 
2. La importante visión de Hayek de que el mercado engendra un 
proceso de aprendizaje, 
3. La convicción de que las actividades emprendedoras son actos 
creativos de descubrimiento; 
 “En una economía dinámica, el conocimiento no es completo ni tampoco 
es perfecto, por tanto los mercados están en constantes estados de 
desequilibrio, y es éste desequilibrio el que le da importancia a la función 
emprendedora” (Hébert & Link, 1989, p. 46); 
 “El tiempo y la incertidumbre pueden alterar la forma de la acción 
llamada emprendimiento, pero ninguno de los dos cambia su función 
esencial [(el estar alerta a las oportunidades)] (Hébert & Link, 1989, p. 
47). 
Fuente: Elaboración propia con base en Hébert y Link (1989, p.p. 42 - 47). 
 
  
                                               
144 Campbell y Mitchell (2012, p. 183), refuerzan este punto, señalando que el emprendimiento se trata de: “la 
percepción de oportunidades y actuar conforme a esta percepción – donde quiera, cuando quiera y como quiera que 
éstas oportunidades se perciban-“. Estas oportunidades pueden darse tanto en el sector público como en el sector 
privado (Sheriff & Muffatto, 2014). 
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Anexo B: Factores que facilitan la creación de empresa y conductores de la productividad en la 
política empresarial británica. 
 




Anexo C: Diferencias entre la política pública pyme y la política pública de emprendimiento. 
Característica Política Pública Pyme Política Pública de Emprendimiento 
Finalidad Crecimiento de la firma, 
productividad 
Motivar a más ‘nuevos emprendedores’ 
Población 
objetivo 
Firmas existentes, negocios en 
funcionamiento 
Emprendedores nacientes / iniciadores de 
nuevas empresas, individuos (personas) 
Orientación “Elegir ganadores” (Ej.: sectores de 
crecimiento, firmas gacelas) 
Población general /subconjuntos de 
población (ej.: mujeres, jóvenes) 
Grupo de 
clientes 
Fácil de identificar (“existentes”) Difícil de identificar (“nacientes”) 
Medidas Incentivos de financiación directos 
(préstamos, reducción de impuestos, 
garantías crediticias) 
Acompañamiento empresarial y apoyo no 
financiero (formación de redes, educación, 
asesoría) 
Enfoque Ambiente de negocios favorable 
(régimen tributario, reducción de la 
regulación / burocracia) 
Clima / cultura del emprendimiento (Ej.. 
promoción del emprendimiento) 
Sistema de 
ejecución 
Bien establecido Muchos jugadores nuevos (necesitan 
orientación) 
Aproximación Generalmente pasivo Alcance proactivo 
Resultados 
(plazo) 
Inmediatos (son visibles en menos de 
cuatro años) 
A largo plazo (pueden tomar mucho más 
tiempo) 
Agremiación Asociaciones o comités pyme Generalmente no existen asociaciones u 
organizaciones específicas 














Anexo E: Objetivos y medidas de cada uno de los componentes del Marco de Medidas de la 
política pública de emprendimiento. 
Componente o 
ámbito de la 
política pública 
Objetivo de la política 
pública 




valoración social del 
emprendimiento; crear 
más consciencia del 
emprendimiento en la 
sociedad; promover 
modelos a seguir 
fidedignos. 
- Concursos y premios. 
- Perfilar modelos a seguir. 
- Actividades con medios de comunicación. 
- Eventos de emprendimiento 
Educación para el 
emprendimiento 
Generar oportunidades 
para que la gente gane 
conocimiento (‘know-
how’) sobre el 
emprendimiento; 
integrar el 
emprendimiento en los 
diferentes niveles del 
sistema educativo 
formal. 
- Emprendimiento incluido en las Directrices de 
Currículos a nivel nacional. 
- Desarrollo de currículos relacionados con el 
emprendimiento, para ser integrados a los distintos 
niveles del sistema educativo formal. 
- Capacitar a los profesores sobre cómo enseñar el 
emprendimiento. 
- Apoyar el emprendimiento juvenil y las 
actividades empresariales de los estudiantes. 
- Patrocinar competiciones y premiaciones de 
planes de negocios.  
- Financiar programas de incubadoras y capitales 
semilla. 
Barreras para la 
entrada y salida 
de firmas 
Reducir el tiempo y los 
costos para iniciar una 
nueva empresa; reducir 
las barreras y mejorar 
las oportunidades para la 
puesta en marcha (start-
up) y el crecimiento de 
la empresa; remover 




- Racionalizar los procesos de registro de empresas. 
- Simplificación de trámites ante el Gobierno. 
- Remoción de ‘desincentivos pasivos’ en el 
mercado laboral, en la seguridad social y en el 
régimen tributario. 
- Revisión de la política de competencia, del 
derecho de sociedades, de las leyes de quiebra, 
patentes y leyes de propiedad intelectual y otras 
reglamentaciones que afectan a la transferencia de 
propiedad de empresas. 
- Relajar la carga impositiva y administrativa sobre 
las nuevas empresas. 
- Ofrecer concesiones o exenciones impositivas a 
las nuevas empresas o a los inversores para 
motivarles a invertir en estas nuevas empresas. 
- Implementar unidades que mejoren la regulación 
al interior del Gobierno. 
Apoyo 
empresarial para 
las puestas en 
marcha (start-ups) 
Proveer fácil acceso a la 
información, 
consultoría, asesoría y 
otros tipos de apoyo 
institucional a las 
puestas en marcha 
(start-up); facilitar la 
- Redes de centros de servicios a los emprendedores 
y los empresarios; ventanillas de atención 
exclusiva para nuevos emprendedores. 
- Páginas web para puestas en marcha (start-up). 
- Programas de capacitación y asesoría para los 
nuevos emprendedores. 






- Apoyo a redes de emprendedores. 
- Programas que busquen mejorar la calidad de los 
servicios de consultoría empresarial. 
Capital semilla y 
financiamiento de 
las puestas en 
marcha (start-ups) 
Corregir fallas de 
mercado y brechas que 
afectan la provisión de 
un financiamiento 
adecuado a las nuevas 
empresas y a las 
empresas en etapa 
temprana; reducir 
asimetrías en la 
información. 
- Microcréditos, capitales de riesgo y fondos 
iniciales para nuevos emprendedores. 
- Programas para garantías de crédito. 
- Fondos de capital semilla para emprendedores en 
el sector de la tecnología (technostarters). 
- Incentivos para inversionistas ángeles y capitales 
de riesgo para invertir en empresas en etapa 
temprana y nuevas empresas; impulsar las redes de 
ángeles inversionistas. 
- Acceso a la información acerca de fuentes y tipos 
de financiamiento disponibles en el mercado. 
- Creación de convenios con bancos y otros 




Reducir las barreras 
sistémicas que afectan el 
porcentaje de personas 
pertenecientes a grupos 
poblacionales 
minoritarios que son 
dueñas de sus propios 
negocios; reducir los 
riesgos que impiden la 
creación de riqueza por 
parte de las puestas en 
marcha (start-ups) 
tecnológicas con altas 
perspectivas de 
crecimiento. 
- Centros empresariales, premios, promoción 
(modelos a seguir), consultoría, servicios de 
formación y capacitación, redes de 
emprendedores, sitios web y programas de crédito 
dirigidos a los grupos objetivo de la política 
- Contratación pública. 
- Incubadoras para emprendedores en el sector de la 
tecnología (technostarters). 
- Programas de capitales de riesgo y capitales 
semilla. 




Anexo F: Características de las naciones según las tipologías de la política pública de emprendimiento. 
Políticas de extensión (E-
Extention Policy) 
Políticas de creación de 
nuevas empresas (New-firm 
creation policies) 
Políticas de grupos objetivos 
‘nichos’ (‘Niche’ target group 
policies) 
Política de emprendimiento ‘holística’ 
(‘Holistic’ E-Policy) 
 Gobiernos con políticas 
pyme de larga tradición 
y con redes de apoyo a 
las pyme bien 
establecidas.  
 Economías con bajas 
barreras 
administrativas y de 
regulación para los 
procesos de puesta en 
marcha de las empresas 
y en las cuales no se 
requiere mucho tiempo 
y dinero para abrir un 
nuevo negocio. 




 Suelen tener altas tasas 
de autoempleo, altas 
tasas de creación de 
nuevas empresas o 
altas tasas de 
emprendedores 
nacientes. Debido a 
este dinamismo, los 
Gobiernos no se 
preocupan por influir 
(positiva o 
negativamente) sobre 
 Economías con un 
importante número de 
empresas en el sector 
informal (economías con 
barreras estructurales que 
desestimulan la 
formalización de las 
nuevas empresas). 
 Gobiernos que buscan 
estimular el crecimiento 
económico endógeno a 
través de las pequeñas 
empresas y de la actividad 
emprendedora. 
 Economías con altas tasas 
de desempleo y en las 
cuales las microempresas 
tienen serias dificultades 
para su financiación. 
 Gobiernos que perciben el 
emprendimiento y la 
creación de nuevas 
empresas como vehículos 
para la generación de 
empleo y crecimiento 
económico. 
 Pueden verse iniciativas 
que motiven a los 
estudiantes, a las mujeres 
y a los desempleados a 
auto-emplearse o medidas 
 Las personas que 
pertenecen a los grupos 
minoritarios pueden 
enfrentar barreras 
económicas o sociales para 
el desarrollo de un proceso 
emprendedor y los 
emprendedores del sector 
de alta tecnología pueden 
enfrentar fallas de mercado 
como resultado de la 
incertidumbre y el riesgo 
asociados con sus negocios 
de alta tecnología. 
 Los grupos minoritarios 
incluyen: mujeres, jóvenes, 
minorías étnicas, 
aborígenes, inmigrantes, 
gente con discapacidades y 
los desempleados. 
 Los grupos objetivo de 
medidas enfocadas al 
emprendimiento innovador 
de alta tecnología son los 
estudiantes con educación 
universitaria 
(emprendedores 
potenciales que se 
encuentran en los centros 
de investigación). Estas 
medidas se dan en los 
 Son economías con una baja proporción 
de personas dueñas de sus propias 
empresas y con una TEA más baja que el 
promedio de países incluidos en este 
estudio (13). 
 Son Gobiernos que demuestran un fuerte 
compromiso con la formulación e 
implementación de la política pública de 
emprendimiento. 
 En los documentos de política, estos 
Gobiernos dejan en claro la importancia 
que tiene la turbulencia empresarial 
(entrada y salida de firmas) para la 
renovación y el crecimiento económicos 
y la contribución de las nuevas firmas al 
incremento en la productividad y 
competitividad del país. 
 Por lo general, estos países tienen un 
documento de política el cual expone 
claramente los objetivos, alcances y 
metas de la política pública de 
emprendimiento. Este documento se 
refuerza con los documentos expedidos 
por otros ministerios o departamentos 
gubernamentales. 
 Estos Gobiernos destinan una parte del 
presupuesto para la financiación de la 
política en su integridad (y no de unas 
cuantas medidas aisladas). 
 Un ministerio se responsabiliza de la 
implementación de la política pública de 
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el clima emprendedor. que promuevan el 
emprendimiento en los 
niveles de educación 
básica. 
países donde los Gobiernos 
han incluido el 
emprendimiento dentro de 
su agenda de innovación. 
 Este tipo de política suele 
estar acompañada de otros 
tipos de política de 
emprendimiento y su 
impacto es mayor en países 
con una fuerte cultura del 
emprendimiento y con 
bajas barreras, tanto para la 
transmisión del 
conocimiento como para la 
creación de nuevas 
empresas. 
emprendimiento en los demás 
ministerios y dependencias del Gobierno 
que tengan bajo su cargo áreas que 
afecten la actividad emprendedora. 
 El desempeño de la política se mide a 
través de indicadores como: número de 
personas que consideran el 
emprendimiento como opción de vida, 
tasa de empresas en la fase de puesta en 
marcha (start-up), etc.; así como otros 
indicadores que miden el clima y la 
cultura del emprendimiento. 

















Título XII  
Del Régimen 
Económico y de la 
Hacienda Pública 
Art. 333: Establece la libertad económica y considera la empresa como la base para el 
desarrollo. 
Art. 335: Instaura que las actividades financieras y bursátiles sólo pueden ser 
ejercidas previa autorización del Estado, la cual: “regulará la forma de intervención 
del Gobierno en estas materias y promoverá la democratización del crédito”. 
Título II 
De los Derechos, las 
Garantías y los 
Deberes 
Art. 38: garantiza el derecho a la libre asociación: “para el desarrollo de las distintas 
actividades que las personas realizan en sociedad”. 
Art. 58: se refiere a los derechos de propiedad, consagrando la propiedad privada 
como derecho, sujeto al interés público o social y se le da importancia a las formas 
asociativas y solidarias de propiedad. 
Título II 
De los Derechos, las 
Garantías y los 
Deberes 
Art. 61: le concede al Estado el deber de proteger la propiedad intelectual: “por 
tiempo y mediante las formalidades que establezca la ley”. 
Título VI De la rama legislativa 
Art. 150: le concede al Congreso, a través de las leyes, las funciones de: 
Numeral 19: 
a. “Organizar el crédito público”; 
b. Regular el comercio exterior. 
c. “Modificar, por razones de política comercial los aranceles, tarifas y demás 
disposiciones concernientes al régimen de aduanas” 
d. “Regular las actividades financiera, bursátil, aseguradora y cualquiera otra 
relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados 
del público”. 
Numeral 24: “regular el régimen de propiedad industrial, patentes y marcas y las otras 
formas de propiedad intelectual”. 
Título VII De la rama ejecutiva 
Art. 189: Corresponde al Presidente de la República:   
Numeral 25: “Organizar el Crédito Público (…); modificar los aranceles, tarifas y 
demás disposiciones concernientes al régimen de aduanas; regular el comercio 
exterior; y ejercer la intervención en las actividades financiera, bursátil, aseguradora 
y cualquier otra relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión de recursos 
provenientes del ahorro de terceros de acuerdo con la ley”. 
Numeral 27: “conceder patente de privilegio temporal a los autores de invenciones o 
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perfeccionamientos útiles, con arreglo a la ley”. 
Ley 29 de 1990 
Por la cual se dictan 
disposiciones para el 
fomento de la 
investigación 
científica y el 
desarrollo 
tecnológico y 
se otorgan facultades 
extraordinarias. 
 Se crea el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología. 
 Promovió la creación de incubadoras y parques tecnológicos en el país (para el 
apoyo de las empresas basadas en innovación y desarrollo tecnológico). 
 Estableció exenciones, descuentos tributarios y otros beneficios de orden fiscal 
para el fomento de actividades científicas y tecnológicas. 
Ley 35 de 1993 
Por la cual se dictan 
normas generales y 
se señalan en ellas 
los objetivos y 
criterios a los cuales 
debe sujetarse el 
Gobierno Nacional 
para regular las 
actividades 
financiera, bursátil y 
aseguradora y 
cualquier otra 
relacionada con el 
manejo, 
aprovechamiento e 
inversión de recursos 
captados del público 
y se dictan otras 
disposiciones en 
materia financiera y 
aseguradora 
 Reglamenta la democratización del crédito. 
 Se faculta al Gobierno Nacional para determinar temporalmente la cuantía de 
recursos que el sistema financiero debe prestar o invertir en los diferentes sectores 
o actividades económicas. 
 Busca eliminar obstáculos de acceso a los mercados financieros para las mipymes. 
 Se autoriza a los Fondos de Pensiones para adquirir Títulos de Emisión Colectiva 
emitidos por grupos organizados de mipymes. 
Ley 344 de 1996 
Por la cual se dictan 
normas tendientes a 
la racionalización del 
gasto público, se 
conceden unas 
 Define el marco normativo del Sistema Nacional de Creación e Incubación de 
Empresas. 
 Su artículo 16, el cual obliga al SENA a destinar el 20% de sus ingresos al 
desarrollo de programas de competitividad y desarrollo productivo, daría paso a la 




extraordinarias y se 
expiden otras 
disposiciones. 
Ley  550 de 1999 
Por la cual se 
establece un régimen 
que promueva y 
facilite la 
reactivación 
empresarial y la 
reestructuración de 
los entes territoriales 
para asegurar la 
función social de las 
empresas y lograr el 
desarrollo armónico 
de las regiones y se 
dictan disposiciones 
para armonizar el 
régimen legal vigente 
con las normas de 
esta ley. 
El artículo 51 capitaliza el Fondo Nacional de Garantías por 100.000 millones de 
pesos, los cuales brindan garantías a acreedores de Mipymes para que estos accedan 
al crédito institucional y a diferentes líneas de redescuento disponibles en los bancos 
de segundo piso (Bancoldex).  
Ley 
590 de 2000 
(modificada 
por las leyes 
905 de 2004, 
1151 de 
2007, 1450 
de 2011 y 
1753 de 
2015) 
Por la cual se dictan 
disposiciones para 
promover el 
desarrollo de las 
micro, pequeñas y 
medianas empresa. 
 Fue creada con el objeto de: “inducir el establecimiento de mejores condiciones 
del entorno institucional para la creación y operación de micro, pequeñas y 
medianas empresas”, reconociendo así el papel fundamental de las instituciones 
en el desarrollo empresarial. 
 Establece parámetros de diferenciación de las micro, pequeñas y medianas 
empresas en función del número de trabajadores y valor de los activos. 
 Crea un nuevo orden institucional: el Consejo Superior de la Microempresa, el 
Consejo Superior de la Pequeña y Mediana Empresa, y el Fondo Colombiano de 
Modernización y Desarrollo Tecnológico de la Micro, Pequeña y Mediana 
Empresa , Fomipyme. 
 Instituye la inclusión de políticas y programas de promoción de mipymes en el 
Plan Nacional de Desarrollo de cada Gobierno.  
 Obliga a los municipios y departamentos a establecer regímenes impositivos 
especiales con el fin de estimular la creación y fortalecimiento de las mipymes, y 
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la reducción de aportes parafiscales por la creación de mipymes. 
 Se reduce el número de trámites ante el Estado para la creación de mipymes. 
Ley 789 de 2002 
Por la cual se dictan 
normas para apoyar 
el empleo y ampliar 
la protección social y 
se modifican algunos 
artículos del Código 
Sustantivo de 
Trabajo. 
Art. 40: se crea el Fondo Emprender, como una cuenta independiente y especial 
adscrita al SENA para la financiación de iniciativas empresariales de estudiantes 
universitarios o profesionales recién graduados. 
Ley 1014 de 2006 
De fomento a la 
cultura del 
emprendimiento 
 Creó la Red Nacional y las Redes Regionales de Emprendimiento como 
mecanismos para establecer políticas y directrices en el correspondiente nivel 
territorial. 
 Estimuló la creación de centros de desarrollo empresarial en universidades e 
instituciones de educación superior. 
 Estableció la formación de formadores y la opción de reemplazo de la tesis de 
grado por iniciativas de emprendimiento. 
 Difusión de la cultura del emprendimiento en la televisión pública 
 Agilizó la creación de empresas y su formalización al establecer la figura de 
sociedad unipersonal. 
Ley 1286 de 2009 
Por la cual se 
modifica la 





fortalece el Sistema 
Nacional de Ciencia, 
Tecnología e 
Innovación en 
Colombia y se dictan 
otras disposiciones. 
“El objetivo general de esta ley es fortalecer el Sistema Nacional de Ciencia y 
Tecnología y a Colciencias para lograr un modelo productivo sustentado en la 
ciencia, la tecnología y la innovación, para darle valor agregado a los productos y 
servicios de nuestra economía y propiciar el desarrollo productivo y una nueva 
industria nacional”. 
Ley 1429 de 2010 
Por la cual se expide 
la Ley de 
Formalización y 
 Brinda descuentos en la obtención y pago de la Matrícula Mercantil, por cuatro 
años, a las pequeñas empresas (tanto nuevas como existentes). 






 Simplifica los trámites legales para la vinculación de nuevo personal y facilita los 
procesos de diligenciamiento (medios electrónicos). 
 Mejora las condiciones de liquidación de empresas y reactivación de sociedades 
en liquidación. 
 Determina incentivos fiscales para las empresas de cualquier tamaño que 
contraten personal con las siguientes características: Jóvenes menores de 28 años, 
mujeres mayores de 40 años que lleven por lo menos un año sin un contrato 
formal, madres cabeza de familia de los niveles 1 y 2 del Sisbén, reinsertados, 
personas con discapacidad, personas en situación de desplazamiento o cualquier 
persona que devengue menos de 1,5 salarios mínimos mensuales legales vigentes 
y que no haya cotizado antes a seguridad social. 
Ley 1450 de 2011 
Por la cual se expide 
el Plan Nacional de 
Desarrollo, 2010-
2014 
 Establece que la innovación es uno de los tres ejes fundamentales (junto con la 
competitividad y las cinco “locomotoras”) que llevarán a la economía a lograr su 
crecimiento potencial de largo plazo. 
 Los sectores basados en innovación son definidos como una de las cinco 
locomotoras que jalonarán el crecimiento del país. 
 Establece estrategias específicas para impulsar la innovación (junto con el 
emprendimiento), separándolas de las estrategias que lleven a aumentos en la 
productividad y competitividad. 
 Se distingue el emprendimiento en las dos categorías propuestas por la encuesta 
GEM: emprendimiento por necesidad y emprendimiento por oportunidad. 
 Hace énfasis en el fomento de la cultura de la innovación en todas las esferas del 
Estado, incluyendo al sector empresarial, las universidades y la sociedad civil. Así 
mismo, enfatiza en la importancia de impulsar el emprendimiento empresarial, es 
decir, aquél que transforma ideas en empresas. 
 Dentro de las estrategias para la creación de igualdad de oportunidades para la 
población, se incluye el emprendimiento como herramienta para combatir la 
pobreza (brindándole a las personas con escasos recursos facilidades para la 
creación de empresa). 
 Se dictan las pautas para la creación de la Unidad de Gestión de Crecimiento 
Empresarial (INNpulsa Colombia). 
Ley 1530 de 2012 
Por la cual se regula 
la organización y el 
funcionamiento del 
Sistema General de 




Ley 1753 de 2015 
Por la cual se expide 
el Plan Nacional de 
Desarrollo, 2014-
2018 
 El emprendimiento y la innovación son incluidos dentro de la primera estrategia 
transversal denominada “competitividad estratégica e infraestructura”, la cual 
trata de la productividad y competitividad de la nación. Se reconoce la 
competitividad empresarial y la innovación como medios para incrementar la 
productividad del país. 
 Se hace énfasis en el emprendimiento rural y su importancia para la 
transformación productiva del campo. 
 El plan reconoce las diferencias regionales y la necesidad de crear estrategias de 
apoyo al emprendimiento y la innovación acordes a las necesidades y recursos de 
cada región. 
 Integra el Sistema Administrativo Nacional de Competitividad e Innovación con 
el Sistema de Ciencia, Tecnología e Innovación, para crear el Sistema Nacional de 
Competitividad, Ciencia, Tecnología e Innovación (SNCCTI). De igual modo, 
ordena al Gobierno Nacional reglamentar la organización, articulación y 
funcionamiento de dicho sistema. 
 
Decreto 393 de 1991  










Estos decretos conforman la Ley de Ciencia y Tecnología, pues reglamentan las 
modalidades de asociación y los tipos de proyectos que pueden ser incluidos como 
actividades científicas y tecnológicas. Específicamente se afirma que son objeto de la 
ley los “(…) proyectos de innovación que incorporen tecnología, creación, 
generación, apropiación y adaptación de la misma, así como la creación y el apoyo a 
incubadoras de empresas de base tecnológica (…)”.  
Decreto 




por la Ley 
1286 de 
2009) 
Por el cual se crea el 
Consejo Nacional de 
Ciencia y tecnología, 
se reorganiza el 
Instituto Colombiano 
para el Desarrollo de 





se dictan otras 
disposiciones. 
Decreto 
591 de 1991 
(derogado 
por la Ley 80 




2, 8, 9, 17 y 
19). 
Por el cual se regulan 
las modalidades 
específicas de 




Decreto 210 de 2003 
Por el cual se 
determinan los 
objetivos y la 
estructura orgánica 
del Ministerio de 
Comercio, Industria 
y Turismo, y se 
dictan otras 
disposiciones. 
Formula y coordina políticas relacionadas con la competitividad de los sectores 
productivos de la industria. 
Decreto 4463 de 2006 
Por el cual se 
reglamenta el 
artículo 22 de la Ley 
1014 de 2006, sobre 
constitución de 
nuevas empresas. 
Regula las sociedades unipersonales. 
Decreto 2175 de 2007 
Por el cual se regula 
la administración y 
gestión de las 
carteras colectivas. 
Se regula la administración y gestión de las carteras colectivas, precisando algunos 
aspectos relacionados con los fondos de capital privados. 
Decreto 525 de 2009 
Por el cual se 
reglamenta el 
artículo 43 de la Ley 
590 de 2000, sobre la 
gradualidad del pago 
de parafiscales. 
Especifica las condiciones bajo las cuales las empresas pueden aprovechar el 
beneficio de la mencionada gradualidad del pago de parafiscales.  
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Decreto 1192 de 2009 
Por el cual se 
reglamenta la Ley 
1014 de 2006 sobre 
el fomento a la 
cultura 
del emprendimiento 
y se dictan otras 
disposiciones. 
Regula el funcionamiento de la Red Nacional y las Redes Regionales para el 
Emprendimiento, así como le da potestad al Consejo Administrador del Fomipyme 
para que destine sus recursos de capital semilla y de riesgo para el apoyo de la 
política pública de emprendimiento en Colombia. 
Decreto 1500 de 2012 
Por medio del cual se 









Se convierte el Sistema Administrativo Nacional de Competitividad en el Sistema 
Administrativo Nacional de Competitividad e Innovación (SNCI), cuya finalidad es 
“poner en marcha políticas concertadas en materia de competitividad, productividad e 
innovación”.  
Resolución 




Por la cual se 
modifica la 
Resolución 400 de 
1995. 
Permitió el establecimiento de Fondos de Capital Privado. 
Circular 




Modificación de los 
anexos de la Circular 
Externa 005 de 2008. 
Autorizó a las administradoras de fondos de pensiones del régimen de pensión 
obligatoria para realizar inversiones en fondos de capital privado colombianos. 
Fuente: Elaboración propia, con datos tomados de Gómez, Martínez y Arzuza (2006), MCIT (2009), Cámara de Comercio de Bogotá (s.f.), Escobar Gallego 




Anexo H: Matriz de análisis – CONPES 3424 de 2006: “La Banca de las Oportunidades. Una política para promover el acceso al 
crédito y a los demás servicios financieros buscando equidad social”. 
 Políticas de extensión (E- 
extention policies) 
Políticas de creación de 
nuevas empresas (New 
firm creation policies) 
Políticas de grupos objetivo 






Valores   Equidad social  
Normas  “La experiencia histórica 
pone de manifiesto la 
necesidad de mantener 
esquemas de garantías 
que no generen 
comportamientos 
adversos en los cuales se 
aminore el compromiso 
tanto del prestatario para 
amortizar la deuda de 
forma cumplida, como 
del prestamista para 
exigir el pago de la 
misma”. 
 “La regulación debe 
mejorarse [para] 
establecer un marco más 
apropiado que asegure 
que los créditos pueden 
ser cobrados de forma 
segura, predecible y 
transparente, elemento 
indispensable para crear 
un ambiente favorable a 
la ampliación de la 
cobertura de créditos y 
para la disminución de 
sus costos”.  
 El Fondo de las 
Oportunidades deberá: 
“promover y diseñar 
instrumentos para 
emprendedores que 
faciliten el acceso a 
recursos de tal forma 
que complemente y no 
duplique las actividades 
realizadas por el Fondo 
Emprender del SENA y 
otros instrumentos 
públicos”. 
  “Se hace urgente promover una 
política de promoción que 
estimule el acceso al crédito y a 
los demás servicios financieros, 
dirigida a la población hasta 
hoy no atendida por las 
entidades financieras”. 
 La política busca: “crear las 
condiciones necesarias para 
facilitar el acceso al sistema 
financiero formal, mediante la 
provisión de crédito y otros 
servicios financieros, a las 
poblaciones que generalmente 
han sido excluidas de los 
mismos”. Los segmentos de 
población a los que va 
dirigida esta política son: 
familias de menores ingresos, 
micro, pequeñas y medianas 
empresas y emprendedores. 
  “En el marco de una política de 
acceso a servicios financieros, 
[el tema del  régimen de las 
tasas de interés y comisiones de 
administración] debe ser 
necesariamente tratado a 
profundidad para buscar 
 “Igualmente 
importante es el 
compromiso de la 
banca, las ONG, las 
cooperativas y las 
Cajas de 
Compensación 
Familiar con el 
propósito de 
promover un mayor 
acceso a servicios 
financieros en el 
país”. 
 El Fondo de las 
Oportunidades 
deberá: “celebrar 











 “Con el fin de 
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 “[Para conseguir una 
mejor regulación y un 
fortalecimiento de las 
centrales de riesgo] los 
esfuerzos del Gobierno 
Nacional en esta materia 
deben encaminarse a la 
construcción de bases de 
datos nutridas de fuentes 
adicionales al sector 
financiero, y que al 
mismo tiempo sean una 
clara señal de la 
moralidad comercial de 
los solicitantes de 
crédito”. 
 “El apoyo del Estado 
debe estar encaminado a 
promocionar esquemas o 
instituciones que faciliten 
el otorgamiento de 
créditos de menor cuantía 
de forma eficiente y a 
menor costo, fomentar la 
ampliación de la 
cobertura e incursión en 
nuevos segmentos de 
mercado, brindar 
asistencia técnica a las 
instituciones interesadas 
en desarrollar servicios 
de microfinanzas 
utilizando soluciones 
tecnológicas de punta y 
promover el suministro 
de información suficiente 
mecanismos que permitan a la 
población de bajos ingresos 
acceder a crédito de forma 
efectiva”. 
 Una de las funciones del Fondo 
de las Oportunidades es: 
“Diseñar y proponer al MHCP 
incentivos para promover el 
acceso al crédito de 
poblaciones de bajos ingresos, 
en especial para mujeres 
cabeza de familia y 
emprendedores cuando éstos 
comprometan recursos del 
Presupuesto General de la 
Nación, para incentivos como 
subsidios a la tasa de interés, o 
a los costos de administración, 
entre otros” (sic).  
asegurar el logro de 










algunos bancos en 
realizar procesos de 
bancarización para 
vincular a la 
población que no 
tiene acceso al 
sistema financiero, 






y pertinente que genere 
confianza y permita el 
acercamiento entre oferta 
y demanda”.   
 “Por otra parte, previo 
análisis técnico y de 
viabilidad, será necesario 
implementar una 
estructura organizacional 
que permita alcanzar 
economías de escala en 
los procesos de Back 
Office (bancario y no 
bancario), red 
transaccional e 
inteligencia de negocios, 
para superar las barreras 
de costos que limitan la 
oferta de microfinanzas".  
Algoritmos  “Para el cumplimiento de 
los objetivos planteados, 
se propone la creación de 
un fondo de promoción 
para el acceso al crédito 
y las microfinanzas 
denominado Fondo de las 
Oportunidades sobre el 
cual se soportará la 
política La Banca de las 
Oportunidades”.  
 “Entre más 
formalizados estén 
tanto los canales de 
acceso al crédito como 
a los demás servicios 
financieros, se aumenta 
la probabilidad de un 
crecimiento económico 
más alto”.  
 
  “En cuanto al crédito, existe 
una percepción por parte de los 
intermediarios formales de que 
ciertos grupos de población son 
especialmente riesgosos”. 
 “Dadas las características de 
estos grupos de población, 
como la baja capacidad de 
pago, inexistencia de garantías 
sólidas fácilmente ejecutables, 
vacíos de información personal 
y comercial confiable, se 
requiere la utilización de 
métodos especiales que suplan 
estas deficiencias, tales como la 
recopilación de información de 
campo, las visitas de cobro 







responsables entre el 
sistema financiero y 
sus usuarios, se 
buscará definir una 
estrategia en materia 
de educación 






frecuentes, la capacitación a las 
entidades financieras para el 
adecuado registro de las 
operaciones de los pequeños 
negocios y otra serie de 
medidas que, por su gran 
demanda de recursos humanos 
y técnicos, resultan altamente 
costosos. Es por esto, que los 
costos del microcrédito son más 
elevados que los del crédito 
tradicional, lo cual implica 
considerar tasas de interés y 
comisiones mayores”. 
 “Si se desea estimular el acceso 
al crédito y el suministro de 
servicios financieros formales 
[a la población de bajos 
ingresos y sectores económicos 
informales], viables a largo 
plazo, a gran escala y sin 
dependencia de subsidios 
estatales, es indispensable que 
las tasas de interés y las 
comisiones permitan a los 
acreedores cubrir los costos 
operativos y financieros 
asociados a los pequeños 
créditos y soportar los riesgos 
inherentes a dicha actividad” 
sector financiero en 
dicho proceso”. 
Imágenes   “Para el caso particular 
de los proyectos de 
emprendedores y 
creadores de empresas, 
éstos contribuyen no 
sólo a generar empleo 
 “Uno de los factores de vital 
importancia para promover el 
desarrollo económico es el 
acceso a los servicios 
financieros”. 




sino también a impulsar 
el crecimiento 
económico del país. 
Este tipo de proyectos 
enfrentan aún mayores 
dificultades que otros 
segmentos de la 
economía para 
financiarse, dado que el 
nivel de riesgo 
involucrado en el 
desarrollo de nuevas 
empresas es elevado”. 
cuando hay menos dispersión 
de recursos de ahorro, pues ello 
permite un mejor manejo del 
riesgo y facilita las inversiones 
en proyectos más eficientes, 
gracias al mejor ambiente 
institucional y competitivo en la 
asignación y uso de los 
recursos”. 
 “La profundización financiera 
entendida como el acceso a 
diversos servicios financieros 
tiene efectos positivos sobre la 
reducción de la pobreza”. 
 “Los servicios financieros son 
el canal para acceder a la 
financiación directa gracias al 
suministro de información, que 
es quizá una de las principales 
barreras que tienen los hogares 
de menores ingresos y las 
pequeñas empresas para el 
acceso al crédito”. 




Anexo I: Matriz de análisis – CONPES 3439 de 2006: “Institucionalidad y principios rectores de política para la competitividad y 
productividad”145. 
 Políticas de extensión (E- 
extention policies) 
Políticas de grupos objetivo ‘nicho’ 
(‘Niche’ target group policies) 
Política de emprendimiento ‘holística’ 
(‘Holistic’ E-Policy) 
Valores    
Normas  “La existencia de recursos 
públicos limitados requiere 
decisiones de priorización del 
gasto, determinando criterios 
explícitos de focalización. Un 
criterio esencial será el 
énfasis sobre las micro, 
pequeñas y medianas 
empresas”. 
 “El Gobierno debe garantizar 
a las regiones del país acceso 
a los programas en materia de 
competitividad y 
productividad, de manera 
acorde con las necesidades 
particulares de cada una de 
ellas”. 
 “Para lograr una mayor bancarización se 
deben además, atender las necesidades 
de ampliación de cobertura hacia grupos 
de población que han permanecido 
sistemáticamente excluidos de los 
servicios financieros y en consecuencia 
de aquellos otros beneficios 
relacionados, tales como: i) el acceso a 
crédito a tasas razonables; (…) iv) 
reconocimiento de historial financiero; y, 
v) ahorro, entre otros”.  
 
Algoritmos  “Esta baja colocación de 
crédito es un obstáculo para 
el desarrollo del sector 
productivo. Para las Mipymes 
es particularmente grave, ya 
que las asimetrías de 
información que se presentan 
entre los intermediarios 
financieros y las empresas 
más pequeñas, sumadas a la 
 “El número de personas que se han 
dedicado a actividades de ciencia, 
tecnología e innovación pasó de menos 
de 5 mil en 1996 a cerca de 23 mil en 
2005. (…) Sin embargo, aún falta por 
consolidar este esfuerzo para que la 
innovación y el desarrollo tecnológico 
se conviertan en factor efectivo para el 
impulso de la competitividad del 
sector empresarial en general” (sic). 
 
                                               




carencia de un marco legal 
adecuado de protección a los 
acreedores, se traducen en 
mayores riesgos y costos para 
administrar créditos hacia 
estas unidades 
empresariales”. 
 “A nivel institucional, pese a los avances 
en la consolidación del Sistema Nacional 
de Ciencia y Tecnología, éste aún carece 
de mecanismos jurídicos que le 
garanticen los medios para su adecuada 
operación. Todo lo anterior hace que, en 
general, la actividad productiva nacional 
se caracterice por un limitado uso de 
conocimiento en sus procesos de 
incorporación de valor para la atención 
de mercados internos y externos” 
Imágenes  “El sistema financiero tiene 
la función de estimular y 
captar el ahorro de la 
sociedad para colocarlo entre 
las empresas y los sectores 
que necesitan capital como 
insumo para sus actividades 
económicas”. 
 “La conexión entre competitividad y 
formación de capital humano es una de 
las más ampliamente reconocidas. 
Diversos estudios muestran que existe 
una relación fuerte entre el nivel 
educativo de la fuerza laboral con la 
productividad y la capacidad para 
generar valor agregado, entre otras 
variables fundamentales para el 
desarrollo económico. De hecho, con la 
introducción de importantes desarrollos 
tecnológicos en el medio laboral esta 
relación se ha venido reforzando”. 
 “A pesar del mejor desempeño 
exportador del sector industrial 
colombiano, el aparato productivo 
nacional continúa centrado en sectores 
dedicados a la producción de bienes 
primarios y manufacturas basadas en 
recursos naturales y de baja generación y 
difusión de conocimiento, incluso 
cuando se le compara con el promedio 
latinoamericano”. 
 “La competitividad de una nación se 
define como el grado en el que un 
país puede producir bienes y 
servicios capaces de competir 
exitosamente en mercados 
globalizados y a la vez mejorar las 
condiciones de ingreso y calidad de 
vida de su población. La 
competitividad es el resultado de la 
interacción de múltiples factores 
relacionados con las condiciones 
que enfrenta la actividad 
empresarial y que condicionan su 
desempeño, tales como 
infraestructura, recursos humanos, 
ciencia y tecnología, instituciones, 
entorno macroeconómico, y 
productividad”. 
  “El desarrollo institucional de un 
país está asociado con el grado en que 
un adecuado funcionamiento de las 
instituciones públicas y privadas 
favorece el desarrollo económico y 
social. En términos de 
competitividad, se relaciona con 
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aspectos que incluyen el imperio de 
la ley, la transparencia en la 
administración pública, y la 
estabilidad de las reglas de juego, 
entre otros”. 




Anexo J: Matriz de análisis – CONPES 3484 de 2007: “Política nacional para la transformación productiva y la promoción de las 
micro, pequeñas y medianas empresas: un esfuerzo público-privado”. 
 Políticas de extensión (E- 
extention policies) 
Políticas de creación de 
nuevas empresas (New firm 
creation policies) 
Políticas de grupos objetivo 






Valores     
Normas  La política tiene como 
objetivo: “el logro de la 
transformación productiva 
y la mejora sostenible de 
la productividad y 
competitividad de las 
Microempresas y de las 
Pymes. Se busca que se 
constituyan en una fuente 
creciente de generación de 
ingresos y empleo de 
calidad, y que logren 
insertarse y posicionarse 
en los mercados 
nacionales e 
internacionales”. 
 “En la actualidad, el tipo 
de factoraje que ofrece 
Bancóldex es en su gran 
mayoría para el sector 
exportador y está 
respaldado por compañías 
aseguradoras. Sin 
embargo, es necesario 
desarrollar y masificar este 
mercado para que las 
Microempresas y las 
Pymes, tanto exportadoras 
 “Colombia ha avanzado de 
manera importante en la 
simplificación de los 
trámites asociados a la 
puesta en marcha de un 
nuevo negocio (…). Sin 
embargo, aún es necesario 
mejorar los otros trámites 
que el empresario debe 
llevar a cabo para abrir su 
negocio, como la 
inscripción de empleados a 
la seguridad social, al 
ICBF y a las cajas de 
compensación, entre 
otros”. 
 El Gobierno Nacional 
cuenta con unos 
instrumentos de apoyo no 
financieros para las 
microempresas y las 
pymes, con los cuales se 
busca: “i) incentivar la 
creación de empresas, ii) 
fomentar la innovación y 
el desarrollo tecnológico, 
iii) facilitar el acceso a 
mercados, y iv) apoyar 
 En la estrategia de 
“fortalecimiento de la 
capacidad de innovación y 
transferencia de 
tecnología”, el objetivo es: 
“proveer incentivos y crear 
condiciones para que las 
empresas [microempresas 
y pymes] realicen 
inversiones que les permita 
desarrollar sus capacidades 
de innovación y desarrollo 
tecnológico y se facilite la 
transferencia tecnológica”. 
 El MCIT y el DNP 
recomiendan al CONPES, 
solicitar al MCIT que 
garantice: “la vinculación 
de la población vulnerable, 
las minorías étnicas y 
población en situación de 
desventaja a esta Política 
(población negra, 
afrocolombiana, 
palenquera y raizal, 
indígenas, mujeres, etc.)”.  
 El MCIT y el DNP 
recomiendan al CONPES, 
 “Uno de los aspectos de 
política sobre el que 
más se ha insistido es la 
necesidad de llevar a 
cabo un proceso de 
coordinación de la 
oferta pública 
institucional de apoyo a 
las Microempresas y a 
las Pymes, así como la 
articulación de dicha 
oferta con los 
programas de las 
Cámaras de Comercio y 
de los organismos de 
cooperación 
internacional. Para 




Fomipyme, el MADR y 
el SENA han venido 
trabajando en la 
unificación de sus 
sistemas de 
información y gestión 
de proyectos, a través 
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como no exportadoras, 
puedan acceder 
afectivamente a este 
instrumento de 
financiación”. 
 “Para continuar con el 
proceso de profundización 
financiera liderado por la 
Banca de las 
Oportunidades, es 
necesario extender el radio 
de acción a las regiones 
rurales más apartadas del 
país por parte del sector 
financiero regulado y no 
regulado y ajustar las 
condiciones de 
financiamiento a los 
requerimientos de las 
Microempresas y de las 
pymes”. 
 “Para lograr una mayor 




acompañamiento técnico a 
las empresas. 
Adicionalmente es 
necesario el fomento de 
nuevos productos 
financieros como los 
microseguros, y los 
servicios de pagos y 
transferencias”. 
 “Entendiendo las 
procesos de capacitación 
del recurso humano". 
 La estrategia, orientada al 
fomento a la formalización 
de la actividad 
empresarial, tiene como 
objetivos: “reducir los 
costos empresariales, 
simplificar los trámites y 
proveer información 
acerca de los procesos, 
implicaciones y beneficios 
de operar en el sector 
formal”. 
 El MCIT y el DNP 
recomiendan al CONPES, 
solicitar al MCIT y al DNP 
que gestionen: “ante las 
entidades territoriales la 
inclusión de estrategias de 
simplificación de trámites 
empresariales en sus 
nuevos planes de 
desarrollo”. 
 
solicitar al MCIT en 
coordinación con la 
Superintendencia de 
Industria y Comercio: 
“fomentar la innovación y 
la actualización 
tecnológica a través de: la 
difusión masiva del 
conocimiento contenido en 
patentes de dominio 
público, la promoción de 
la propiedad industrial, la 
divulgación del Premio 
Innova, la capacitación y 
sensibilización en gestión 
de tecnologías, la 
vinculación de expertos 
y/o investigadores 
colombianos radicados en 
el exterior y/o extranjeros 
con proyectos estratégicos 
que se adelanten en el país 
para las Microempresas y 
Pymes, y la agilización y 
flexibilización de trámites 
para el registro de marcas 
y obtención de patentes”. 
del montaje del Sistema 
Unificado de 
Información de Gestión 
de Proyecto (SUIGP). 
En su primera fase, este 
Sistema garantizará 
flujos de información 
entre las entidades. Sin 
embargo, esta 
iniciativa que apunta 
inicialmente a la 
articulación de la 
información, no 
subsana la carencia de 
una política que logre 
integrar los diferentes 
instrumentos 
alrededor de objetivos 
precisos”. 








fortalecimiento de redes 
de cooperación entre 
las universidades, el 
sector privado y las 
entidades del Estado, 
desarrollo de 
mecanismos tendientes 
a reducir los costos de 
operación de las 
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particularidades de los 
segmentos empresariales 
Micro y Pyme, es 
necesario desarrollar una 
diferenciación en la 
aplicación de los 
instrumentos, de forma 
que se ajusten a sus 
características y 
necesidades, y se logre 
ampliar la cobertura de 
atención”. 
 
empresas en sus 
primeros años de 
operación; diseño de 
intervenciones 
diferenciadas de 
acuerdo a las 
características y 
capacidades de los 




política plantea la 
necesidad de: “llevar a 




entre las distintas áreas 
y niveles del Gobierno, 
los organismos de 
cooperación 





definir derroteros de 
acción comunes hacia 
el logro de esos 
objetivos”. 
 El MCIT y el DNP 
recomiendan al 
CONPES, solicitar al 
MCIT en coordinación 
con el SENA, el DNP, 
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Acción Social y 
Dansocial: 
“reglamentar la Ley 
1014 de 2006 y definir 
una estrategia de 
fomento al 
emprendimiento de 
acuerdo con los 
lineamientos 
consignados en este 
documento”  
Algoritmos   “Respecto al acceso a 
financiamiento, existen 
importantes avances en la 
colocación de crédito 
bancario y de proveedores. 
(…). A pesar de estos 
avances, las Pymes aún 
presentan dificultades para 
acceder a recursos de 
crédito de largo plazo y a 
fuentes alternativas de 
financiación. (…) 
Limitando su posibilidad 
de llevar a cabo 
inversiones de largo plazo 
para su modernización y 
reconversión productiva”. 
 “Los altos niveles de 
informalidad de las 
microempresas se reflejan 
en el elevado porcentaje de 
empresas que no pagan 
impuestos (53,5%), que no 
llevan registros contables 
(42%) y que no tienen 
registro mercantil (45%). 
(…) Estos altos índices de 
informalidad en las 
prácticas empresariales de 
las Microempresas reflejan 
su baja capacidad para 
llevar a cabo actividades 
rentables y con potencial 
de expansión que les 
permita cubrir los costos 
de operar en el sector 
formal de la economía”. 
 “El diseño de [una 
estrategia que permita la 
generación de 
emprendimientos 
articulados con cadenas de 
 “Se promoverá la 
transferencia de tecnología 
en las Microempresas y en 
las Pymes de tal manera 
que puedan adquirir, usar, 
adaptar y adoptar 
tecnología. Con este 
propósito se apoyará a las 
empresas en sus 
actividades de búsqueda, 
evaluación, negociación y 
apropiación de tecnología 
mediante la promoción 
explícita de estas 
actividades, la realización 
de convocatorias donde se 
priorice la transferencia de 
tecnología y la 
financiación de proyectos 
con este componente”. 
 “Para fortalecer los 
vínculos entre las 
Microempresas y las 
Pymes con todas aquellas 




valor] partirá de la 
realización de un 
inventario y una 
evaluación del impacto de 
los actuales programas de 
emprendimiento. A partir 
de allí, se generarán 
mecanismos de 
coordinación de los 
diversos instrumentos de 
apoyo y se desarrollarán 
instrumentos específicos 
de financiación 
adecuados a las diversas 
fases del proceso de 
formación y 
consolidación de las 
nuevas empresas (capital 
semilla, capital de 
arranque y capital de 
riesgo)”. 
 
conocimiento (como las 
universidades, los centros 
de desarrollo tecnológico o 
centros de investigación) 
se apoyará la creación y 
consolidación de comités 
universidad-empresa, 
oficinas de transferencia de 
resultados de investigación 
e innovación (OTRIs) y 
cualquier otro mecanismo 
de cooperación y 
transferencia de tecnología 
entre dichos actores. Esta 
estrategia permitirá que las 
necesidades del sector 
productivo se conviertan 
en agendas de 
investigación de las 
universidades y demás 
entidades de generación de 
conocimiento”. 
 “Para fortalecer la 
formación de capital 
humano y su vinculación 
en el desarrollo de 
actividades de innovación 
en las Microempresas y en 
las Pymes, se cofinanciará 
la vinculación temporal de 
investigadores en las 
empresas y centros de 
investigación y desarrollo 
tecnológico, y se 
capacitará a los gerentes de 
las empresas en gestión de 
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la innovación e 
incorporación de nuevas 
tecnologías”. 
Imágenes  “Las microempresas y las 
pymes son actores 
estratégicos en el 
crecimiento de la 
economía, la 
transformación del aparato 
productivo nacional, y el 
mejoramiento de la 
posición competitiva del 
país. Además estos 
segmentos empresariales 
contribuyen a reducir la 
pobreza y la inequidad, al 
ser alternativas de 
generación de empleo, 
ingresos y activos para un 
gran número de personas”. 




Microempresas y pymes, 
las cuales en su conjunto 
son la principal fuente de 
empleo del país”. 
 “En cuanto a la 
comercialización de 
productos y la obtención 
de insumos, Fundes ha 
indicado que la mayoría de 
las Pymes no concibe los 
mercados externos como 
una oportunidad”. 
 “Las microempresas tienen 
un limitado acceso al 
sector financiero. (…) El 
limitado acceso a fuentes 
de financiamiento formal, 
se explica en parte porque 
para las Microempresas es 
muy difícil satisfacer los 
requisitos que el mercado 
formal impone (garantías, 
documentación, etc.) y 
porque las condiciones de 
los créditos no se ajustan a 
sus requerimientos” 
 “En materia de creación 
de empresas, se cuenta 
con la Ley 1014 de 2006 
cuyo objeto principal es 
fomentar la cultura del 
emprendimiento, 
disponer de un conjunto de 
principios normativos para 
la creación de empresas y 
designar funciones a los 
entes territoriales”.  
 “El Gobierno Nacional 
además cuenta con otros 
programas como el de 
Cultura Empresarial del 
Ministerio de Comercio 
Industria y Turismo; el 
Programa Presidencial 
Colombia Joven; y una 
  “El entorno de los 
negocios se ha visto 
favorecido en los 
últimos años por una 
serie de políticas del 
Gobierno Nacional 
orientadas a mejorar la 
confianza y a reducir la 
incertidumbre a nivel 
macroeconómico. (…). 
[Estas acciones] tienen 
un impacto 
significativo sobre el 
ambiente de los 
negocios y facilitan la 
acción de las 
empresas”. 
 “El uso de herramientas 
como el comercio 
electrónico con clientes 
y otras empresas y las 
relaciones electrónicas 
con la administración 
pública y con sus 
propios empleados, son 
factores que 
contribuyen a mejorar 
la competitividad de las 
empresas al permitirles 
reducir sus costos, 
mejorar su gestión, 
comercialización y su 
integración con otras 
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 “Aunque no se cuenta con 
estadísticas oficiales sobre 
la participación de las 
pymes en el mercado de 
la contratación pública, 
se estima que es baja. 
Estudios del Proyecto de 
Contratación Púbica – 
PRAP señalan que de los 
39,5 billones de pesos 
susceptibles de 
contratación, 6 billones 
corresponden a contratos 
cuya cuantía fue inferior a 
750 SMMLV, lo cual 
evidencia el potencial de 
este mercado para el 
desarrollo de las Pymes”. 
 “Uno de los elementos que 
inciden en la 
productividad y 
competitividad de las 
empresas es su capacidad 
para acceder a fuentes de 
financiación que les 
permita cubrir sus 
necesidades de corto, 
mediano y largo plazo”.  
 “Los bajos hábitos de 
compra de servicios de 
apoyo por parte de las 
Microempresas y de las 
pymes han desincentivado 
el desarrollo de un 
mercado amplio de 
servicios de desarrollo 
gran variedad de 
programas de atención a 
poblaciones vulnerables, 
que dentro de sus 
estrategias plantean la 
creación de empresas 
como una alternativa de 
ingresos”. 
 “Se diseñará y estructurará 
una estrategia para 
fomentar emprendimientos 
articulados a cadenas de 
valor con potencial real de 
mercado, que permitan 
ampliar la base empresarial 
y generar cambios 
sustanciales en la 
estructura productiva 
nacional”.  
 “La formalización de las 
microempresas sólo puede 
ser el resultado de un 
proceso de fortalecimiento 
de su capacidad productiva 
y de su crecimiento 
económico. Por eso, las 
estrategias orientadas a 
mejorar su productividad y 
competitividad 
consignadas en este 
documento, contribuirán al 
proceso de formalización 
de las empresas”. 
empresas, entre otros 
aspectos”. Por esta 
razón, el Gobierno 
Nacional ha 
desarrollado estrategias 
centradas en la mejora 
del acceso a las 
infraestructuras de 
comunicaciones y a las 
TIC. 
 “La articulación 
productiva, la 
conformación de redes 
de colaboración y la 




mejorar la capacidad de 
las Microempresas y las 
Pymes para operar en la 
formalidad. Por eso, a 
través de los diferentes 
programas de apoyo a 
las Microempresas y a 
las Pymes se generarán 
incentivos para 
promover esquemas 
asociativos que les 
permita a las empresas 
aumentar su poder de 
negociación en la 
compra de insumos y 
en la comercialización 




empresarial (SDE), y por 
ende, la capacidad de 
innovación y el desarrollo 
de productos y servicios 
especializados en estos 
segmentos empresariales 
por parte de los oferentes”. 
 “Las compras del sector 
público son un importante 
instrumento de desarrollo 
y fortalecimiento de las 
microempresas y las 
pymes. (…) Este 
instrumento (…) se 
encuentra además 
incorporado en las leyes 
que promueven el 
desarrollo de las 




muy difícil; acceder a 
las compras del sector 
público; llevar a cabo 
proyectos tecnológicos 
e innovadores, difíciles 
de financiar de manera 
individual; acelerar los 
procesos de aprendizaje 
e intercambio de 
experiencias; y acceder 
a recursos de crédito y 
otras fuentes de 
financiamiento, entre 
otros aspectos”. 




Anexo K: Matriz de análisis – CONPES 3527 de 2008: “Política Nacional de Competitividad y Productividad”. 
 Políticas de extensión (E- 
extention policies) 
Políticas de creación de nuevas 
empresas (New firm creation 
policies) 
Políticas de grupos objetivo 






Valores  Transparencia en las 
relaciones entre empresas 
y Estado (a través de la 
promoción de la 
Responsabilidad Social 
Empresarial (RSE) y el 
Gobierno Corporativo 
(GC)). 
 Fraternidad en las 
relaciones laborales (a 
través de la promoción de la 
RSE y el GC). 
 Principios del Trabajo 
Decente. 
 Compromiso solidario 
de las empresas y el 
Estado con las 
comunidades (a través 
de la promoción de la 
RSE y el GC). 
 
Normas  En la estrategia 
“Profundización 
financiera y asignación 
eficiente del crédito”, 
están los ejes estratégicos: 
1) Mercado de crédito y 
2) Mercado de capitales. 
Dentro del primer eje, 
están los siguientes 
objetivos (para nuestro 
interés): “1) Facilitar el 
acceso a los servicios 
financieros; 2) Ampliar 
el número de 
microempresas con 
acceso al crédito; 3) 
Revisar las definiciones 
de micro, pequeña y 
mediana empresa y de 
microcrédito para que 
exista coherencia entre 
lo estipulado por la Ley 
 “… El objetivo de largo 
plazo de una política de 
competitividad debe ser 
reducir la protección y 
promover la competencia en 
el aparato productivo”. 
 En la estrategia denominada 
“salto en la productividad y 
empleo”, se busca que: 
“todas las empresas, 
incluyendo las mipymes y 
las que apenas se están 
creando, sean más 
productivas y puedan 
generar más empleos de 
mayor calidad”.  
 Dentro de la estrategia 
“Formalización laboral” 
está el eje estratégico que 
busca: “simplificar los 
trámites para la 
conformación de las nuevas 
 “El objetivo de la 
política de 
competitividad es lograr 
la transformación 
productiva del país. Un 
país puede aumentar el 
valor de su producción 





(aumentando la calidad) 




en general, ninguno de 
los tres frentes puede ser 
despreciado, Colombia 
debe hacer un esfuerzo 
relativo mayor en el 
 En la estrategia 
“Educación y 
competencias 
laborales” se encuentra 
el objetivo: “fortalecer 
el vínculo entre las 
instituciones de 
educación superior los 
Gobiernos locales y el 
sector productivo en 
torno a temas 
estratégicos para el 
desarrollo de las 
regiones”, el cual 
propone, como 
producto, la creación 
de alianzas entre las 
universidades, los 




mipyme y la 
clasificación utilizada 
por las entidades 
financieras para la 
asignación de crédito; 4) 
Desarrollar el factoring 
(como alternativa de 
financiación para las 
empresas)”. En el 
segundo eje estratégico, 
se agrupan los siguientes 
objetivos (para nuestro 
interés): 1) “Fijar bases 
sólidas al funcionamiento 
del mercado de valores, 
así como a su vigilancia y 
supervisión”; 2) 
“Establecer mejores 
estándares para la 
actividad de 
administración y gestión 
de carteras colectivas, que 
tendrán impactos 
positivos en el desarrollo 
de los fondos de capitales 
de riesgo y los fondos de 
capitales privados”.  
 En la estrategia de 
“Tecnologías de la 
Información y las 
Comunicaciones”, se 
menciona el eje: 
“Productividad 
empresarial”, que tiene 
por objetivo: “fomentar el 
uso y aprovechamiento de 
empresas”. Esta 
simplificación se centra en 
la creación de un Sistema 
Único de Afiliación a la 
Seguridad Social.  
tercero, ya que 
prácticamente ha 
agotado las fuentes de 





las TIC en el sector 
empresarial, como base 
para mejorar la 
productividad y 
consolidar empresas más 
competitivas”. Se hace 
énfasis en las Mipymes.  
Algoritmos  Dentro del eje estratégico 
“Productividad y 
Crecimiento” (de la 
estrategia “salto en la 
productividad y empleo”) 
se muestran los siguientes 
productos: 1) promover la 
creación de fondos de 
capital público/privados; 
2) Financiación para 
incrementar la 
productividad y el 
crecimiento de Mipymes 
(donde se propone la 
reestructuración del 
Fomipyme, financiación 
de mediano y largo plazo 
para proyectos de 
modernización y 
transformación productiva 
de las Mipymes, y 
capacitación empresarial; 
esta dos últimas a través 





Mipymes (como el 
 “Adicionalmente, la Alta 
Consejería Presidencial, 
junto con el GRAT, 
avanzan en una estrategia 
para racionalizar y 
automatizar los trámites 
que han sido identificados 
como críticos por los 
empresarios (Andi, Acopi, 
Confecámaras) y preparar 
una segunda Ley 
Antitrámites que debe ser 
presentada en la próxima 
legislatura. Este trabajo 
permitirá que Colombia 
mejore su clima de 
inversión, y, por ende, su 
posición en el ranking del 
Doing Business del Banco 
Mundial”.  
 Dentro de la estrategia 
“Formalización 
empresarial”, se incluyen 
medidas tales como: 
“facilitar el cumplimiento 
de los requisitos legales 
para ser formal, acompañar 
procesos de formalización 
de las Mipymes y fortalecer 
 Dentro de la estrategia 
“competitividad en el 
sector agropecuario”, el 
eje estratégico “Mejorar 
la innovación 
tecnológica en los 
sistemas de producción 
agropecuarios” incluye 
acciones como la 
elaboración de una 
Agenda de Innovación, 
financiación de 
proyectos de innovación 
(a través de 
convocatorias hechas 
por el Ministerio de 
Agricultura) y desarrollo 
de líneas de crédito de 
Innovación Tecnológica. 
 Dentro de la estrategia 
“Formalización laboral” 
se plantea la promoción 
de la: “inclusión laboral 
de la población 
vulnerable (mujeres, 
discapacitados, minorías 
étnicas, jóvenes)”. Para 
lograr esto, se propone la 
implementación del 
 Dentro del eje 
estratégico 
“emprendimiento” (de 
la estrategia “salto en 
la productividad y 






Infraestructura de la 
calidad y 4) 
Capacitación y 
divulgación. Dentro 
del primer eje, se 
encuentran los 
siguientes productos: 
1) creación y puesta en 
marcha de fondos de 




reglamentación de la 
Ley 1014 de 2006, las 





Mercado de Valores); 5) 
Mejoramiento de la 
productividad en 
microempresas; 6) 
Fomento de la 
innovación y de la 
actualización 
tecnológica (donde se 
incluye el diseño de un 
programa de capacitación, 
sensibilización y difusión 
de la actualización 
tecnológica); 7) Fortalecer 
el papel de las cámaras de 
comercio y las cajas de 
compensación en el apoyo 
al desarrollo empresarial; 
8) Políticas y normas para 
el desarrollo empresarial 
(donde se incluye el 
Proyecto de Ley de 
Transformación 





  “El Gobierno Nacional 
tiene el propósito de 
diseñar políticas para 
contrarrestar las fallas de 
mercado que dificultan 
una asignación eficiente 
de recursos”.  
el control de la 
informalidad”.  En esta 
estrategia se proponen los 
siguientes productos: 
1)”Rutas para la formalidad 
empresarial” (donde se 
incluye la promoción de 
una: “iniciativa entre sector 
público, Cámaras de 
Comercio y Academia para 
desarrollar proyectos de 
asistencia técnica 
microempresarial”); 2) 
Mejoramiento continuo de 
Doing Business (donde se 
propone: “comprometer a 
todas las entidades del 
Gobierno en el 
Mejoramiento del Clima de 
Negocios en el país”); 3) 
Facilitar el proceso de 
formalización (donde se 
propone la “integración de 
los Centros de Atención 
Empresarial con otros 
programas de apoyo”); 4) 
Creación de un régimen de 
transición de la 
informalidad a la 
formalidad (donde se 
contemplan medidas como: 
“creación de regímenes de 
simplificación tributaria 
para mipymes” y “hacer 
efectiva la gradualidad en el 
pago de impuestos 
programa de Iniciativas 
Locales de Gestión 
Empresarial en 
departamentos y 
municipios, el cual 
busca: “capacitar y 
brindar asistencia 
financiera y empresarial 
a la población 
vulnerable”. De igual 






asociativos con enfoque 
de género organizados” 
(aquí también se 
incluyen proyectos de 
innovación). 
 En la estrategia 
“Ciencia, tecnología e 
Innovación”, dentro del 
eje estratégico 
“Transformación 
productiva mediante el 
fomento de la 
innovación y el 
desarrollo tecnológico 
del sector productivo”, 
se proponen las 
siguientes acciones: “1) 
Apoyar a las empresas 
en sus actividades de 
búsqueda, evaluación, 
planes de acción para 
redes regionales y la 
promoción de 9 planes 
de negocio y la 
sensibilización de 
1000 personas para el 
fomento del 
emprendimiento); y 




en la formulación y 
desarrollo de planes de 
negocio y 




financiación de los 
planes de negocio). 
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parafiscales”); 5) Solución a 
ambigüedades de las 
funciones y reglamentación 
estatal (con medidas tales 
como: reglamentación de la 
Ley de Insolvencia para 
Empresas, eliminación de 
las restricciones creadas por 
las ARPs, las EPS y las 
Cajas de Compensación a 
pequeños empresarios, 
evaluación de la Planilla 
Integrada de Liquidación de 
Aportes (con énfasis en 
Mipymes), creación de 
mecanismos de cooperación 
público-privados y 
pertinencia del Sistema de 
Formación para el Trabajo 
para Mipymes); 6) Dar 
solución a problemas de 
información; y 7) Medidas 







esfuerzos en educación y 
capacitación que apoyen 
los procesos de 
aprendizaje, traducción y 
apropiación de 
conocimiento en las 
empresas; 3) Apoyar el 
desarrollo de clústeres y 




para competir en 
mercados globalizados; 
4) Apoyar programas de 
investigación, 
innovación y formación 
de alto nivel que 
contribuyan al 
surgimiento y desarrollo 
de sectores de talla 
mundial basados en 
conocimiento; 5) Apoyar 
y consolidar las alianzas 
entidades del 
conocimiento – 
empresas y las redes de 
innovación y sistemas 
regionales de innovación 
que se han venido 





sistema de propiedad 
intelectual; 7) Apoyar el 
fortalecimiento del 
Sistema Nacional de 
Calidad.” 
 
Imágenes   “La pregunta es cuál es 
el papel del Estado en la 
mejora de la 
productividad. En este 
documento se entiende 
que, siendo el sector 
privado el principal 
responsable de la 
productividad, el papel 
del Estado es facilitar los 
esfuerzos productivos 
del sector privado. Esta 
facilitación se puede dar 
en por lo menos tres 
niveles: (1) la provisión 
de bienes públicos que 
juegan el papel de 
insumos de producción 
para mejorar la 
productividad y 
competitividad de las 
firmas colombianas, (2) la 
promoción de alianzas 
productivas público-
privadas, y (3) el fomento 
de la dimensión regional 
de la competitividad. En 
este documento se 
entiende que los 
 “El propósito general de 
este documento está 
resumido en la visión que se 
ha fijado para la Política 
Nacional de 
Competitividad. En síntesis, 
se trata de volver al país 
más competitivo. (…) 
Aumentar la competitividad 
genera oportunidades de 
empleo formal y combate la 
pobreza y la desigualdad”. 
 “En 2032 Colombia será 
uno de los tres países más 
competitivos de América 
Latina y tendrá un elevado 
nivel de ingreso por 
persona, equivalente al de 
un país de ingresos medios 
altos, a través de una 
economía exportadora de 
bienes y servicios de alto 
valor agregado e 
innovación, con un 
ambiente de negocios que 
incentive la inversión local 
y extranjera, propicie la 
convergencia regional, 
mejore las oportunidades 
 En mayo de 2008, el 
Consejo Nacional de 
Ciencia y Tecnología 
aprobó la Política 
Nacional de Fomento a 
la Investigación y la 
Innovación, cuyo 
objetivo es: “crear las 
condiciones para que el 
conocimiento sea un 
instrumento del 
desarrollo”. Para esto, 
el Gobierno Nacional 
estaba elaborando un 
documento CONPES: 
“encaminado a fortalecer 
las capacidades de 
generación, uso y 
transferencia de 
conocimiento pertinente 
para la competitividad y 
el desarrollo”. 
 “Colombia cuenta hoy 
con un Sistema 
Nacional de 
Competitividad 
consolidado, con una 
amplia participación de 
la academia, las 
empresas, los 
trabajadores, las 




aumentos en la 
rentabilidad del sector 
privado deben provenir 
esencialmente de 
aumentos en la 
productividad, y no de 
fuentes indeseables, 
como la caza de rentas o 
la reducción de costos 
laborales. Por el contrario, 
se espera que sea el 
aumento de la 
productividad el que 
permita un aumento 
sostenido de los ingresos 
reales de los 
colombianos”. 
de empleo formal, eleve la 
calidad de vida y reduzca 
sustancialmente los 
niveles de pobreza”. 
 “La transformación 
alcanzada en el marco del 
MUISCA ha permitido que 
la DIAN se constituya en 
una entidad moderna y 
competitiva a nivel 
mundial, gestora de 
desarrollo que permite 
alcanzar una mayor y mejor 
gestión en materia de 
recaudo, control y servicio, 
para aportar elementos 
significativos en la mejora 
del clima de los negocios 
en Colombia”146. 
Fuente: Elaboración propia 
  
                                               
146 Aunque el documento menciona una serie de medidas para la simplificación, tanto de trámites tributarios como del Sistema en sí, ninguna de las medidas se 
refiere directamente a beneficios fiscales para los emprendedores nacientes o nuevos emprendedores. 
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Anexo L: Matriz de análisis – CONPES 3533 de 2008: “Bases de un plan de acción para la adecuación del sistema de propiedad 
intelectual a la competitividad y productividad nacional. 2008 – 2010”147 . 
 Políticas de extensión (E- extention policies) Políticas de grupos objetivo ‘nicho’ (‘Niche’ target group 
policies) 
Valores  Protección y respeto de los derechos de propiedad intelectual. 
Normas  “De otra parte, desde el sector de educación se han 
promovido los vínculos con el sector productivo. A nivel 
de educación superior se ha logrado la creación y 
fortalecimiento de Comités Universidad-Empresa-Estado. 
En el marco de estas relaciones con las empresas se ha 
hecho evidente la necesidad de profundizar y establecer 
estrategias y reglas claras para la negociación de 
productos de investigación y la protección de la 
propiedad intelectual”.  
 
 En Colombia existe un marco normativo abundante en 
materia de propiedad intelectual (…). Sin embargo, las 
constantes infracciones a estos derechos perjudican a 
sus titulares, a la cultura y a la economía del país en 
general, y evidencia la falta de acciones dirigidas a 
garantizar el ejercicio pleno de los Derechos de 
Propiedad Intelectual (DPI). 
 “Al mismo tiempo, es necesario implementar acciones 
encaminadas a sensibilizar a la sociedad con el objeto de 
generar una cultura de respeto a dichos derechos y a 
promover el aprovechamiento por parte de los titulares 
de las herramientas legales que brinda el sistema”. 
 “el aparato institucional requiere fortalecerse y 
articularse con miras a incentivar la investigación y la 
producción de nuevas creaciones aprovechables con 
fines productivos (…)”. 
 “A pesar de que la SIC ha contado con la colaboración 
de las cámaras de comercio en la orientación del usuario 
y la radicación de solicitudes de signos distintivos, es 
necesario proponer e implementar estrategias para 
lograr la descentralización de servicios tales como la 
recepción de solicitudes de registro de nuevas 
creaciones y la divulgación del respeto, uso y 
aprovechamiento de la propiedad industrial a nivel 
regional, con el propósito de suministrarle a los usuarios 
un mayor y más fácil acceso” (“En el caso de las 
Mipymes, por ejemplo, según ACOPI, las dificultades 
                                               
147 En este documento no se presentaron elementos correspondientes a una ‘política de creación de nuevas empresas’ o a una ‘política de emprendimiento 
‘holística’’, por lo que ambas categorías fueron excluidas de la matriz. 
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en lo referente a signos distintivos se presentan en el 
trámite de las solicitudes ante la SIC, debido a que no 
conocen los procedimientos que deben adelantar”). 
Algoritmos   La segunda estrategia que plantea la política es: 
“promover la propiedad intelectual como mecanismo 
para el desarrollo empresarial”. Esta estrategia: 
“contribuye a preparar las condiciones para que el 
aparato productivo colombiano evolucione hacia una 
competencia basada en la creación, la adaptación 
tecnológica y la innovación”. Las acciones para lograr 
este propósito se centran en capacitaciones, las cuales 
van desde la enseñanza de las herramientas disponibles 
para la protección de los activos intangibles de las 
empresas, pasando por el conocimiento de la legislación 
nacional e internacional sobre la protección de la 
propiedad intelectual, llegando hasta la creación de 
manuales que les permita a los empresarios conocer (y 
acceder a) los beneficios y ventajas que otorgan los 
derechos de propiedad intelectual.  
 La quinta estrategia, denominada: “gestión eficaz para 
el fortalecimiento de la administración del sistema de 
Propiedad Intelectual”, tiene como propósito: “eliminar 
los problemas existentes en la administración del 
Sistema de Propiedad Industrial en aras de lograr un 
sistema activo que pueda adoptar, de manera integral y 
directa, medidas que satisfagan más eficientemente las 
necesidades de solicitantes de Derechos de Propiedad 
Industrial”. Para esto se proponen dos acciones: 1) 
“elaborar un estudio técnico de viabilidad para 
determinar la infraestructura institucional más 
conveniente para la administración de la propiedad 
industrial” y 2) fortalecer la infraestructura del Sistema 
de Propiedad Intelectual (en especial las oficinas de 
Nuevas Creaciones y Signos Distintivos de la 
Superintendencia de Industria y Comercio y su 
estrategia de divulgación). 
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Imágenes  “Dentro de los usuarios del SPI se encuentran las 
personas naturales (inventores aislados, autores, 
interpretes, artistas plásticos, programadores de sistemas, 
productores de cine y TV, periodistas, etc.), las empresas 
(PYMES, gran empresa nacional y multinacional), las 
instituciones académicas y centros de investigación tanto 
públicos como privados (Universidades, parques 
tecnológicos, incubadoras, centros de I & D, entidades 
gubernamentales, etc.). Son usuarios de sistema de PI ya 
que en su actividad, producen bienes protegibles por la 
propiedad intelectual o son usuarios de derechos de 
propiedad intelectual de propiedad de un tercero”. 
 “Los diseños industriales por su parte, si bien incentivan la 
creación de productos más diversificados y atractivos, 
aumentando su valor comercial y fomentando el 
desarrollo de las pequeñas y medianas empresas, su 
utilización es aún baja”. 
 “Los pequeños y medianos empresarios desconocen la 
utilidad y las formas de protección de signos distintivos lo 
cual conduce en pérdidas de oportunidades y de 
mercados”. 
 “La infracción de signos distintivos en Colombia y en 
particular la infracción de marcas, trae consigo 
consecuencias perjudiciales para la economía del país pues 
no solo afecta la productividad de la empresa y la 
generación de empleo sino que también desestimula la 
inversión en Colombia”. 
 “El escaso aprovechamiento de la propiedad intelectual 
radica principalmente en un desconocimiento por parte 
de los usuarios sobre la importancia de la protección a 
sus creaciones intelectuales, incluyendo los beneficios 
económicos que ofrecen. En el caso de las Mipymes, la 
Asociación Colombiana de Medianas y Pequeñas 
Industrias (ACOPI) realizó un programa de asistencia 
técnica para evaluar el impacto y/o uso de la propiedad 
intelectual. El estudio, hecho sobre 400 empresas, 
 “La creación y producción intelectuales están 
determinadas, entre otros factores, por el uso del 
conocimiento disponible en el Sistema de Propiedad 
Intelectual (SPI) y el logro de niveles óptimos de 
protección y respeto de sus derechos. El objetivo de las 
bases propuestas en este documento es potenciar el 
impacto de esta relación sobre la competitividad 
nacional y la productividad de sus agentes económicos, 
sin desconocer el equilibrio que debe existir entre los 
titulares de Derechos de Propiedad Intelectual (DPI) y 
los usuarios del conocimiento o los bienes protegidos”. 
 “El conocimiento es en el siglo XXI un recurso crucial 
entre los múltiples determinantes de la competitividad 
de un país. La generación de valor con base en la 
creación intelectual, es decir, la producción de 
conocimiento, así como el uso del conocimiento 
disponible, son herramientas fundamentales para 
producir bienes y servicios innovadores capaces de 
insertarse adecuadamente en mercados competitivos. 
La Propiedad Intelectual, entendida –como se verá más 
adelante- en su sentido más amplio, es una herramienta 
de incentivo a la producción y creación intelectuales y, 
por tanto, una herramienta disponible por las naciones 
para contribuir al logro de grados superiores de 
competitividad y productividad”. 
 “La propiedad intelectual involucra la protección del 
producto de los actos de creación de los seres humanos 
en variados campos de la ciencia, la tecnología y la 
industria (…)”.  
 “Los países más competitivos son a su vez los que 
producen mayor conocimiento patentable entendiéndose 
éste como una proxy de la creación y producción 
intelectuales. La producción de conocimiento patentable 
parte, entre otros, de la utilización del conocimiento 
disponible para orientar los esfuerzos, tanto humanos 
como económicos, hacia la innovación basada en los 
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concluyó que esta herramienta no ha sido utilizada de la 
manera eficiente y efectiva por las empresas. Frente a 
varios de los aspectos más relevantes se menciona que la 
mayoría de las Mipymes no conocen la legislación sobre 
propiedad intelectual”. 
 “También es evidente la debilidad que se genera por la 
falta gestión de la propiedad intelectual, es decir, la falta 
de una estrategia de negocios en las empresas que 
involucre la propiedad intelectual y que sean valorados 
como intangibles dentro de los activos fijos de las 
mismas o como insumos para la toma de decisiones a 
partir del cálculo de su rentabilidad financiera. (…) Por 
la escasa cultura sobre la propiedad intelectual, al 
empresario le resulta poco relevante fijar un valor 
económico a su propiedad intelectual al menos para efectos 
contables o comerciales. Así mismo, también es cierto 
que el sistema financiero no valora estos activos como 
garantías para el otorgamiento de créditos” (sic). 
 En el anexo del documento, se presentan los actores que 
conforman el Sistema de Propiedad Intelectual, 
mencionando el papel de cada uno dentro del mismo. El 
MCIT (ente responsable de la implementación de la 
política pública de emprendimiento), además de “definir, 
implementar y hacer seguimiento de políticas relacionadas 
con la propiedad industrial”, tiene como rol fomentar: “el 
uso de la información tecnológica contenida en los 
documentos de patentes, marcas de certificación, 
denominaciones de origen, franquicias, programas a 
mipymes, asuntos de metrología que soportan la 
innovación, entre otros. Colciencias (otro actor importante 
en la implementación de la política pública de 
emprendimiento), tiene como papel: “estimular la 
innovación en las empresas, estimular la generación de 
conocimiento endógeno y a facilitar la apropiación pública 
del conocimiento”. Además, entre los usuarios del Sistema, 
se mencionan a las empresas, las cuales: “a través de 
avances técnicos disponibles. Este aprovechamiento, 
que beneficia la productividad y la competitividad de 
las empresas, debe ir acompañado de las ventajas 
que para el innovador se derivan de la protección de 
su creación. 
 “Existen otros factores vinculados directamente con la 
generación de conocimiento patentable, tales como la 
relación estrecha entre universidad – empresa, el 
mayor gasto tanto público como privado en Ciencia y 
Tecnología (C&T), el número de instituciones de 
investigación científica y las empresas con 
capacidades de investigación, desarrollo e 
innovación”. 
 “La escasa actividad innovadora de las empresas se 
explica en gran parte por la insuficiente capacidad y 
bajos recursos en investigación y desarrollo y al escaso 
aprovechamiento de la información tecnológica 
contenida en los documentos de patentes y en el 
Registro Nacional de Variedades Vegetales, como 
fuente de información tecnológica. Esta situación 
genera pérdida de oportunidades para obtener 
ventajas competitivas en el mercado, lo cual conlleva 
a algunos efectos negativos como: duplicidad de 
esfuerzos en investigación y desarrollo, pérdida de 
oportunidades de transferencia de tecnología 
(negociación, contratación, compra y venta, licencias, 
etc.), pérdida de oportunidades en la explotación de 
la información tecnológica de dominio público, entre 
otros”. 
 En la sexta estrategia propuesta por la política, 
denominada: “conformación de una instancia superior 
de política de propiedad intelectual”, se busca que dicha 
instancia solucione el problema de la falta de 
articulación que existe entre las entidades encargadas de 
diseñar políticas de propiedad intelectual. Uno de los 
objetivos de esta instancia será: “buscar que el sistema 
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diferentes formas de protección que ofrece el Sistema 
obtienen derechos sobre bienes intangibles permitiéndoles 
consolidar sus estrategias de negocios, diversificar su 
portafolio de productos e incrementar su competitividad y 
productividad”. 
nacional de propiedad intelectual contribuya a la 
promoción del desarrollo empresarial y la 
competitividad, así como al fomento de la 
investigación científica y a la creación de una cultura 
de creación e innovación”. 











Políticas de creación de 
nuevas empresas (New 
firm creation policies) 
Políticas de grupos objetivo 
‘nicho’ (‘Niche’ target group 
policies) 
Política de emprendimiento ‘holística’ 
(‘Holistic’ E-Policy) 
Valores     “Las regiones colombianas son diferentes 




en el centro 
de la 
política”. 
  La PDP propone, dentro de su 
primer objetivo específico: 
“Mejorar las capacidades de 
innovación, emprendimiento y 
transferencia de conocimiento 
y tecnología de las unidades 
productivas”.  
 
 “Ante este escenario, se hace necesario 
promover una nueva política de 
desarrollo productivo (PDP) que tiene 
como objetivo exclusivo la solución de 
fallas de mercado, de articulación y de 
gobierno que limitan el crecimiento de 
la productividad y la sofisticación del 
aparato productivo colombiano”. 
 El objetivo general de la PDP es: 
“desarrollar instrumentos que apunten a 
resolver fallas de mercado, de gobierno 
o de articulación a nivel de la unidad 
productora, de los factores de 
producción o del entorno competitivo, 
para aumentar la productividad y la 
diversificación del aparato productivo 
colombiano hacia bienes y servicios más 
sofisticados”. 
 La PDP tiene, como su primer objetivo 
específico: “Solucionar las fallas de 
mercado y de gobierno que limitan el 
desarrollo de los determinantes de la 
productividad requeridos para que el 
país mejore sus niveles de productividad, 
diversificación y sofisticación”. 
 La PDP propone, dentro de su primer 
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objetivo específico: “Aumentar la 
eficiencia y efectividad en la provisión de 
capital humano y capital financiero 
como factores de producción”.  
 La PDP tiene, como su tercer objetivo 
específico: “Generar un entorno 
institucional que promueva la 
coordinación entre actores y garantice la 
sostenibilidad de la PDP en el largo 
plazo”. 
Algoritmos    Para “Preparar el aparato 
productivo para el 
aprovechamiento de la 
transferencia de 
conocimiento y tecnología, y 
promover el desarrollo de la 
oferta y la demanda de 
servicios de transferencia de 
conocimiento y tecnología” 
(‘Línea de Acción 1’), el PDP 
propone varias acciones, de 
las cuales cuatro son de 
interés: 1. La implementación 
del “programa nacional de 
escalamiento de la 
productividad”, el cual 
buscará fortalecer a las 
entidades que prestan 
servicios de desarrollo 
empresarial y a los 
empresarios, usuarios de estos 
servicios; 2. Diseño e 
implementación de un modelo 
de asistencia técnica 
agropecuaria, el cual busca, 
entre otras cosas, el desarrollo 
 La ‘Línea de Acción 4’: “Profundización 
en mecanismos de apoyo financiero a la 
innovación y el emprendimiento”, busca 
formular: “acciones para promover 
nuevos instrumentos de financiamiento 
y fortalecer los existentes, expandir el 
financiamiento público, facilitar el 
acceso a programas de financiación 
para la innovación y el 
emprendimiento, y promover el 
trabajo conjunto de entidades 
financieras privadas y agentes expertos 
en innovación y emprendimiento. Su 
finalidad es reducir las asimetrías de 
información entre el emprendedor y el 
inversionista, así como mitigar el riesgo 
que el mercado financiero suele percibir 
en los proyectos de innovación y 
emprendimiento”. Las acciones 
propuestas en el PDP para lograr esto 
son: 1. Contribuir: “al desarrollo de la 
industria de capital privado y de riesgo 
para financiar la creación, crecimiento 
y expansión de empresas innovadoras”, 
mediante una serie de acciones que 
involucran la creación de nuevos fondos 
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de “metodologías y 
mecanismos que garanticen 
eficientemente la 
transferencia, adopción de 
conocimiento y uso de 
tecnologías para el sector 
agropecuario”; 3. La 
implementación de un 




(DATA), que permita, 
mediante herramientas de 
consulta de información en 
bases de datos nacionales e 
internacionales, redes de 
profesionales en servicios de 
desarrollo empresarial y la 
oferta pública de instrumentos 
apoyo a la innovación, la 
conexión entre la oferta y 
demanda de soluciones 
tecnológicas y su 
implementación en el sector 
privado”; 4. La actualización 
de los lineamientos del 
CONPES 3533 (Propiedad 
Intelectual) con los 
lineamientos de esta PDP. 
 En la ‘Línea de Acción 2’: 
“Aumentar la actividad 
innovadora y el 
emprendimiento en el 
aparato productivo”, se 
busca desarrollar: “acciones 
de capital público (y el fortalecimiento de 
los existentes) para el financiamiento de 
estas nuevas empresas innovadoras, 
convocatorias, eliminación de barreras 
normativas para la consolidación de 
instrumentos de financiamiento en 
etapa temprana (como crowdfunding y 
corporate venturing) y estrategias de 
atracción de la IED en fondos de capital 
de riesgo que inviertan en empresas 
locales; 2. Modernización del Fondo 
Emprender: “para que en conjunto con 
todas las entidades relacionadas con el 
emprendimiento se fortalezca el apoyo a 
proyectos para la creación de empresas 
que generen valor agregado y pertinencia 
con la realidad productiva y económica 
de las regiones”; 3. El desarrollo de: “un 
programa de acompañamiento para el 
ingreso al mercado de valores y deuda de 
empresas con potencial de crecimiento. 
El objetivo del programa es apoyar el 
desarrollo del mercado de capitales de 
renta fija en Colombia, de forma que se 
aumente el número de nuevos emisores 
de bonos en el sector real”; 4. Desarrollar 
un portafolio de financiación dirigido a 
promover la innovación, cuyo objetivo es: 
“generar en el mediano y largo plazo los 
incentivos necesarios para que la banca 
privada participe activamente en la 
financiación de proyectos y empresas 
innovadoras”; 5. Presentar, al Consejo de 
Beneficios Tributarios, una propuesta: 
“que permita ampliar el alcance de las 
tipologías y mecanismos orientados a 
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de diseño e implementación de 
instrumentos de apoyo a la 
innovación con base en la 
experiencia acumulada en los 
últimos años. El propósito es 
ajustar la oferta a las 
necesidades específicas de los 
empresarios desde la fase de 




para el mercado”. Aquí se 
incluyen acciones tales como: 
1. Un modelo de 
cofinanciación de iniciativas 
de desarrollo tecnológico e 
innovación: “con roles 
específicos para diferentes 
entidades, que atenderán 
necesidades de las unidades 
productoras según sus 
competencias”; 2. Diseño e 
implementación de un 
mecanismo de “bonos de 
innovación” con el fin de: 
“promover la articulación 
entre las empresas y las 
entidades de soporte”; 3. 
Desarrollo de programas para 
la consolidación de la 
innovación a nivel 
empresarial: “Los programas 
se llevarán a cabo con criterios 
que permitan diferenciar a los 
usuarios según sus 
promover el emprendimiento, el 
desarrollo tecnológico y la innovación, 
tales como la contratación o formación de 
recurso humano pertinente para I+D y el 
desarrollo en Colombia de patentes y 
modelos de utilidad”; 6. Incrementar: 
“[el] acceso de los pequeños productores 
y microempresarios del campo a los 
servicios financieros a través del Fondo 
de Microfinanzas Rurales (FMR)”; 7. 
Modificar el Fondo de Inversiones de 
Capital de Riesgo (FICR), el cual fue 
creado como un mecanismo de 
financiación para apoyar y desarrollar 
iniciativas productivas en zonas rurales 
donde la inversión privada no llega; 8. 
Realizar un análisis del mercado de 
crédito y de gestión de riesgos en el 
sector agropecuario: “con el fin de 
identificar qué otros instrumentos 
financieros en el sector deben ser 
reestructurados o fortalecidos, y tomar las 
medidas respectivas”.    
 Dentro del tercer objetivo específico de la 
PDP, se encuentra la ‘Línea de Acción 
20’ que busca mejorar la gobernanza del 
Sistema Nacional de Competitividad, 
Ciencia, Tecnología e Innovación 
(SNCCTI). Para ello plantea: “definir los 
roles y responsabilidades de las entidades 
del Gobierno Nacional en materia de 
transparencia de conocimiento y 
tecnología, innovación y 
emprendimiento”. Para la conformación 
del SNCCTI, se propone: “[Asignar] al 
Ministerio de Comercio, Industria y 
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necesidades específicas en 
materia de innovación. Se 
considerarán las siguientes 
categorías, entre otras: i) 
gestión de la innovación, el 
conocimiento y la tecnología; 
ii) desarrollo de nuevos 
productos y servicios; iii) 
innovación abierta; y iv) 
emprendimiento corporativo 
(spin-off corporativo e intra-
emprendimiento)”; 4. Otorgar 
“pagos por desempeño” a las 
instituciones encargadas de 
la incubación y aceleración 
de empresas, es decir, pagos: 
“en función del éxito de los 
proyectos que estas ejecuten”; 
5. Diseño e implementación 
de: “un programa para el 
fortalecimiento y desarrollo 
de capacidades en 
emprendimiento (tales como 
mentoría y entrenamientos). 
El programa se implementará 
a través de instrumentos que 
abordan las distintas etapas 
de creación de nuevas líneas 
o modelos de negocio”; 6. 
Implementación de un 
proyecto para implementar 
programas regionales de 
innovación y 
emprendimiento; 7. 
Fortalecimiento del programa 
de: “Centros de Desarrollo 
Turismo las funciones de formulación, 
orientación, dirección, coordinación, 
ejecución e implementación de la 
política de Estado en materia de 
emprendimiento e innovación, 
incluyendo la transferencia de 
conocimiento y tecnología para el 
mejoramiento de la productividad”. De 
igual modo, se presenta la definición de 
una Agenda Nacional de 
Emprendimiento e Innovación, por 
parte del MCIT en conjunto con los 
Gobiernos regionales y el sector 
privado, el cual debe incluir: 1. “Una 
agenda de desarrollo de capacidades y 
condiciones para el emprendimiento y la 
innovación, la cual incorporará los temas 
de transferencia de conocimiento y 
tecnología para el mejoramiento de la 
productividad”; 2. ” Una agenda de 
consolidación de la cadena de 
financiamiento para la creación de nuevas 
líneas o modelos de negocio, y de 
consolidación de los negocios existentes, 
profundizando en mecanismos de bajo 




Empresarial bajo la 
adaptación del modelo Small 
Business Development Centers 
(SBDC)148, para desarrollar 
capacidades al interior de las 
empresas ofreciendo asesoría 
personalizada, 
acompañamiento y 
capacitación al emprendedor y 
empresario”; 8. La 
consolidación de una 
estrategia de promoción: “de 
una mentalidad y cultura 
favorables a la 
productividad, la innovación 
y al emprendimiento. Esta 
estrategia incluirá acciones 
que permitan el desarrollo 
de herramientas de 
comunicación masivas que 
faciliten la apropiación de 




 La ‘Línea de Acción 19’ 
propone: “modificar la 
Política Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación 
vigente, con el fin de 
introducir la caracterización 
de las necesidades de los 
departamentos como un 
                                               
148 “Los Small Business Development Centers (SBDC) son espacios en donde propietarios de pequeñas empresas acceden a servicios de consultoría gratuita y de 
capacitación de bajo costo. Estos incluyen: soporte para desarrollo de plan de negocios, asistencia en procesos de producción, asistencia financiera, apoyo para la 
exportación e importación, apoyo en adquisiciones y contrataciones, y ayuda para estudios de mercado, entre otros” (DNP et. al., 2016, p. 75, pie de página 55).   
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principio para la ejecución de 
las acciones del Gobierno 
Nacional”.  
Imágenes   “(…) Es importante 
resaltar que la PDP 
hace parte de la 
agenda integral de 
competitividad de un 
país, la cual también 








 “El periodo 2010-
2016 ha estado 
caracterizado por un 
marco institucional 
definido por el 
Decreto 1500 de 
2012, que redefinió 
y organizó el 
Sistema Nacional de 
Competitividad e 
Innovación (SNCI) 
(…). El decreto 
definió tres pilares 
sobre los cuales el 
SNCI trabajaría en la 
formulación e 
 “El crecimiento económico 
del país ha estado asociado 
más a la acumulación de 
capital físico y de fuerza 
laboral que a aumentos en 
productividad. (…) El 
crecimiento de la PTF149 
aportó 5 puntos porcentuales 
al crecimiento promedio de las 
economías asiáticas entre 
2000-2014. Por el contrario, la 
PTF restó 0,2 puntos 
porcentuales a la tasa de 
crecimiento promedio de la 
economía colombiana (4,2%) 
durante el mismo período. 
(…). Este estancamiento de 
la eficiencia productiva, el 
cual se aprecia tanto a nivel 
nacional como regional, está 
relacionado con una 
concentración de la 
producción en bienes de baja 
sofisticación”.   
 “(…) a través de la 
sofisticación y la 
diversificación la economía 
colombiana alcanzará mayores 
niveles de productividad y 
desarrollo económico”.  
 “El Gobierno colombiano ha desarrollado 
acciones y programas dentro de su agenda 
de productividad con el fin de solucionar 
los problemas anteriormente 
mencionados (…). Sin embargo, el 
alcance de los mismos se ha visto 
limitado por su ausencia de foco en la 
solución de fallas de mercado o de 
gobierno, la definición de agendas 
nacionales de programas y proyectos que 
no siempre tienen en cuenta las 
vocaciones productivas subnacionales, la 
falta de articulación de los esfuerzos 
públicos y privados alrededor de 
problemas y apuestas productivas 
específicas, y la ausencia de criterios 
únicos para la definición de dichos 
problemas y apuestas”. 
 “Reina, Oviedo y Tamayo (2015) 
advierten las dificultades del Gobierno 
Nacional para solucionar fallas de 
mercado transversales y la tendencia 
del mismo a las soluciones verticales y 
discrecionales. Lo anterior, según los 
autores, impide el desplazamiento de los 
factores productivos hacia los sectores 
con mayor potencial”. 
 “Crespi, Fernández-Arias y Stein (2014) 
explican que las PDP están justificadas 
por la existencia de fallas de mercado 
                                               
149 “Se entiende por productividad total de factores (PTF) aquella parte del crecimiento que no puede ser explicada por el aporte de los factores tradicionales: 










política se optó por 






esfuerzos en dos 
estrategias clave 
para fomentar la 
innovación y los 




la apertura de 
nuevos negocios y 
mercados a través 
del programa 
iNNpulsa, que 
propende por el 





 “En materia de 
innovación y 
emprendimiento, 
 “Uno de los elementos 
centrales para promover una 
transformación productiva es 
la innovación”. 
 La transferencia y absorción 
del conocimiento y la 
tecnología es definida: “desde 
un enfoque sistémico, como 
el conjunto de acciones 
realizadas de manera 
individual y agregada por 
parte de diferentes 
instituciones y actores para el 
desarrollo y la difusión de 
nueva tecnología y 
conocimiento. Este conjunto 
de acciones constituye a su 
vez el marco en el que los 
gobiernos aplican políticas 
para contribuir en los 
procesos de innovación”.   
 “Hausmann y Rodrik (2003) 
resaltan la importancia del 
proceso de descubrimiento de 
nuevos productos como motor 
del desarrollo económico en 
países en los que no existe 
total claridad respecto a cuáles 
son los bienes para cuya 
producción existen ventajas”. 
 “Focalizar la política en 
productos con bajo potencial 
de crecimiento implicaría 
gastar recursos en 
actividades que podrían 
tener bajo impacto en el 
típicas como las asimetrías de 
información y las fallas de 
coordinación. En resumen, dichas 
políticas están orientadas al incremento 
de la productividad, a través del uso de 
instrumentos como la innovación, la 
promoción integral de sectores 
estratégicos, la mejora del capital 
humano, la promoción del 
emprendimiento, el fortalecimiento del 
mercado interno y la internacionalización. 
Todo lo anterior debe estar soportado por 
una estructura institucional que permita 
una adecuada colaboración público-
privada”.   
 Las fallas de coordinación: “se pueden 
manifestar de diversas formas. A nivel de 
la unidad productora, hay casos en los 
que no existen los incentivos para 
producir un bien que podría ser rentable, 
porque quienes demandarían dicho bien 
no inician aún sus actividades productivas 
precisamente porque tal bien no existe. 
En otros casos, una unidad productora 
puede carecer de incentivos para trabajar 
con otras de forma cooperativa a pesar de 
que ello le podría permitir cubrir 
colectivamente los “costos hundidos”. 
Las fallas de coordinación también 
pueden ocurrir entre agentes públicos y 
privados; por ejemplo, puede existir 
descoordinación en los tiempos de las 
inversiones cuando el sector privado no 
tiene incentivos para invertir sin la 
inversión del sector público, y viceversa”.    
 Los determinantes de la productividad 
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y Turismo apoyó a 
8.500 micro y 
pequeñas empresas 
en la facilitación de 
negocios para la 
promoción del 
mercado interno. 
Esta y otras acciones 
contribuyeron a que 
en el país se crearan 
4.400 empresas de 
alto potencial en 
innovación, 
generación de 
empleo y utilización 
de tecnología de 
punta en el mismo 
periodo”. 
 En Colombia existe 
un: “marco 
regulatorio 
desfavorable para la 
innovación y el 
emprendimiento. 
Según la OCDE, en 
Colombia no se 
evidencian avances 
en materia de 
tributaciones y 
legislaciones 
valor agregado y la 
productividad de la 
economía nacional. El alto 
potencial de crecimiento se 
puede medir evaluando si 
existe una demanda 
internacional o nacional 
creciente del producto 
respectivo o si es posible 
demostrar que el surgimiento 
del producto en cuestión 
generará su propia demanda – 
ya sea porque, por ejemplo, se 
tratará de un nuevo producto o 
porque es una variedad o 
calidad diferente de un 
producto ya existente”150. 
 “La adopción y adaptación de 
conocimiento y tecnología al 
interior de las unidades 
productoras y 
emprendimientos en 
Colombia es baja: según la 
Encuesta de Innovación y 
Desarrollo Tecnológico 
(EDIT) VII, solo el 7% del 
monto invertido por las 
empresas en actividades de 
ciencia, tecnología e 
innovación (ACTI) tiene como 
fin la transferencia de 
tecnología o adquisición de 
otros conocimientos”. 
 “En relación con la 
se clasifican en tres tipos: i) aquellos 
que afectan la eficiencia de la unidad 
productora; ii) aquellos relacionados 
con los factores de producción y iii) 
aquellos relacionados con el entorno 
competitivo y los procesos productivos. 
Los primeros se definen como aquellos 
que: “operan al interior de la unidad 
productora y sobre los cuales los 
productores tienen cierto nivel de 
control”. Aquí se incluyen la 
transferencia de conocimiento y 
tecnología; y la innovación y el 
emprendimiento. Estos, a su vez, 
dependen de los factores de producción, 
que son el capital humano (“adecuado 
para los procesos productivos”), el capital 
financiero y el capital natural. Estos dos 
tipos de determinantes se circunscriben 
dentro del tercer tipo, el cual busca 
facilitar: “la generación de un entorno 
competitivo y [promueve] las 
modificaciones que se requieren en los 
procesos productivos de las unidades 
productoras para aumentar las 
posibilidades de acceso de las mismas a 
los mercados extranjeros. Tal es el caso 
de las cadenas de valor, los sistemas de 
calidad y la exposición a mercados 
internacionales”. Las dos primeras 
categorías determinan la productividad en 
el mediano plazo, mientras que la última 
lo hace en el largo plazo.  
 Existen dos tipos de transferencia y 
                                               






que den un trato 
diferencial 
dependiendo de las 
distintas fases de 





afrontan la misma 
carga tributaria 
que las empresas 
consolidadas (…)”.  
 “Respecto al 
financiamiento del 
sector privado para 
la creación de 
nuevas líneas o 
modelos de negocio, 
algunas fallas de 
gobierno, como 
barreras regulatorias, 
han dificultado el 
surgimiento de 
instrumentos como 
la financiación en 
masa (crowdfunding) 





conocimientos y estrategias 
existentes, las capacidades y 
prácticas gerenciales 
representan una de las 
mayores oportunidades para 
las empresas151 con menores 
niveles de desarrollo. El sector 
privado colombiano presenta 
una baja calidad gerencial con 
respecto a parámetros 
internacionales, lo cual limita 
la absorción de conocimiento 
existente para el desarrollo 
de negocios”. 
 “El 45% de las empresas 
innovadoras y potencialmente 
innovadoras perciben como un 
obstáculo para la innovación 
la escasa información sobre 
tecnología disponible. (…). 
Una razón por la cual las 
empresas no hacen uso del 
conocimiento o no adoptan 
tecnologías existentes es el 
bajo nivel de desarrollo del 
mercado de empresas 
dedicadas a la interconexión 
entre quienes tienen 
conocimientos y quienes los 
demandan. Lo anterior refleja 
fallas de coordinación para el 
desarrollo del mercado de 
servicios de desarrollo 
absorción del conocimiento y la 
tecnología. El segundo tipo tiene que ver 
con la expansión de la frontera del 
conocimiento, el cual está ligado: “al 
mundo de las instituciones generadoras 
de conocimiento y a los mecanismos para 
que este se cree y se acumule”. Respecto 
a esto, el documento expresa lo siguiente: 
“los países más cercanos a la frontera de 
producción, con trabajadores más 
educados y productivos y mayores 
inversiones en procesos de investigación, 
desarrollo e innovación, presentan 
aumentos en productividad (Syverson, 
2011). Según Guellec y van Pottelsberghe 
de la Potterie (2001), la generación de 
conocimiento liderado por las firmas 
facilita el surgimiento de 
emprendimientos de alto valor 
agregado que a través de nuevos 
procesos de producción dan lugar a 
bienes y servicios nuevos y de mayor 
calidad”. 
 “Existe consenso en la literatura sobre el 
efecto positivo de la educación y la 
capacitación del capital humano en el 
aumento de la productividad. Mientras la 
educación básica, media, técnica y 
tecnológica facilitan la absorción y 
utilización de conocimiento y tecnología, 
la educación profesional y de posgrado es 
indispensable para la generación de 
procesos innovadores”.  
 “El sector financiero también garantiza 
                                               
151 Para reforzar este punto, se cita la Encuesta Mundial de Gestión (World Management Survey) que tiene como unidad de análisis a las pymes. 
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empresarial (SDE), que a su 
vez están relacionadas con 
problemas de información 
(…)”. 
 “De acuerdo a Crespi, 
Fernández-Arias y Stein 
(2014) poseer una masa 
crítica de unidades 
productoras que realicen 
actividades de innovación es 
esencial para fomentar la 
productividad, la 
diversificación y la 
sofisticación de la economía. 
(…) Además de procesos de 
innovación en las empresas 
ya existentes, una economía 
más compleja e innovadora 
demanda la creación de 
empresas que generen 
mayor valor agregado”. 
 “La heterogeneidad en los 
niveles de sofisticación y 
diversificación de los 
departamentos está 
relacionada con diferencias 
notorias entre sus condiciones 
y resultados de innovación”.  
una distribución más eficiente de los 
recursos en el aparato productivo, una 
mayor acumulación de capital físico, una 
mejor transferencia y adaptación de 
tecnología, y una mayor especialización 
en la economía (…) Las asimetrías de 
información en el mercado financiero 
sobre la calidad de los proyectos pueden 
generar una asignación ineficiente de 
recursos. Como resultado, se puede 
terminar financiando firmas o proyectos 
poco productivos sobre otros más 
productivos, lo cual retrasa el crecimiento 
de la productividad agregada”.  
 “Finalmente, cabe mencionar que para 
competir en mercados internacionales las 
empresas suelen invertir en procesos de 
innovación, absorción y transformación 
de conocimiento y tecnología, con el fin 
de adaptar sus bienes y servicios a los 
estándares internacionales. Por lo tanto, 
una baja exposición de las unidades 
productoras a los mercados 
internacionales limita el crecimiento de la 
productividad”. 
 “Una PDP requiere un marco 
institucional que propicie el entorno 
adecuado para garantizar el éxito de la 
política en el corto, mediano y largo 
plazos. (…) El diseño de la 
institucionalidad debe responder 
principalmente a dos desafíos: i) La 
dimensión sistémica de la política: Se 
refiere a la necesidad de abordar el 
problema principal a partir de una 
visión global que identifique los 
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diferentes componentes, procesos, 
actores y relaciones del sistema. A 
partir de este enfoque, es posible formular 
tanto el diagnóstico, como los objetivos y 
estrategias relacionados con los procesos 
(por ejemplo, de planeación e 
implementación de instrumentos) que 
ejecutan los actores del sistema en el día a 
día para su funcionamiento; ii) La 
gobernabilidad: Se refiere a las 
instancias, incentivos y reglas que 
facilitan el engranaje del sistema para la 
obtención de unos resultados, promueven 
la participación, y facilitan la 
articulación entre los distintos 
ministerios y agencias del Gobierno 
Nacional, entre el sector público y el 
privado, y entre el nivel nacional y las 
regiones. Para ello, la institucionalidad 
debe diseñar esquemas para que 
múltiples agencias encargadas de 
diseñar y ejecutar políticas verticales 
logren articularse para el desarrollo de 
estrategias integrales. Adicionalmente, 
es necesario que la institucionalidad 
pública genere los incentivos para que la 
política tenga continuidad en el largo 
plazo, pero también rendimientos en el 
corto plazo”.  
 “Las condiciones geográficas, el acceso a 
recursos naturales, la calidad y cantidad 
de la fuerza laboral y los costos de 
transporte, entre otros, son algunos de los 
factores que varían entre regiones e 




 En la tabla 3, mostrada en la página 40, se 
destacan las siguientes debilidades en los 
factores determinantes de la innovación y 
el emprendimiento: i) Talento: “La 
empresas identifican como limitante la 
ausencia de personal calificado”; ii) 
Apropiabilidad (Propiedad Intelectual): 
“Bajo uso de mecanismos estratégicos de 
protección de las innovaciones, teniendo 
mayor importancia los informales (p.ej. el 
secreto industrial) que los formales (p.ej. 
patentes); iii) Financiamiento: “Bajo 
acceso a mecanismos de financiación 
pública y comercial para la innovación y 
el emprendimiento”; iv) Cooperación: 
“Se evidencia una baja dinámica de 
cooperación para innovar entre las 
empresas y las entidades de soporte (p. ej. 
Universidades y centros de I+D), 
dificultando el flujo de conocimiento. Las 
empresas optan por vincularse con sus 
clientes y proveedores”; v) Cultura152: 
“la valoración que hace la sociedad 
sobre la innovación y el 
emprendimiento aún no es decisiva al 
momento de incidir positivamente en 
las intenciones de emprender”. 
 En Colombia existe un: “Bajo desarrollo 
de los servicios de apoyo y capacitación 
empresarial que, de acuerdo con el BID 
(2014), pueden estar reflejando fallas de 
                                               
152 Aquí se destacan algunas acciones realizadas por el Gobierno Nacional para impulsar la cultura del emprendimiento: “iNNpulsa Colombia desarrolló 
iniciativas como: a) Héroes Fest: diseñada para promover un entorno más emprendedor e innovador en Colombia con un método basado en ciencia cognitiva, b) 
Agencia de noticias ColombiaINN: estrategia para posicionar el tema de la innovación empresarial y el emprendimiento en las agendas nacional y regional, 
visibilizando casos de éxito de empresarios y emprendedores. Por su parte, COLCIENCIAS desarrolló Alianzas Regionales por la Innovación, con el fin de 
generar habilidades para diseñar y desarrollar proyectos de innovación a través de la cultura” (DNP et. al, 2016, pág. 40, pie de página 27).   
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coordinación en el sistema de 
innovación. El sistema de apoyo 
actualmente existente en Colombia 
resulta insuficiente, principalmente en el 
acompañamiento a procesos de 
incubación153, aceleración y generación 
de spin-offs corporativos. De acuerdo con 
el CPC (2015), el país no cuenta con un 
registro formal de las instituciones que 
incuban y aceleran empresas, lo que 
dificulta entender las oportunidades y 
retos que poseen. Por otro lado, respecto 
a la capacitación empresarial, esta se 
concentra en la gestión y nacimiento de 
empresas, y no aborda suficientemente 
los procesos de consolidación y 
expansión”.  
 “La falta de acceso a financiamiento es 
uno de los principales obstáculos para 
incrementar la productividad, inyectar 
capital a las unidades productivas más 
eficientes y permitir la entrada de 
nuevos negocios. (…) De acuerdo con 
datos del Enterprise Survey del Banco 
Mundial, los empresarios en Colombia 
perciben que el acceso a financiamiento 
es el mayor obstáculo en el ambiente de 
negocios. Dicho obstáculo afecta 
principalmente a las pymes, a los 
pequeños productores agropecuarios, a 
los nuevos emprendimientos y a los 
emprendimientos en sectores 
modernos, donde los niveles de riesgo 
                                               
153 “De acuerdo con Márquez, Montañez, Cárdenas, & Carvajal (2011), se observa interés de las incubadoras por lograr primero una sustentabilidad y luego un 
impacto. Adicionalmente, no se identifican evaluaciones recientes del estado de las incubadoras ni del entorno de apoyo al emprendimiento. El último 
diagnóstico de dicho apoyo fue elaborado por el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (2011)” (DNP et. al, 2016, pág. 41, pie de página 28).   
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son mayores y los colaterales son menos 
tangibles”. 
 “El limitado acceso al crédito puede ser 
consecuencia de una serie de fallas de 
mercado como asimetrías de 
información y externalidades. En el 
primer caso, las entidades financieras no 
saben medir la rentabilidad de algunos 
proyectos que no se ciñen a los estándares 
de los proyectos que suelen evaluar (por 
ejemplo, proyectos con componentes 
innovadores o de sostenibilidad). Con 
respecto a las externalidades, algunos 
proyectos no son financieramente viables 
dados los estándares de riesgo definidos 
por las entidades financieras privadas, 
pese a tener un alto retorno social. Estas 
fallas de mercado justifican la 
intervención del sector público a través 
de diferentes tipos de instrumentos que 
promuevan tanto la creación de nuevos 
líneas o modelos de negocio como el 
fortalecimiento de negocios existentes”. 
 “Los instrumentos para unidades 
productoras en etapas tempranas 
(semilla, start-up o expansión) son aún 
incipientes, lo cual afecta su 
productividad. Respecto a la posibilidad 
para las unidades productoras de crear 
nuevas líneas o modelos de negocio, cabe 
decir que los esquemas de capital 
semilla aún se encuentran en un bajo 
nivel de desarrollo en Colombia. El 
principal instrumento de financiamiento 
de capital semilla es el Fondo Emprender 
del SENA, (…) Sin embargo, su impacto 
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sobre la creación de empleos y el 
crecimiento empresarial ha sido 
limitado (…)”. 
 El problema del limitado acceso a la 
financiación no sólo se limita a los 
emprendimientos industriales sino 
también a los del sector agropecuario 
(como se menciona en la página 49). 
 “Los diferentes sectores del Gobierno 
nacional tienden a financiar acciones de 
política que apuntan principalmente a la 
consecución de los objetivos de 
desarrollo económico relevantes para sus 
propósitos misionales. El resultado es 
una dificultad para la coordinación 
conceptual y operativa entre los 
diferentes esfuerzos. En el caso de la 
arquitectura actual para la transferencia 
de conocimiento y tecnología, la 
innovación y el emprendimiento se 
observa que, en el diseño, 
implementación y monitoreo, están 
involucradas simultáneamente distintas 
instituciones como el Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo (y sus 
entidades adscritas), el SENA y 
Colciencias. Lo anterior dificulta una 
focalización adecuada de las políticas y 
una especialización funcional de las 
diferentes entidades, y debilita el 
monitoreo de resultados por parte de 
las instancias encargadas de la 
formulación”.  
Fuente: Elaboración propia 
 
